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Sometido a votación, se aprueba por 238 votos a favor. 
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E n  defensa de la enmienda de totalidad presentada 
por el Grupo de CDS interviene el señor Arias- 
Salgado Montalvo, afirmando, en  primer lugar, que 
no se pone en tela de juicio la política actualmen- 
te seguida de relaciones bilaterales con Marruecos 
y que apoyan explícitamente los objetivos oficial- 
mente programados que persigue la política exte- 
rior de España en  relación con Marruecos, 
encaminados a contribuir a la paz, seguridad y 
prosperidad de la región del Magreb. Se trata, por 
tanto, de una política que es compartida, si bien, 
como toda política exterior de relaciones bilatera- 
les, ha de encontrar unos límites, ya que contribuir 
a la prosperidad de Marruecos no significa que ten- 
gamos que arruinarnos, y contribuir a la estabili- 
dad política del régimen de Hassan II no significa 
que nosotros tengamos que hacer concesiones más 
allá de lo debido y que pudieran chocar con el in- 
terés nacional. Consiguientemente, se trata de si- 
tuar este Tratado dentro del margen del interés de 
España, considerando que afecta a la totalidad de 
las relaciones de España con Marruecos y que tie- 
ne repercusiones para la reivindicación marroquí 
de Ceuta y Melilla y en  la delimitación de espacios 
marítimos entre España y Marruecos en  la costa 
mediterránea y en  la costa atlántica, así como pa- 
ra la posición española en  el conflicto del Sahara. 
Son demasiadas repercusiones derivadas de un so- 
lo texto y no cree que de la globalización se deri- 
ven efectos beneficiosos para la posición española 
en  todos estos conflictos o contenciosos tradicio- 
nales con Marruecos. 
Añade el señor Arias-Salgado que el Tratado en  sí 
es problemático, pero lo es mucho más al ponerse 
en  relación con tres hechos que tienen una signifi- 
cación política, el primero de los cuales es que se 
presenta a la ratificación este Tratado sin que el 
Gobierno haya tenido a bien enviar hasta ahora a 
la Cámara los proyectos de ley de estatutos de auto- 
nomía de Ceuta y Melilla, lo que implica una con- 
ducta de la que se puede presumir que no se tiene 
la voluntad de modificar el actual «status» jurídi- 
co de esas ciudades. 
Por otro lado, el Tratado contiene una declaración 
de principios que, en su opinión, es políticamente 
inoportuna y jurídicamente innecesaria. Es una de- 
claración de principios que tiene verdadera reper- 
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cusión en  el ámbito de las relaciones hispano-ma- 
rroquíes. Todos estos hechos, juntos, permiten afir- 
mar que existen indicios racionales de que estamos 
en  presencia de un cambio de estrategia de cara a 
las relaciones entre los dos países y de cara al en- 
foque que se ha mantenido hasta ahora en  los tra- 
dicionales contenciosos entre España y Marruecos. 
Reconoce que no hay por qué adoptar «a priorix 
una actitud contraria a un cambio, pero tampoco 
una actitud a favor. Todo es opinable y discutible 
dentro de los límites constitucionales y, en  princi- 
pio, hasta es aceptable que algunos cambios sean 
aconsejables, pero ello ha de hacerse públicamen- 
te, en  debates públicos a través de una propuesta 
del Gobierno y con sucesivos debates a fondo en 
esta Cámara, ya que no es posible cambiar el sus- 
trato de las relaciones hispano-marroquíes de una 
manera silenciosa, como si fuera peligroso enterar- 
se y encontrarnos después con unos hechos consu- 
mados de los que no sería fácil salir. Expone cómo 
dicha declaración de principios afecta a nuestro 
contencioso con Marruecos, beneficiando a las po- 
siciones marroquíes y perjudicando a las españo- 
las, y termina solicitando el voto favorable a la 
enmienda presentada por su Grupo, al entender 
que el Tratado sometido a ratificación de la Cáma- 
ra no atiende adecuadamente los intereses nacio- 
nales españoles y perjudica la posición 
internacional de España y las relaciones bilatera- 
les con Marruecos en  beneficio de la posición de 
este país. 
E n  suma, se encuentran frente a un Tratado que 
no es bueno para España y respecto del que la evo- 
lución y esperanza histórica demuestran que no se- 
rá respetado. 

El señor Vázquez Romero defiende la enmienda de 
totalidad presentada por el Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya. Comienza afirman- 
do que globalmente comparte los objetivos de po- 
lítica internacional que contiene este Tratado en 
lo referente a nuestras relaciones con el Reino de 
Marruecos. Sin embargo, las razones políticas que 
apoyan su enmienda de totalidad son varias. La pri- 
mera de ellas hace referencia al respeto a la legali- 
dad internacional contenida en  el punto 1 de los 
principios generales del Tratado. Sobre este parti- 
cular recuerda la existencia de varias resoluciones 
del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
para solucionar la controversia entre la República 
Arabe Saharaui y el Reino de Marruecos, sobre el 
derecho a la autodeterminación del pueblo saha- 
raui y la existencia de pruebas inequívocas, según 
los sucesivos secretarios generales de las Naciones 
Unidas, de una actitud reiterada del Reino de Ma- 
rruecos obstruyendo la aplicación del plan de paz 
por parte de Marruecos, resultando, por tanto, evi- 
dente que no se está respetando la legalidad inter- 
nacional. 
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Alude también a la resolución, aprobada por una- 
nimidad en  esta Cámara el 24 de septiembre de 
1991, apoyando las medidas contenidas en  las re- 
soluciones de las Naciones Unidas encaminadas a 
la celebración del referéndum en  condiciones de 
libertad y transparencia para la autodeterminación 
del pueblo saharaui, sin que se puedan vulnerar 
los acuerdos tomados en  esta Cámara por medio 
de tratados posteriores y sin resolver previamente 
el conflicto del Sahara occidental, con arreglo al 
plan de paz de las Naciones Unidas. 
Por último, considera que un tratado de la impor- 
tancia del presente necesita del máximo consenso, 
por no decir de la totalidad del conseno de todas 
las fuerzas políticas de la Cámara, no resultando 
adecuado, desde su punto de vista, que un tratado 
de esta naturaleza sea aprobado por simple mayo- 
ría más o menos amplia. 
Consiguientemente, cree que política e incluso éti- 
camente es necesario aplazar la aprobación de este 
Tratado al cumplimiento de la legalidad intema- 
cional expresada en las resoluciones de las Naciones' 
Unidas y en el plan de paz por ellas establecidos. 

El señor Azkárrago Rodero, del Grupo Mixto, defien- 
de la enmienda de totalidad presentada, que basa 
en  la inoportunidad de que este Tratado sea apro- 
bado en  las actuales circunstancias, ya que no pue- 
den olvidar que el pasado 6 de septiembre se ha 
cumplido el Primer aniversario de la entrada en  
vigor del alto el fuego decretado por la ONU en  el 
marco de su plan de paz, como tampoco pueden 
olvidar que Marruecos, como parte contratante de 
este acuerdo, ha incumplido todos los requisitos 
contenidos en  los principios generales en  los que 
se fundamenta este Tratado. 
Menciona también la contradicción e n  que pode- 
mos incurrir si se ratifica el tratado, y concretamen- 
te el punto siete del mismo, relativo al respeto a los 
derechos humanos y a las libertades fundamenta- 
les de la persona, ya que no es un secreto para na- 
die que Marruecos sigue ocupando permanen- 
temente un apartado importante en  los informes 
anuales de Amnistía Internacional y de otras or- 
ganizaciones de carácter humanitario, puesto que 
las violaciones de los derechos humanos en  el in- 
terior de Marruecos son hechos absolutamente in- 
discutibles. 
Por otro lado, el Tratado contiene un importante 
capítulo sobre la colaboración militar entren Es- 
paña y Marruecos, ignorando el hecho de que este 
país norteafricano esté implicado en  una guerra 
cruel desde hace más de 17 años, con lo que la apro- 
bación del tratado supondría un apoyo al esfuerzo 
militar marroquí. 
Termina aludiendo a la conveniencia de que se al- 
cance el mayor consenso en  la aprobación del Tra- 
tado, como sucede con carácter general en  todos 
los acuerdos internacionales que se someten a la 

, . 

Cámara, esperando que al Gobierno no le entren 
excesivas prisas que le impidan buscar con el res- 
to de los grupos parlamentarios el acuerdo que ha- 
ga posible la aprobación del tratado por unani- 
midad. 
Solicita, por último, respecto a la enmienda de to- 
talidad de sus compañeros del Grupo Mixto seño- 
res Pérez Bueno y Moreno Olmedo, que sea sorne- 
tida directamente a votación en sus propios 
términos. 

E n  turno en  contra de las enmiendas de totalidad in- 
terviene, en  nombre del Grupo Socialista, el señor 
Fajardo Spínola, señalando que España no tiene 
firmados muchos tratados del tipo del que hoy les 
ocupa. Se trata de una figura jurídico-política que 
nuestro país ha reservado para Méjico, Venezuela 
o Portugal por sus relaciones de especial vincula- 
ción histórica o cultural. E n  el caso de Marruecos 
la firma de un tratado de estas características es 
una lógica consecuencia de los lazos de amistad y 
de cooperación surgidos de la vecindad geográfi- 
ca, de una historia común y un elemento y un en- 
tramado tenso de relaciones recíprocas que han 
otorgado a Marruecos u n  lugar preferente en  nues- 
tra política exterior. E n  ese sentido, el Tratado no 
es el punto de partida, ni mucho menos el punto 
final, e n  las relaciones hispano-marroquíes, sino 
que es un marco para seguir profundizando y se- 
guir ampliando esas relaciones, sobre todo en cuan- 
to se refiere a la cooperación. 
Recuerda a continuación el proceso independen- 
tista de los países del tercer mundo, entre ellos Ma- 
rruecos, y sus recelos hacia las antiguas potencias 
protectoras, a cuya carga de desconfianza se unió, 
en  el caso de Marruecos respecto de España, una 
herencia de problemas territoriales o fronterizos en 
otro tiempo. Sin embargo, se ha trabajado mucho 
para situar las relaciones bilaterales al nivel que 
merecen dos naciones vecinas llamadas a coexis- 
tir y entenderse, como lo están haciendo España 
y Marruecos, que, de alguna manera, se profundi- 
zarán mucho más a partir del desarrollo de este 
Tratado por la senda de la cooperación y la buena 
vecindad. 
Agrega que no sería justo ignorar el relevante pa- 
pel jugado por las respectivas sociedades civiles, 
formando un entramado cada vez más denso de 
vínculos en  todos los terrenos, imponiéndose tan- 
to en  España como en Marruecos el convencimien- 
to de la utilidad de fomentar ese tantas veces 
llamado colchón de intereses. De ahí que el Grupo 
Socialista analice este Tratado en  el marco del de- 
seo de profundizar en  estas relaciones, mostrando 
su oposición a unas enmiendas que se colocan en 
la línea del enfrentamiento y del conflicto. 
Alude a continuación al contenido del Tratado co- 
mo un contenido jurídico regulador de un marco 
de cooperación en  distintos campos, encuadrándo- 
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se, a su modo de ver, dentro de lo que este Congre- 
so está señalando ya como la nueva línea de rela- 
ciones de cooperación entre los diversos países. 
Añade después que se trata de un convenio de ve- 
cindad, amistad y cooperación, no debiéndose en- 
tender otra cosa, y precisamente en  el caso de que 
se aprobaran las enmiendas que se han defendido 
anteriormente sí que se colocaría el convenio en  
otra línea, con otros contenidos, posiblemente muy  
peligrosos y posiblemente cambiando las posicio- 
nes tradicionales de relación entre España y Ma- 
rruecos. 
Expresa su postura contraria al contenido de esas 
enmiendas, con mención especial al Sahara occi- 
dental, afirmando que el compromiso de Marrue- 
cos no es con España propiamente sino con la 
comunidad internacional, por lo que el cumpli- 
miento o no del plan de paz puede ser exigido por 
España únicamente como miembro o partícipe de 
las posiciones de la comunidad internacional, pe- 
ro no en  el plano de entorpecer una política tan ne- 
cesaria como es la de la cooperación. 
Respecto a algunas manifestaciones del señor 
Arias-Salgado en  relación con Ceuta y Melilla, di- 
ce que el Tratado en  algún aspecto se limita a re- 
coger parte del contenido de algunas declaraciones 
internacionales, subrayando que más peligroso re- 
sultaría aceptar la postura del enmendante, al im- 
plicar un cambio de posición y calificar, o 
pretender hacerlo, de litigio una cuestión relacio- 
nada con Ceuta y Melilla, suscitada unilateralmen- 
te por Marruecos en  alguna ocasión o por algún 
partido marroquí. Aceptar la postura del señor 
Arias-Salgado supondría nada menos que conside- 
rar que nos hallamos ante un contencioso ya exis- 
tente y formalizarlo a nivel internacional, con toda 
la fuerza de un tratado suscrito por nuestro Esta- 
do con la aprobación de las Cortes Generales. 
Concluye el señor Fajardo Spínola expresando su 
seguridad de que la Cámara va a considerar las ra- 
zones que ha dado para rechazar las enmiendas de 
totalidad, invitando a los grupos enmendantes a 
que reconviertan sus enmiendas en sugerencias o 
recomendaciones y que no aporten la idea de que 
dichos grupos están en  contra del convenio y sí de 
acuerdo con lo que este Tratado puede significar 
para la política de cooperación. 

Replican los señores Arias-Salgado Montalvo, Váz- 
quez Romero y Azkárraga Rodero, duplicando el 
señor Faja rdo Spínola. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Olabarría Muñoz, del Grupo Vasco (PNV), y Rupé- 
rez Rubio, del Grupo Popular. 

Sometidas a votación, son rechazadas las enmiendas 
de totalidad por 33 votos a favor, 153 en  contra y 
92 abstenciones. 
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Proyecto de ley orgánica de transferencia 
de competencias a comunidades autóno- 
mas que accedieron a la autonomía por 
la vía del artículo 143 de la Constitución 

E n  nombre del Gobierno presenta el proyecto de ley 
el señor Ministro para las Administraciones Públi- 
cas (Eguiagaray Urcelay). Expresa su satisfacción 
personal por someter a debate de la Cámara esta 
iniciativa legislativa del Gobierno de la nación. 
Alude a la doble importancia del proyecto de ley 
orgánica; en primer lugar, la que deriva del Zmpor- 
tante acuerdo político que lo ha hecho posible y, 
en  segundo lugar, la que otorga su  propio conteni- 
do, el proceso político que con él se abre y, a la vez, 
la fase de construcción del Estado de las autono- 
mías que con él se cierra. 
Expone que con la firma de los acuerdos autonó- 
micos entre el Gobierno de la nación y las fuerzas 
mayoritarias de esta Cámara, Partido Socialista y 
Partido Popular, quedaron atrás años de discusión 
y diversos intentos de aproximación de posiciones 
para alcanzar un consenso político que les permi- 
tiera ultimar entre todos las previsiones constitu- 
cionales en  materia autonómica. Recuerda que la 
Constitución no determinó la concreta estructura 
territorial del Estado de las autonomías, de mane- 
ra que el proceso autonómico se ha desarrollado 
como consecuencia del acuerdo político y de la li- 
bre manifestación de voluntades concordadas en 
el marco de las previsiones constitucionales. 
Alude a la primera fase de aprobación de los diver- 
sos estatutos de autonomía, cumplida la cual el ob- 
jetivo fundamental de la acción del Gobierno se 
dirigió a la consolidación de las comunidades autó- 
nomas, lo que se llevó a cabo merced a un laborio- 
so trabajo que ha permitido tanto el funcionamien- 
to cada vez más perfeccionado de sus instituciones 
de gobierno como el traspaso de los servicios ne- 
cesarios, a fin de dar contenido a las competencias 
asumidas. De este modo, seguramente los señores 
Diputados podrán compartir la afirmación de que 
el Estado de las Autonomías es hoy, aun con sus 
evidentes imperfecciones y tensiones, una realidad 
consolidada, aceptada con satisfacción por la ma- 
yoría de los ciudadanos. Se ha recorrido un cami- 
no políticamente largo y e n  un tiempo récord, en 
términos históricos, aunque también es verdad que 
la culminación del proceso constituyente en  mate- 
ria autonómica estaba pendiente de un paso signi- 
ficativo, ya que las comunidades autónomas que 
accedieron por la vía del artículo 143, simplemen- 
te por ese hecho, no pudieron asumir estatutaria- 
mente otras competencias que las establecidas en  
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el artículo 148.1 y en  los términos en él  fijados. Fal- 
taba, por tanto, dar el paso previsto constitucional- 
mente para ampliación de competencias de estas 
comunidades autónomas una vez transcurrido con 
creces el palzo mínimo de cinco años previsto pa- 
ra el posible inicio del proceso. 
Recuerda a la Cámara que todas las comunidades 
autónomas que estaban en  esta situación expresa- 
ron de una u otra manera su voluntad de asumir 
nuevas competencias, por lo que se encontraban 
ante un proceso general de ampliación de techos 
competenciales para una decena de comunidades 
autónomas, ninguna de las cuales deseaba quedar- 
se detrás de otras en el proceso de ampliación. Men- 
ciona también la diversidad de Estatutos de estas 
comunidades autónomas, lo que les colocaba en  
distintas situaciones de partida, así como el hecho 
de que las previsiones de ampliación competencia1 
contenidas en los diversos Estatutos eran totalmen- 
te distintas, por lo que sólo un proceso bien coor- 
dinado que permitiera garantizar para todas las 
comunidades autónomas el mismo techo compe- 
tencial resultaba razonable y deseable. Dicho de 
otra forma: si la ampliación no garantizaba un re- 
sultado uniforme, volverían a reproducirse diferen- 
cias injustificadas y no queridas por nadie, dificul- 
tando de modo notable el funcionamiento racio- 
nal y eficaz del estado en  su conjunto. Se trataba, 
por consiguiente, de alcanzar el acuerdo necesario 
entre las fuerzas políticas que permitiera cumplir 
las previsiones constitucionales con las máximas 
garantías de estabilidad y consenso. 
Precisamente, tras notables esfuerzos de aproxima- 
ción entre todas las fuerzas políticas con partici- 
pación parlamentaria, en  febrero de 1992 fueron 
suscritos los acuerdos autonómicos que ahora se 
presentan a la Cámara, expresando varias fuerzas 

. políticas su voluntad de contribuir a la ampliación 
de competencias que se diseñaban en  los acuerdos, 
aunque declinaron firmar los mismos mientras que 
otras fuerzas expresaron desacuerdos de diversa 
significación. Sobre este particular destaca que, 
con independencia de que cualquier momento pue- 
de ser bueno para considerar posiciones y ampliar 
el acuerdo en torno al proyecto de ley, el que hoy 
presentan viene avalado por fuerzas políticas que 
representan un elevadísimo porcentaje de la volun- 
tad ciudadana y 16 de los 17consejos de gobierno 
de las diferentes comunidades autónomas. Conse- 
cuentemente, cree que se hallan ante un proyecto 
que goza de un amplio apoyo político y social. 
Se extiende a continuación el señor Ministro e n  la 
exposición del laborioso proceso de estudio y ne- 
gociación llevado a cabo hasta la consecución del 
acuerdo, con mención del contenido del articula- 
do del proyecto de ley, de manera que, cuando este 
proyecto sea aprobado y enriquecido con las apor- 
taciones de la tramitación parlamentaria, las co- 
munidades autónomas afectadas verán equipara- 

das sus competencias, con la excepción de la ges- 
tión del Insalud, a aquellas otras que, por haber 
tramitado sus Estatutos al amparo del artículo 151 
de la Constitución, ejercían ya mayores niveles de 
autogobierno. Ello significa la práctica equipara- 
ción en  responsabilidades y cometidos de todas las 
comunidades autónomas españolas. No  obstante, 
el reconocimiento expreso de la igualdad de los ciu- 
dadanos y la homogeneidad en lo fundamental no 
son impedimentos para la integración al mosaico 
de la pluralidad y diversidad de España. La equi- 
paración no significa uni formización, como algu- 
nos preconizan y otros quizá desean. 
Menciona también lo que el proyecto significa en  
términos de transferencia de efectivos, personas y 
economías, considerando suficientemente expresi- 
vas las cifras en  cuestión. 
Termina el señor Ministro haciendo hincapié en  la 
importancia del proceso de operación como respon- 
sabilidad de todos y tarea compartida, añadiendo 
que el logro de este objetivo significará la consoli- 
dación definitiva de la estructura territorial del Es- 
tado. De ahí que solicite el apoyo más amplio 
posible al proyecto presentado a la Cámara, en el 
convencimiento de que se está dando un paso más 
allá de la estabilidad institucional hacia el perfec- 
cionamiento de nuestro Estado de las autonomías 
y posibilitando un alto grado de descentralización 
y un compromiso de lealtad mutua y de coope- 
ración. 

E n  defensa de la enmienda de totalidad del Grupo 
del CDS interviene el señor Rebollo Alvarez- 
Amandi, afirmando que, según las palabras inicia- 
les del señor Ministro, el proyecto de ley se debe a 
una iniciativa del Gobierno de la nación, lo que sig- 
nifica un reconocimiento explícito de lo que es el 
espíritu del proyecto, que supone un quiebro al es- 
píritu que informa la Constitución en  orden a la 
organización de nuestro Estado. Por otro lado, la 
referencia al acuerdo de los dos partidos mayori- 
tarios pone de manifiesto la dis función existente 
entre los representantes de esos partidos, los de las 
Cámaras y los de las Cámaras autonómicas. Re- 
cuerda la existencia de una iniciativa sobre el par- 
ticular, tanto e n  Asturias como en  Castilla-León. 
Comunidades e n  las que se ha venido diciendo al- 
go que no se corresponde con lo que ahora se dice 
aquí, e igual podría señalar respecto de Aragón, en  
cuyo Parlamento se están tratando estas materias 
con una filosofía y u n  espíritu distinto del que im- 
pregna este proyecto de ley. Reconoce también la 
existencia efectiva de un pacto y la iniciativa del 
propio Gobierno, lo cual pone de manifiesto que 
otra vez se encuentran, a propósito del Estado de 
las autonomías, en  un clima y un marco de cen- 
t ra 1 ism o. 
Alude después a las competencias previstas en  los 
artículos 148 y 149 de la Constitución y al procedi- 
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miento en ellos establecido, procedimiento que, en 
su opinión, se ignora en el proyecto de ley, lo que 
justifica la enmienda de totalidad que ahora defien- 
de. Menciona igualmente el retraso habido en la 
reforma de los Estatutos, afirmando que no se pue- 
de construir nada desde la desconfianza, y este re- 
traso en  la modificación estatutaria implica un 
síntoma de desconfianza. Las propias dificultades 
expuestas por el señor Ministro respecto al proce- 
so de elaboración del proyecto de ley son un tra- 
sunto de esa desconfianza. Por otra parte, el hecho 
diferencial, que tantas veces invoca como justifi- 
cación y coartada de esta lentitud, nada tiene que 
ver con que las competencias se reconozcan y, en  
su caso, se dialogue en  las comunidades autóno- 
mas. Esa desconfianza existe también cuando se 
ignora completamente a Ceuta y Melilla en este pro- 
ceso en  el que ahora se encuentran. 
Termina manifestando que, por mucho que diga el 
representante del Gobierno, esta Ley dibuja tres blo- 
ques de comunidades autónomas, como son las co- 
munidades históricas en  un primer nivel, las 
comunidades Valenciana y de las Islas Canarias en  
un segundo, y un tercer nivel integrado por las res- 
tantes comunidades autónomas que accedieron por 
la vía del artículo 143 y que son objeto del proyec- 
to de ley que hoy debaten. Este hecho crea disfun- 
ciones, por lo que tiene la esperanza de que se 
reconsidere la postura actual y se evite que existan 
distintos niveles en nuestras autonomías. 

El señor Mur Bernad, del Grupo Mixto, defiende la 
enmienda de totalidad presentada afirmando que 
este proyecto debiera haber venido a la Cámara ha- 
ce ya varios años para que las autonomías del artí- 
culo 143, como es el caso concreto de Aragón, 
vieran por fin reconocidos la plenitud de sus dere- 
chos. S in  embargo, el proyecto de ley llega tarde y, 
además, mal, conteniendo divergencias con la pro- 
pia Constitución española. Desde el punto de vis- 
ta procedimental, se aplica inadecuadamente un 
procedimiento de urgencia con reducción de pla- 
zos, lo que no facilita precisamente el conocimiento 
de las enmiendas presentadas el día anterior. 
Por otro lado, el proyecto de ley es sólo la aplicción 
parcial, no total, de los llamados ((pactos autonó- 
micos», suscritos entre los Partidos Socialista y Po- 
pular,  ocupándose de diez comunidades  
autónomas, una parte de las del artículo 143, de 
autonomía limitada y tutelada. Quizá este trata- 
miento discriminatorio es lo que ha hecho excla- 
mar al Presidente de la Comunidad de Castilla y 
León que el Gobierno es débil con las comunida- 
des fuertes y fuerte con las comunidades débiles. 
Añade que el proyecto es la consecuencia del ca- 
rácter centralista y poco respetuoso con el manda- 
to constitucional que tiene desde siempre el Partido 
Socialista, que desde su llegada al poder se ha li- 
mitado simplemente a aceptar aquello que no ha 

podido evitar. Se ha perdido el tiempo y se quiere 
resolver ahora mal algo que ya debería estar resuel- 
to, obligando, además, a afrontar la reforma en  un 
clima de crisis y crispación. Precisamente a la vis- 
ta de la actual crisis económica habrá que ver có- 
mo se financia la transferencia de competencias, 
puesto que no hay autonomías si no hay economía. 
Considera que el proyecto de ley del Gobierno tie- 
ne planteamientos inaceptables que vulneran los 
derechos a la plena autonomía que reconoce la 
Constitución. Es necesario mejorar la financiación, 
pero nada se dice al respecto en  el proyecto de ley, 
por lo que termina afirmando que la organización 
del Estado sigue siendo un tema pendiente que ago- 
bia a todos, ya que el Título VIII de la Constitu- 
ción, a pesar de lo que dicen, es el que menos se 
ha cumplido, lo cual sigue planteando agravios, in- 
justicias y dificultades, pero no se puede perpetuar 
la desigualdad de los españoles por razón de la 
autonomía en  la que residen, ya que el pacto sus- 
crito entre el Gobierno, el PSOE y el Partido Popu- 
lar no soluciona ningún problema, sino que 
simplemente los aplaza y agrava. 

E n  defensa de la enmienda de totalidad presentada 
por el Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, el señor Martínez Blasco reconoce que en  
el largo camino de construcción de las autonomías 
han llegado a unas metas importantes, como ha si- 
do puesto de manifiesto en el balance hecho por 
el señor Ministro, pero, en  su opinión, todo ese pro- 
ceso ya se ha agotado a la vista de la incapacidad 
constatada para dar satisfacción a las demandas, 
no sólo de las comunidades autónomas del artícu- 
lo 143, sino de la generalidad de los pueblos de Es- 
paña. La Administración central no ha conseguido 
adaptarse al modelo autonómico para superar to- 
das las disfuncionalidades que aquí se han expre- 
sado y, además, el modelo se ha realizado en favor 
de las comunidades autónomas, mientras que las 
administraciones municipales no han conseguido 
despegar. 
Agrega que en estos momentos nuestro sistema de- 
mocrático debe responder, sin paliativos, a los in- 
tereses que los diferentes pueblos de España han 
mostrado para ver reconocida y desarrollada su 
personalidad, sus hechos diferenciales, lo cual no 
está en  contradicción con el proceso de integración 
e n  Europa. E n  este sentido, cuando resulta paten- 
te la necesidad de dar un impulso sustancial a ese 
modelo agotado, se trae a la Cámara un proyecto 
que, con la excusa de la coordinación y armoniza- 
ción, en realidad está encubriendo un problema po- 
lítico y una voluntad política centralista. 
Agotado el modelo seguido hasta la fecha, cree que 
debe caminarse decididamente hacia el federalis- 
mo, elevando el techo de las comunidades autóno- 
mas y manteniendo los hechos diferenciales de 
todos los pueblos de España. Muestra también su 
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disconformidad con el procedimiento seguido pa- 
ra la elaboración del proyecto, así como con la equi- 
paración que se pretende, que en todo caso afecta 
a las comunidades autónomas del artículo 143 en- 
tre sí, pero no con respecto a las del artículo 151. 
Menciona también como objeciones fundamenta- 
les el que algunas de las competencias diferidas ya 
a las comunidades autónomas se rebajen ahora y 
el que se intente traspasar competencias sin garan- 
tizar su ejecución, razones todas ellas más que su- 
ficienes como para justificar la petición de 
devolución del proyecto al Gobierno. 

En turno en contra de las enmiendas de totalidad in- 
terviene el señor Caballero Alvarez, en nombre del 
Partido Socialista, felicitando al señor Ministro por 
su presentación del proyecto, si bien cree que lo te- 
nía fácil al tratarse de un texto que incorpora el 
mayor avance en la construcción del Estado de las 
autonomías desde los años 1981 a 1983. 
Destaca a continuación la importancia de los re- 
cursos que se movilizan hacia las comunidades 
autónomas del artículo 143 de la Constitución, que 
después de la aprobación de esta IRy dispondrán 
de un volumen muy  importante de recursos, como 
consta en los datos detallados facilitados por el se- 
ñor Ministro. De este modo, estas comunidades 
quedan prácticamente equiparadas con las del ar- 
tículo 151, con la salvedad del Insalud y, desde lue- 
go, equiparadas entre ellas en la banda más alta 
posible de las competencias. Sobre este artículo re- 
chaza la afirmación de los enmendantes de que tal 
equiparación no se produce, pues se trata de un ar- 
gumento que no se sostiene si se analiza en profun- 
didad el contenido del proyecto de ley. 
Respecto a la pretensión de que estas transferen- 
cias a las comunidades autónomas sólo pueden ha- 
cerse a través de la reforma de los Estatutos, es algo 
que no se sostiene ni jurídica ni políticamente, pa- 
ra lo que basta simplemente con leer el artículo 150 
de la Constitución. 
Despejada, pues, cualquier duda que pudiera exis- 
tir desde el punto de vista jurídico, considera per- 
fectamente lógico, y desde luego en la línea de la 
máxima coherencia política, el que este proceso se 
inicie desde este Parlamento que, cuando menos, 
tiene la misma legitimidad que el proceso inicia- 
do de cualquier otra forma. 
Respecto a las alusiones al acuerdo entre los dos 
partidos políticos firmantes del acuerdo, afirma 
que en un sistema democrático los acuerdos entre 
los partidos políticos son una forma perfectamen- 
te lógica de funcionamiento, y en este caso de asun- 
ción de competencias por las comunidades autó- 
nomas. Son unos acuerdos políticos entre partidos 
que, por otra parte, fueron públicos, abiertos y con 
invitación a todo el marco parlamentario de la Cá- 
mara a establecer su opinión y asumir su colabo- 

ración, sin que se hurte ningún debate a ninguna 
institución. 
Destaca seguidamente la importancia de esta Ley, 
una vez asumidas las transferencias en ella previs- 
tas en el nivel de descentralización en que se están 
moviendo, de manera que el Estado autonó- 
mico resultante admite plenamente su compara- 
ción con los países teóricamente más descentrali- 
zados del mundo occidental. 
Contesta, por último, a algunas manifestaciones he- 
chas por los enmendantes, considerando que sería 
coherente con el espíritu de cooperación que im- 
pregna el proyecto el que los diferentes Grupos, y 
así lo solicita, votaran en contra de las enmiendas 
de totalidad. 

Replican los señores Rebollo Alvarez-Amandi, Mur 
Bernad y Martínez Blasco, duplicando el señor Ca- 
ballero Alvarez. 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra 
el señor Olabarría Muñoz, del Grupo Vasco (PNV), 
la señora Cuenca i Valero, del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió), y el señor Rajoy Brey, del Grupo 
Popular. 

Sometidas a votación, se rechazan las enmiendas de 
totalidad debatidas por 34 votos a favor, 230 en con- 
tra y diez abstenciones. 

Página 

Proyecto de ley de incentivos fiscales a la 
participación privada en actividades de 
interés general . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El señor González de Txábarri-Miranda defiende la 
enmienda de totalidad del Grupo Vasco (PNV). Des- 
taca, en primer lugar, la necesidad de poner al día 
la actual legislación sustantiva relativa a las fun- 
daciones, que ha quedado muy desfasada y frag- 
mentada, de manera que entiende que el proyecto 
de ley de fundaciones debiera ser debatido y apro- 
bado en esta Cámara previamente al proyecto que 
ahora les ocupa, regulador de exenciones fiscales, 
de las que pueden beneficiarse esas fundaciones. 
Consecuentemente, el Grupo Vasco insta al Gobier- 
no a que envíe a la Cámara el proyecto de ley sobre 
fundaciones privadas y pide a los demás grupos 
parlamentarios que se posponga el debate de la ley 
sobre mecenazgo a la aprobación de la ley de fun- 
daciones, y no al revés. 
Añade que existe en el sector de las fundaciones 
privadas un sentimiento general de que estas enti- 
dades han sido progresivamente maltratadas y so- 
metidas a un cerco fiscal en los últimos años en 
el plano tributario, con lo que no se está fomentan- 
do el derecho a fundar, que tiene su base en la 
Constitución. Sobre este particular recuerda que 
la Comunidad Económica Europea recomienda sis- 
temáticamente un régimen fiscal que favorezca las 
fundaciones culturales y el mecenazgo. Sin embar- 
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go, el proyecto de ley recoge unas mejoras muy  po- 
co generosas frente a los generosos beneficios y 
exenciones fiscales con que se ha estado dotando 
a las actividades culturales oficiales, como ha su- 
cedido, por ejemplo, con la Expo, Quinto Centena- 
rio, Barcelona 92 o la Capital Cultural de Madrid. 
Afirma, por último, que el proyecto de ley está re- 
dactado desde el miedo y la desconfianza, consi- 
derando necesario regular el clima de confianza 
entre la sociedad civil y el Estado, a fin de que los 
agentes culturales se encuentren un marco legal, 
económico y fiscal adecuado para desarrollar su 
labor con plena autonomía, dando cabida a las rei- 
vindicaciones de las fundaciones, asociaciones y 
entidades sin fines de lucro. 

La señora Larraííaga Galdós, del Grupo Mixto, defien- 
de la enmienda a la totalidad presentada, califican- 
do de decepcionante el proyecto de ley presentado 
por el Gobierno, máxime después de esperar tanto 
tiempo y después de tantas iniciativas parlamen- 
tarias para incentivar a la iniciativa privada en  ac- 
tividades de interés cultural. S in  embargo, el 
proyecto de ley del Gobierno es equívoco y escasa- 
mente válido para hacer efectivo y real tal impul- 
so. El proyecto de ley configura, por otro lado, un 
modelo de fundación un tanto desfasado y que po- 
co va a responder a las necesidades de futuro. Aña- 
de que es precisamente en momento de crisis 
cuando muchos ciudadanos han abandonado el 
compromiso civil con lo cotidiano, cuando se ha- 
ce necesario impulsar la participación de la inicia- 
tiva privada en lo público y devolver a la sociedad 
civil el terreno que nunca debió abandonar, y ésta 
es justamente la función de mecenazgo que no pue- 
de ser traducida en  un mero cúmulo de promesas 
y buenas intenciones. 
Finaliza señalando que su Partido exige la fijación 
de un marco jurídico basado en  la confianza y la 
firme participación de la sociedad civil, sin que ello 
e3ima al legislador de la obligación de fijar los con- 
troles pertinentes para evitar disfunciones en  el 
cumplimiento de los fines y los objetivos. Sin em- 
bargo, esto es justamente lo que no se percibe en  
el proyecto de ley. 

Entrando en  el articulado, expone algunas de las ca- 
rencias y discrepancias concretas con el conteni- 
do del proyecto, por lo que termina solicitando su 
devolución al Gobierno por entender que se trata 
de una norma hecha sin ganas y sin confianza en  
la función social del mecenazgo. 

Se suspende la sesión a las dos de la tarde. 
Se reanuda la sesión a las cuatro y cinco minutos de 

la tarde. 
Continuando el debate iniciado en  la sesión de la ma- 

ñana, procede a la defensa de la enmienda del tex- 
to alternativo presentada por el Grupo Popular el 

señor Cortés Martín, manifestando que llevaban 
mucho tiempo reclamando una ley de mecenazgo 
y quejándose de la situación existente, pero habían 
olvidado que no hay situación, por mala que sea, 
que el Partido Socialista no sea capaz de empeo- 
rar. De ahí que las fundaciones que reclaman una 
legislación que les permitiera desarrollarse ya pi- 
den quedarse como están. Añade que haber espe- 
rado diez años para encontrarse con este proyecto 
resulta francamente frustrante y refleja muy  a las 
claras cuál es la idea socialista del Estado y de la 
sociedad. Es  un proyecto que ha tenido u n  recha- 
zo generalizado dentro y fuera de la Cámara, que 
a nadie satisface, ni siquiera al propio Ministro de 
Cultura, ausente de la Cámara, y que ya dijo que 
era un proyecto manifiestamente mejorable. 
Además, es un proyecto que llega en  la peor situa- 
ción económica de la década, cuando empresas y 
particulares tienen dificultades para llegar a fin de 
mes. Resulta también que se entra a regular los as- 
pectos fiscales, sin que exista una legislación sus- 
tantiva reguladora del derecho de fundación, y en 
muchos casos se está invadiendo, a través de la le- 
gislación fiscal, aspectos propios del Derecho sus- 
tantivo. 
Se trata, en  suma, de un proyecto que merece el re- 
chazo del Grupo Popular por ser limitador, contro- 
lador y cicatero. Establece limitaciones que la 
Constitución no señala, crea controles y burocra- 
cias que, lejos de favorecer, entorpecerán la activi- 
dad de las fundaciones y asociaciones poten- 
cialmente beneficiarias, y es tan cicatero que, de 
ser aprobado en  sus actuales términos, empeorará 
la situación respecto de la actual. Se trata, en  fin 
de un proyecto netamente socialista que pretende 
controlar la sociedad, haciéndola dependiente del 
Estado, y no otra cosa es lo que se busca al poner 
trabas, limitaciones y requisitos a las sociedades 
sin ánimo de lucro, con una mentalidad recauda- 
toria que dificultará que haya fundaciones capita- 
lizadas y pujantes. No en  balde es un proyecto en  
el que se mantienen todos los aspectos de la legis- 
lación fiscal más Iesivos para las entidades sin áni- 
mo de lucro. 
Termina haciendo alusión al texto alternativo pre- 
sentado por su Grupo Parlamentario para que la 
sociedad española pueda disponer de un marco 
realmente incentivador de la participación priva- 
da en  actividades de interés general. 

El señor Homs i Ferret defiende la enmienda de to- 
talidad con texto alternativo del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió). Señala que no se han limi- 
tado a presentar una enmienda de devolución, por 
considerar que hubiera sido una incongruencia que 
después de estar varios años exigiendo al Gobier- 
no la presentación de un proyecto de ley sobre esta 
materia ahora se limitaran a pedir su devolución. 
De ahí que consideren pertinente proponer un tex- 
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to alternativo para no sustraer a la Cámara la po- 
sibilidad de legislar sobre la materia. 
Reitera que el proyecto de ley es oportuno y nece- 
sario, que llevan mucho tiempo reclamándolo, si 
bien su contenido lo estiman inadecuado, y de ahí 
su rechazo al proyecto, al establecer unos instru- 
mentos insuficientes para alcanzar los objetivos 
perseguidos. Agrega que es un proyecto que no sa- 
tisface las expectativas generales, que es tímido y 
que no va a promover ni incentivar prácticamente 
nada, como si el Gobierno lo que deseara fuera 
mantener el «statu quo» vigente y justificarse an- 
te la sociedad al haber tomado la iniciativa de Ie- 
gislar sobre la materia. 
Por otro lado, los beneficios fiscales que se derivan 
del proyecto son mínimos, además de recoger una 
concepción de un Estado intervencionista, tutela- 
dor y desconfiado. Se trata de razones, todas ellas, 
que les han llevado a presentar el texto alternati- 
vo, contemplando un marco fiscal más adecuado. 

E n  turno en  contra de las enmiendas de totalidad, 
en  nombre del Grupo Socialista, interviene el se- 
ñor García Ronda, que realiza un breve repaso a 
las motivaciones y a la elaboración de la ley, pa- 
sando a contestar a continuación a los enmendan- 
tes. Partiendo de que todos los miembros de la 
Cámara conocen perfectamente el contenido del 
proyecto, se limita a afirmar que se trata de un texto 
muy  bien trabado en  su articulación y muy  bien 
hecho desde un punto de vista técnico, de manera 
que podría decir que es una de las leyes de tipo fis- 
cal mejor hechas de entre las que han venido a la 
Cámara. La Ley está, además, perfectamente en- 
troncada con el conjunto del sistema tributario y 
de toda la fiscalidad española, siendo su finalidad 
la participación privada, incentivando y ayudan- 
do a la constitución de entidades para el ejercicio 
de actividades no lucrativas. 
Procede a continuación a contestar de manera glo- 
bal a los enmendantes, con alusión a algunos as- 
pectos concretos expuestos por aquéllos, para 
terminar señalando que el proyecto, como toda ley, 
puede tener detalles susceptibles de perfecciona- 
miento, y en  este sentido reflexionarán en  trámi- 
tes posteriores para, con la ayuda de todos los que 
tengan voluntad para ello, realizar dicho perfeccio- 
namiento y dar satisfacción e n  el mayor nivel po- 
sible a los que quieran llevar a cabo este tipo de 
actividades. 

Replican los señores Cortés Martín y Homs i Ferret, 
duplicando el señor García Ronda. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores Re- 
bollo Alvarez-Amandi, del Grupo CDS, y Martínez 
Blasco, de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
Ya- 

Sometidas a votación las enmiendas de totalidad so- 
licitando la devolución del proyecto al Gobierno, 

son rechazadas por siete votos a favor, 151 en  con- 
tra y seis abstenciones. 

4sirnism0, es rechazada la enmienda de totalidad con 
texto alternativo presentada por el Grupo Popular 
por 67 votos a favor, 150 en  contra y ocho absten- 
ciones. Por último, se rechaza la enmienda de to- 
talidad con texto alternativo del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió) por 67 votos a favor, 151 en 
contra y siete abstenciones. 

Se levanta la sesión a las cinco y treinta y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de 
la mañana. 

El señor PRESIDENTE Se reanuda la sesión. 

DICTAMENES DE LA COMISION DE ASUNTOS 

CIONALES: 
EXTERIORES SOBRE CONVENIOS INTERNA- 

- MEMORANDUM DE ENTENDIMIENTO EN VIR- 
TUD DEL ACUERDO SOBRE TRANSPORTE 
AEREO DE 20 DE FEBRERO DE 1973 ENTRE 
ESPARA Y ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, 
HECHO EN MADRID EL 27 DE NOVIEMBRE 
DE 1991 (Número de expediente 110/000195) 

- CANJE DE NOTAS ENTRE EL REINO DE ESPA- 
ÑA Y LA REPUBLICA PORTUGUESA POR EL QUE 
SE ESTABLECE EL REGLAMENTO DE CAZA EN 

NACIONAL DEL RIO MIRO (Número de expediente 
110/000196) 

LAS AGUAS Y MARGENES DEL TRAMO INTER- 

- RETIRADA DE LA RESERVA ESPAROLA AL 
«PROTOCOU) RELATIVO A LA PROHIBICION 
DEL EMPLEO EN LA GUERRA DE GASES ASFI- 
XIANTES, TOXICOS O SIMILARES Y DE MEDIOS 
BACTERIOLOGICOS», HECHO EN GINEBRA EL 
17 DE JUNIO DE 1925 (Número de expediente 
110/000197) 

- ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPARA Y LA 
REPUBLICA DE CHILE PARA LA PROTECCION 
Y FOMENTO RECIPROCO DE INVERSIONES Y 
PROTOCOLO ANEJO, FIRMADO «AD REFEREN- 
DUMn EN SANTIAGO EL 2 DE OCTUBRE DE 1991 
(Número de expediente 110/000198) 

- ACUERDO ENTRE ESPARA Y LA FA0 RELATIVO 
A LA CELEBRACION DE LA 190 REUNION DE LA 
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COMISION INTERNACIONAL DEL ALAMO, LA 
366 REUNION DE SU COMITE EJECUTIVO Y 

LIARES DE LA COMISION (ZARAGOZA, 
22 A 25 DE SEPTIEMBRE DE 1992), FIRMADO EN 

SENTANTE PERMANENTE DE ESPAÑA ANTE LA 
FA0 (Número de expediente 110/000199) 

REUNIONES CONEXAS DE LOS ORGANOS AUXI- 

ROMA EL 19 DE JUNIO DE 1992 POR EL REPRE- 

El señor PRESIDENTE: Punto VI del orden del día: 
Dictámenes de la Comisión de Asuntos Exteriores so- 
bre convenios internacionales. 

¿Desea algún grupo fijar su posición en relación con 
alguno de los dictámenes que han de ser sometidos a 
votación? (Pausa.) Vamos a proceder a la votación. 

Memorándum de entendimiento en virtud del Acuer- 
do sobre transporte aéreo entre España y Estados Uni- 
dos de América. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 229; a favor, 227; en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

Canje de Notas entre el Reino de España y la Repú- 
blica Portuguesa por el que se establece el reglamento 
de caza en las aguas y márgenes del tramo internacio- 
nal del río Miño. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 231; a favor, 230; en contra, uno. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

Retirada de la Reserva española al ((Protocolo relati- 
vo a la prohibición del empleo en la guerra de gases as- 
fixiantes, tóxicos o similares y de medios bacterioló- 
gicos». 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 232; a favor, 232. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Chile para la protección y fomento recíproco de inver- 
siones y Protocolo anejo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 236; a favor, 234; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

Acuerdo entre España y la FA0 relativo a la celebra- 
ción de la 19: reunión de la Comisión Internacional del 

Alamo, la 36F reunión de su Comité Ejecutivo y reunio- 
nes conexas de los órganos auxiliares de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 238; a favor, 238. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE CONVENIOS INTER- 
NACIONALES 

- TRATADO DE AMISTAD, BUENA VECINDAD Y 
COOPERACION ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y 
EL REINO DE MARRUECOS, HECHO EN RABAT 
EL 4 DE JULIO DE 1991 (Número de expediente 
110/000191) 

El señor PRESIDENTE: Punto VI1 del orden del día, 
debates de totalidad de convenios internacionales. 

Debate subsiguiente a las enmiendas de totalidad 
relativas al Tratado de amistad, buena vecindad y coo- 
peración entre el Reino de España y el Reino de Ma- 
rruecos. 

Enmienda del Grupo del CDS. Tiene la palabra el se- 
ñor Arias-Salgado. (Rumores.) 

Señorías, ruego guarden silencio y ocupen sus esta- 
ños. (Rumores.) 

Señorías, estamos pendientes de su colaboración pa- 
ra poder iniciar el desarrollo de este punto del orden 
del día. 

Cuando quiera, señor Arias-Salgado. 

El señor ARIAS-SALGADO MONTALVO: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Señorías, al defender esta enmienda de totalidad al 
Tratado de amistad con Marruecos querría, ante todo, 
situar los términos de este debate. En primer lugar, no 
se pone en tela de juicio la política actualmente segui- 
da de relaciones bilaterales con Marruecos. En segun- 
do lugar, apoyamos explícitamente los objetivos oficial- 
mente proclamados que persigue la política exterior de 
España en relación con Marruecos y que podríamos re- 
sumir en los tres grandes objetivos siguientes: contri- 
buir a la paz y a la seguridad en la región del Magreb; 
contribuir a la estabilidad política y a la prosperidad 
económica de los países que integran la región, entre 
ellos Marruecos; y crear gradualmente un entramado 
de intereses comunes hispano-marroquíes que dé soli- 
dez y estabilidad a unas relaciones bilaterales que en 
la historia han sido conflictivas y difíciles. 

Esta política es, por tanto, compartida. No obstante, 
como toda política exterior de relaciones bilaterales ha 
de encontrar unos límites. Contribuir a la prosperidad 
de Marruecos no significa que tengamos nosotros que 
arruinarnos. Contribuir a la estabilidad política del ré- 
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gimen de Hassan 11 no significa que nosotros tengamos 
que hacer concesiones más allá de lo debido y que pu- 
dieran chocar con el interés nacional. Por tanto, se tra- 
ta de situar este Tratado de Amistad dentro de los 
límites que marca el interés nacional español. Esta po- 
lítica tiene, en consecuencia, unos límites, los que mar- 
ca el interés nacional, y hay que analizar el Tratado de 
amistad que nos ocupa desde esa perspectiva, porque 
es un tratado que podríamos denominar estructural; 
es un marco global que afecta a la totalidad de las re- 
laciones entre España y Marruecos. Y al afectar a la 
totalidad de las relaciones de España con Marruecos 
tiene repercusiones para la reivindicación marroquí de 
Ceuta y Melilla, tiene repercusiones en la delimitación 
de espacios marinos entre España y Marruecos en la 
costa mediterránea y en la costa atlántica, y tiene re- 
percusiones para la posición española en el conflicto 
del Sahara. Son demasiadas repercusiones para ser di- 
geridas en un solo texto. No creemos que de la globali- 
zación se sirvan efectos beneficiosos para la posición 
española en todos estos conflictos o contenciosos tra- 
dicionales con Marruecos. 

El Tratado es en sí mismo problemático, pero lo es 
mucho más al ponerse en relación con tres hechos que 
tienen, naturalmente, una significación política. El pri- 
mer hecho es que, al tiempo que se presenta a ratifica- 
ción este Tratado, el Gobierno no ha tenido a bien hasta 
ahora enviar los proyectos de ley de estatuto de auto- 
nomía de Ceuta y Melilla a esta Cámara. Necesariamen- 
te ello implica una conducta que, en términos jurídicos, 
permite presumir que no se tiene voluntad de modifi- 
car el actual estatus jurídico de Ceuta y Melilla median- 
te el debate y aprobación por esta Cámara de un 
estatuto de autonomía para esas ciudades españolas. 

El segundo hecho significativo es que hace poco tiem- 
po esta Cámara ha autorizado el depósito en Naciones 
Unidas de la aceptación por parte de España de la cláu- 
sula de jurisdicción obligatoria de las sentencias del 
Tribunal Internacional de Justicia; es decir, la cláusu- 
la de jurisdicción obligatoria por la que, en determi- 
nadas circunstancias y con determinadas reservas, se 
acepta como obligatoria esa jurisdicción para todos los 
conflictos en los que España pudiera ser demandada. 
Este es un hecho que tiene un alcance jurídico y que 
hay que ponerlo seriamente en relación con la existen- 
cia de un tratado que, en teoría, aspira a enmarcar to- 
dos los contenciosos, todas las relaciones políticas con 
Marruecos. 

El tercer hecho afecta al Tratado mismo. El Tratado 
contiene una declaración de principios que, a nuestro 
juicio, es políticamente inoportuna y jurídicamente in- 
necesaria. Es esta declaración de principios -más que 
otras partes del Tratado- la que tiene verdaderas re- 
percusiones en el ámbito de las relaciones hispano- 
marroquíes. En todo caso y previamente estos hechos, 
puestos todos ellos juntos, permiten afirmar que exis- 
ten indicios racionales -indicios racionales- de que 
estamos en presencia de un cambio de estrategia de ca- 
ra a las relaciones hispano-marroquíes y de cara al en- 

foque que se ha mantenido hasta ahora en los tradi- 
cionales contenciosos entre España y Marruecos. No 
hay por qué adoptar «a priori» una actitud contraria 
a un cambio ni tampoco «a priori)) una actitud a favor. 
Todo es discutible y opinable dentro de los límites cons- 
titucionales y es aceptable, en principio, que algunos 
cambios sean incluso aconsejables. Pero ello en un sis- 
tema democrático, y salvada la natural necesidad de re- 
serva en determinadas circunstancias, ha de hacerse 
públicamente, mediante debate público, a través de una 
propuesta del Gobierno y con sucesivos debates a fon- 
do en esta Cámara. No es posible cambiar el sustrato 
de las relaciones hispano-marroquíes de una manera 
silenciosa, como si fuera peligroso enterarse y encon- 
trarnos después con unos hechos consumados de los 
que no será fácil salir. 

A continuación haré referencia a la declaración de 
principios que contiene el Tratado y que es -como 
decía- políticamente innecesaria e inoportuna. La de- 
claración de principios trata de recoger la declaración 
final del Acta de Helsinki de 1975 y otro texto anterior, 
y muy parecido, que es la declaración sobre los princi- 
pios de Derecho internacional referentes a las relacio- 
nes de amistad y cooperación entre los Estados, que se 
aprobaron por la Asamblea General de Naciones Uni- 
das en la Resolución 2625 en octubre de 1970. ¿Por qué 
esta declaración de principios del Tratado, que se ins- 
pira en esos textos internacionales, en una declaración 
problemática? Habría que contestar esta pregunta con 
otra.,iPor qué no se ha hecho una remisión global a esos 
textos internacionales en el preámbulo o, incluso, en la 
parte normativa del Tratado? Pues, lejos de hacer un 
reenvío global a esos textos internacionales, el texto del 
Tratado omite totalmente la formulación de algunos 
principios fundamentales, incurre en omisiones parcia- 
les en la formulación de otros principios y, finalmente, 
introduce algunas modificaciones del lenguaje que han 
de tener necesariamente repercusiones políticas en el 
ámbito de las relaciones bilaterales. 

Omisiones totales significativas. Primera, no se ha- 
ce alusión al principio de inviolabilidad de las fronte- 
ras recogido en el Acta de Helsinki, por ejemplo. 
Teniendo en cuenta que España tiene un conflicto en 
el Sahara y teniendo en cuenta cuál es la ubicación de 
Ceuta y Melilla, es particularmente significativo que no 
se haga referencia explícita al principio de inviolabili- 
dad de las fronteras. Segunda, omisión totalmente sig- 
nificativa también. Se omite la formulación o referencia 
expresa al principio de igualdad de derechos y libre de- 
terminación de los pueblos, que es el principio octavo 
del Acta de Helsinki. Es, desde luego, políticamente sig- 
nificativo que no se haga una referencia a uno de los 
principios básicos del orden internacional, como es el 
principio de autodeterminación de los pueblos. 

Al lado de esas omisiones totales, que tienen una gran 
significación política para los problemas bilaterales, 
hay también otras omisiones parciales y modificacio- 
nes de redacción. En primer lugar, hay una formula- 
ción que podríamos denominar débil del principio de 
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integridad territorial. Se recoge el principio del respe- 
to a la integridad territorial, pero se hace una formu- 
lación débil y, por ejemplo, no se recoge la formulación 
de la Resolución 2625 en la que taxativamente se dice: 
No se reconocerá como legal ninguna adquisición te- 
rritorial derivada de la amenaza o del uso de la fuerza. 
Hay que tener en cuenta que Marruecos define su rei- 
vindicación de Ceuta y Melilla como un conflicto de in- 
tegridades territoriales que se resuelve por la vía de las 
fronteras naturales. Por consiguiente, con esa formu- 
lación débil se perjudica la posición española de prin- 
cipio. Omisión parcial también se encuentra en la 
formulación del principio del respeto y promoción de 
los derechos humanos. En primer lugar, se suprime la 
alusión a su valor universal y, en segundo lugar, se 
coloca como primer criterio de enjuiciamiento sobre 
la situación de los derechos humanos en Marruecos la 
legislación interna respectiva -se dice en el Tratado-, 
con lo cual aceptamos como criterio de enjuiciamien- 
to sobre la situación de los derechos humanos en Ma- 
rruecos una norma interna marroquí y no un principio 
de Derecho internacional, como ha correspondido tra- 
dicionalmente a la formulación de la política exterior 
española. 

Hay también modificaciones, y las más significativas 
de todas se encuentran en lo que afecta a la formula- 
ción del principio del arreglo pacífico de las controver- 
sias. Aquí se modifica tanto al Acta final de Helsinki 
como la Resolución 2625 de las Naciones Unidas, y se 
recoge parte del texto que figura en la Convención de 
las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, Conven- 
ción no ratificada por España ni por Marruecos, aun- 
que en los problemas que nos ocupan esa Convención 
recoge más los puntos de vista marroquíes que los pun- 
tos de vista españoles. Pues bien, el convenio bilateral 
contiene un segundo párrafo en la formulación del prin- 
cipio del arreglo pacífico de controversias que tienen 
una redacción propia y que no se ajusta a ninguno de 
los textos internacionales más que en incisos o frases 
aisladas, no se ajusta globalmente a ninguna de las re- 
dacciones internacionales. Dice literalmente así: Las 
partes procurarán de buena fe y con espíritu de coope- 
ración lograr, en el menor plazo posible, una solución 
conforme con el Derecho internacional con miras a ob- 
tener un resultado equitativo. El alcance de esta fór- 
mula es, a mi juicio, grave. Es la primera vez que se 
incluye en un tratado bilateral con Marruecos una de- 
claración de esta índole, llena de consecuencias jurídi- 
cas. Es la primera vez que se aplica este criterio, según 
el texto del propio Tratado, a todas las controversias bi- 
laterales, tanto jurídicas como políticas. Es la primera 
vez que se incluye la referencia a la equidad en las re- 
laciones hispano-marroquíes. Hay que tener en cuenta 
que la referencia de la equidad es, en sí misma, no sólo 
una novedad sino un problema para la defensa de las 
posiciones españolas mantenidas hasta ahora. Porque 
la equidad, en definitiva, lo que permite es dictar una 
solución o política o jurídica «contra legem», Ccpraeter 
legem)) o «secundum legem», pero hay, por aplicación 

de la equidad, la admisión de soluciones jurídicas y po- 
líticas «contra legem», es decir, contra la aplicación jus- 
ta y estricta del derecho internacional positivo o 
consuetudinario. 

Se pone, por tanto, en manos de Marruecos la posi- 
bilidad legal de rechazar una solución que, aun siendo 
conforme con el Derecho internacional, no resulte equi- 
tativa desde la perspectiva de Marruecos. No se pue- 
den proporcionar mayores beneficios a las posiciones 
defendidas por Marruecos. Y naturalmente, una formu- 
lación de principios de esta índole y con estas caracte- 
rísticas tiene repercusiones sobre Ceuta y Melilla 
(y cuando hablo de Ceuta y Melilla, para abreviar, me 
refiero también a las islas Chafarinas y a los peñones 
de Alhucemas y de Vélez de la Gomera), afecta a todas 
las reivindicaciones territoriales marroquíes y afecta, 
como es natural también, ya lo decía antes, a la delimi- 
tación de espacios marinos entre España y Marruecos 
y a la posibilidad española en el conflicto del Sahara. 

Muy brevemente voy a tratar de sintetizar cómo afec- 
ta esta declaración de principios a estos contenciosos 
y cómo beneficia a las posiciones marroquíes y perju- 
dica a las posiciones españolas. En relación con Ceuta 
y Melilla y demás territorios españoles, la situación, de 
hecho, es la siguiente. Hay una reivindicación política 
por parte de Marruecos que no es la reivindicación de 
un partido o de unas fuerzas políticas, sino que es una 
reivindicación nacional asumida por el Trono. Esta rei- 
vindicación territorial marroquí es indicio de una con- 
troversia que puede plantearse en cualquier momento. 
En el momento en que se plantee como tal controver- 
sia entrará en juego el principio 5." del Tratado bilate- 
ral, solución conforme al Derecho internacional con 
miras a buscar una solución equitativa. ¿Qué supone 
la aplicación del Derecho internacional y la búsqueda 
de una solución equitativa en relación con Ceuta y Me- 
lilla? El Gobierno debería explicar cuál es el alcance 
de ello. 

Esta reivindicación marroquí, que no está hoy tradu- 
cida todavía en términos jurídico-internacionales o 
político-internacionales en controversia, es de intensi- 
dad variable y la utiliza el Gobierno marroquí en fun- 
ción de circunstancias y de coyunturas, según cuál sea 
la situación española, según cuál sea la situación ma- 
rroquí, según cuál sea el estado de las relaciones de Ma- 
rruecos con Francia o con Estados Unidos; en función 
de todas esas variables, el Gobierno marroquí suele uti- 
lizar la reivindicación de Ceuta y Melilla. En todo ca- 
so, su estrategia ha sido siempre la creación de una 
opinión internacional favorable naturalmente a sus rei- 
vindicaciones, para el momento en que se plantee esa 
controversia a la que ahora nosotros vamos a dar alcan- 
ce con la firma y autorización, eventualmente, para ra- 
tificar el Tratado. Hasta ahora no ha logrado Marruecos 
la calificación de Ceuta y Melilla y demás territorios 
españoles como territorios no autónomos, es decir, co- 
mo territorios coloniales. En su día el actual Secreta- 
rio General de Política Exterior, señor Villar, escribió 
en un excelente libro sobre el proceso de autodetermi- 
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nación del Sahara, cuando en 1974 quedó de momento 
arrinconada la pretensión marroquí de declarar Ceuta 
y Melilla como territorios coloniales, lo siguiente: Así, 
la cuestión de las plazas de soberanía queda congela- 
da en la ONU, pendiente cual espada de Damocles so- 
bre la cabeza del Gobierno español, hasta el día en que 
a Rabat le interese reanimarla. 

El señor PRESIDENTE: Señor Arias-Salgado, le rue- 
go concluya. 

El señor ARIAS-SAiGADO MONTALVO: Sí, señor Pre- 
sidente. Yo consumiría mi turno por la otra enmienda, 
si es posible, para terminar, porque es que es una... 

El señor PRESIDENTE: Señor Arias-Salgado, se han 
calificado como de totalidad dos enmiendas del Gru- 
po del CDS, pero lógicamente el Grupo dispone de un 
turno para explicar los motivos por los que postula la 
devolución al Gobierno del instrumento. 

El señor ARIAS-SALGADO MONTALVO: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Esta declaración del actual Secretario General de Po- 
lítica Exterior es el reconocimiento explícito de que hay 
ya incoada una controversia, que se puede plantear co- 
mo tal públicamente en el marco de este Tratado en 
cualquier momento. Pues bien, a esta controversia, Es- 
paña, si se llega a ratificar ese Tratado, se obliga a bus- 
carle una solución de Derecho internacional con miras 
a lograr un resultado equitativo. Esto, naturalmente, 
modifica la actitud de España, que ha mantenido has- 
ta ahora lo que podríamos denominar estrategia de la 
negación en relación con Ceuta y Melilla. Son ciuda- 
des españolas; se rechazaba siempre y de antemano la 
obligación de acusar recibo de la pretensión marroquí 
y, por tanto, no ha lugar a buscar ninguna solución, 
puesto que no es problema Ceuta y Melilla. Esta ha si- 
do la tradicional actitud española en relación con las 
reivindicaciones territoriales marroquíes, y esa actitud 
se cambia hoy creando un cauce para que esa reivindi- 
cación encuentre una solución conforme al Derecho in- 
ternacional. 

Incluso formulado por vía negativa, es imposible que 
esta cláusula no termine por tener consecuencias en 
la reivindicación sobre Ceuta y Melilla. Es imposible 
hacer un Tratado global de relaciones políticas con una 
formulación de principios y que esa formulación de 
principios y ese Tratado no afecte a esa reivindicación. 
Es imposible. Mantener lo contrario es, a todas luces, 
opuesto a la lógica y al sentido común. 

Igualmente ocurre con la delimitación de espacios 
marinos. España mantiene el principio de equidistan- 
cia, a falta de derecho convencional que es el principio 
que favorece a España en todos los supuestos, salvo en 
una delimitación de aguas en la desembocadura del 
Guadiana y en una delimitación también de aguas o de 
espacios marinos entre la isla de Madeira y las islas Ca- 
narias. Salvo en esos dos supuestos, en todos los demás, 

el principio de equidistancia para la medición de aguas 
jurisdiccionales, zona económica exclusiva y platafor- 
ma continental, favorece los intereses españoles. 

Pues bien, ese principio de equidistancia habrá de 
modificarse como consecuencia de este Tratado, por- 
que, según Marruecos, no produce resultados equitati- 
vos, y España se compromete a buscar resultados 
equitativos mediante la aplicación del Derecho inter- 
nacional. 

-Finalmente -y sintetizo mucho-, la cuestión en re- 
lación con el conflicto del Sahara. La actitud tradicio- 
nal de España en este tema ha sido la siguiente: no ha 
terminado el proceso de descolonización, no se reco- 
noce la soberanía de Marruecos sobre el antiguo Sa- 
hara español y es absolutamente imprescindible aplicar 
el principio de autodeterminación -que no hemos re- 
cogido en el Tratado bilateral- mediante un referén- 
dum, de conformidad con el censo español. Este es el 
voto de España, sistemáticamente emitido en la Asam- 
blea General de Naciones Unidas cuando esta cuestión 
se ha planteado. Y el Tribunal Internacional de Justi- 
cia, en un dictamen consultivo emitido a petición de Ma- 
rruecos, da la razón a España; no hay, o no descubre 
el Tribunal, ningún vínculo de soberanía entre el anti- 
guo Sahara español y Marruecos; únicamente vínculos 
de vasallaje con algunas tribus. 

Pues bien, no hemos introducido el principio de auto- 
determi,nación, que es un principio de valor universal 
y básico en las actuales relaciones internacionales en 
una declaración de principios, en nuestras relaciones 
con Marruecos. Ello significa, o terminará por signifi- 
car, señor Presidente, que España ha aceptado, a tra- 
vés de este Tratado, que se ha puesto fin al proceso de 
descolonización del Sahara sin autodeterminación y sin 
referéndum. 

Señor Presidente, yo pido el voto favorable a mi en- 
mienda porque creo que este Tratado no defiende ade- 
cuadamente los intereses nacionales españoles, 
perjudica las posiciones tradicionales de España en las 
relaciones bilaterales con Marruecos y beneficia las po- 
siciones marroquíes, introduce el criterio de equidad 
para todas las controversias -lo que no favorece a 
España-, abre un cauce de Derecho internacional pa- 
ra resolver las reivindicaciones territoriales, obliga a 
modificar el criterio de la equidistancia en la delimi- 
tación de espacios marinos nacionales y obligará a mo- 
dificar la posición española en todo lo que afecte a la 
descolonización del Sahara. No es necesario este Tra- 
tado en sus actuales términos, no es bueno para Espa- 
ña; y permítame, señor Presidente, que haga, en última 
instancia, un juicio de intenciones que sé que es 
arriesgado. 

La evolución y experiencia histórica demuestran que 
este Tratado no será respetado; las declaraciones de 
principios -lo dije en la Comisión de Asuntos Exte- 
riores- tienen escaso valor para los regímenes autori- 
tarios, y la experiencia histórica demuestra que el com- 
portamiento político en la esfera internacional de los 
sucesivos gobiernos marroquíes es un comportamien- 
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to de pura conveniencia y, desde luego, con más frecuen- 
cia que de otra manera, perjudicial para los intereses 
españoles. Cambiar esa situación es un objetivo de po- 
lítica exterior que yo comporto, pero con unos límites. 
No podemos entregar las posiciones españolas en las 
relaciones bilaterales porque tampoco así resolveremos 
ni mejoraremos, en términos reales y duraderos, las re- 
laciones bilaterales con Marruecos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Arias- 
Salgado. 

Recuerdo a SS. SS. que la circunstancia peculiar que 
puede darse en las enmiendas de totalidad a los conve- 
nios y tratados internacionales en los que se califican 
como de totalidad algunas enmiendas que podrían no 
haber sido presentadas con ese carácter, no da lugar 
a que cada una de esas enmiendas produzca un debate 
de totalidad o permita la utilización de un turno para 
cada una de ellas. Hay grupos que tienen algunas o bas- 
tantes enmiendas que han sido calificadas de totalidad, 
pero les advierto que deben consumir un turno en el 
debate de totalidad, no tantos turnos como enmiendas 
calificadas con este carácter. 

Enmienda de totalidad del Grupo de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya. Tiene la palabra el señor 
Vázquez . 

El señor VAZQUEZ ROMERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, tomo la palabra para defender la propuesta de 
totalidad de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, 
al Tratado de Amistad, Buena Vecindad y Cooperación 
entre el Reino de España y el Reino de Marruecos. 

Queremos empezar por dejar claro desde el inicio que 
globalmente compartimos los objetivos de política in- 
ternacional que contiene este Tratado en lo referente 
a nuestras relaciones con el Reino de Marruecos. Co- 
mo se dice en el preámbulo del propio tratado, nos pa- 
rece importante reforzar las relaciones políticas 
bilaterales e impulsar decididamente la inauguración 
de una nueva era de solidaridad que responda mejor 
a las aspiraciones de nuestras futuras generaciones me- 
diante el establecimiento de un marco global y perma- 
nente de convivencia política, presidido por la paz, la 
libertad y la prosperidad de nuestros respectivos 
pueblos. 

Sin embargo, las razones políticas de nuestra pro- 
puesta de totalidad al citado Tratado son varias. La pri- 
mera de ellas hace referencia al respeto a la legalidad 
internacional, legalidad internacional que se explicita 
en el punto 1 de los principios generales de este Tratado. 

Como todos ustedes saben, es bien conocida la exis- 
tencia de Resoluciones del Consejo de Seguridad de Na- 
ciones Unidas (la número 621, del año 1988: la número 
658, de 1990, y la número 690, del año 1991) que esta- 
blecen un plan de paz, un dispositivo -la Minurso- 
y un método -el referéndum- para solucionar la con- 
troversia entre la República Arabe Saharaui Democrá- 

tica y el Reino de Marruecos sobre el derecho de 
autodeterminación del pueblo saharaui. 

La responsabilidad histórica de España como anti- 
gua potencia colonial en la zona es evidente. En el de- 
bate que se produjo en esta Cámara el 18 de septiembre 
de 1991, al que siguió una moción, a la que luego hare- 
mos referencia, por parte de nuestro Grupo se explici- 
tó que las razones fundamentales para haber presenta0 
aquella propuesta eran el impuslo que deberíamos pro- 
piciar desde este Congreso para que la democracia y 
los derechos humanos fueran respetados en cualquier 
sitio de nuestro planeta: en segundo lugar, el cumpli- 
miento de la legalidad internacional y de la resolucio- 
nes de Naciones Unidas, y, en tercer lugar, en este tema 
concreto, el cierre de una página de un cierto oprobio 
que nos fue legado por el régimen anterior. Obviamen- 
te, nos referíamos al Acuerdo tripartito del 14 de no- 
viembre de 1975 entre España, Marruecos y Mauritania, 
por el que España cedía la administración, que no la 
soberanía, a Marruecos sobre el territorio del llamado 
Sahara Occidental. 

Hasta ahora, según los sucesivos informes de los Se- 
cretarios Generales de Naciones Unidas, señores Pérez 
de Cuéllar y Butros Gali, no ha sido posible desplegar 
por completo la Minurso; el referéndum, obviamente, 
previsto para enero de este año, no se ha celebrado y 
hay muestras inequívocas de una actitud reiterada del 
Reino de Marruecos obstruyendo la aplicación del ci- 
tado plan de paz, como se señala también en sucesivos 
informes al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, 
el 24.040 o el 23.662, con abundantes violaciones, por 
ejemplo, del alto el fuego por parte del Reino de Ma- 
rruecos. Es evidente, señorías, que no se está respetan- 
do la legalidad internacional. 

Desde Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya he- 
mos denunciado reiteradamente en temas similares la 
existencia de diversas varas de medir, si ustedes me per- 
miten la expresión. Nos parece inaceptable que Espa- 
ña, como cualquier otro país, acepte diferentes criterios 
a la hora de valorar situaciones similares. El Derecho 
Internacional obliga a todos por igual. La evidencia de 
incumplimientos y de obstrucciones por parte del Rei- 
no de Marruecos en ese conflicto ue nos afecta muy 

te celebración del referéndum constitucional en Ma- 
rruecos, por supuesto también en el territorio del 
Sahara Occidental, las próximas elecciones que se van 
a producir también en la zona, las elecciones genera- 
les en Marruecos, son una expresión más de ese incum- 
plimiento, de ese poco respeto a la legalidad interna- 
cional que, desde nuestro punto de vista, residencian 
las soluciones del Consejo de Seguridad y de las Na- 
ciones Unidas. 

En segundo lugar, el 24 de septiembre del año 1991, 
hoy hace justamente un año, esta Cámaras votó por una- 
nimidad una resolución que en sus puntos tercero y sex- 
to decía textualmente lo siguiente. Punto tercero: El 
Congreso de los Diputados insta al Gobierno a que apo- 
ye, con la máxima diligencia, amplitud y firmeza, to- 

directamente, es evidente. Además d 1 lo dicho, la recien- 
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das y cada una de las medidas contenidas en las reso- 
luciones de Naciones Unidas y el Plan de Paz, encami- 
nadas a conseguir la celebración del referéndum en 
condiciones de total libertad y transparencia para la 
autodeterminación del pueblo saharaui. 

El punto sexto decía: Desde la opción por una políti- 
ca de buena vecindad con todos los pueblos y Estados 
del Magreb, el Reino de España les haga saber la ine- 
quívoca voluntad del Gobierno español de respetar y 
hacer respetar todas las resoluciones de Naciones Uni- 
das y su Consejo de Seguridad, así como el acatamien- 
to al resultado del referéndum. 

Les recuerdo, señorías, que esa resolución fue vota- 
da por unanimidad en esta Cámara. No podemos, por 
tanto, vulnerar acuerdos tomados en esta Cámara y, sin 
duda, la aprobación en estos momentos de este Trata- 
do o en otros posteriores, sin que previamente se haya 
resuelto el conflicto del Sahara Occidental con arreglo, 
insisto, el Plan de Paz de las Naciones Unidas, signifi- 
caría una violación, un incumplimiento de un acuerdo 
adoptado en esta Cámara por unanimidad. 

Por último, un Tratado de la importancia de éste, con 
un país, nuestro vecino inmediato del Sur, con quien 
debemos tener las mejores relaciones, con proyección 
de futuro, necesita señorías, del máximo consenso, por 
no decir de la totalidad del consenso, de todas las fuer- 
zas políticas de esta Cámara. No es adecuado, desde 
nuestro punto de vista, que un Tratado de esta natura- 
leza vaya adelante, acabe aprobándose por mayorías o 
minorías. No estamos hablando de un tema puntual de 
política interna en el que es lógico que existan diferen- 
tes posicionamientos en cada Grupo; estamos hablan- 
do de un tema de gran trascendencia, de un tema que 
va a comprometer el futuro de nuestras relaciones con 
nuestro vecino inmediato del Sur. Por tanto, sería exi- 
gible que un Tratado de esta naturaleza tuviera -y se 
esforzara el Gobierno en conseguirlo- el máximo con- 
senso, a ser posible la unanimidad de las fuerzas polí- 
ticas aquí representadas. 

Nos parece política e incluso éticamente necesario 
aplazar la aprobación de este Tratado al cumplimiento 
de la legalidad internacional expresada en las resolu- 
ciones de Naciones Unidas y el Plan de Paz por ella es- 
tablecido. Nos parece, señorías, que son razones de 
suficiente peso político como para pedir con alguna es- 
peranza el voto positivo de SS. SS.  a esta enmienda a 
la totalidad del Tratado de Amistad con el Reino de Ma- 
rruecos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Vázquez. 
Enmiendas de totalidad del Grupo Mixto. 
Tiene la palabra el señor Azkárraga. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Señor Presidente, 
señorías, desde Eusko Alkartasuna, y conjuntamente 
con Euskal Ezkerra, hemos presentado una enmienda 
de totalidad, haciendo uso del artículo 156.2, apartado 
1.4 del Reglamento de la Cámara, para pedir el aplaza- 

miento de la autorización solicitada en el Tratado de 
Amistad, Buena Vecindad y Cooperación entre el Rei- 
no de España y el Reino de Marruecos. Por tanto, seño- 
rías, la enmienda de totalidad presentada por nosotros 
no es tanto una enmienda al contenido del Tratado, si- 
no, y yo diría que en toda regla, a la inoportunidad de 
que sea aprobado en las actuales circunstancias, por- 
que hay algunas cosas que creo no podemos olvidar. Por 
ejemplo, no podemos olvidar que el pasado 6 de sep- 
tiembre se ha cumplido el primer aniversario de la en- 
trada en vigor del alto el fuego decretado por la ONU 
en el marco de su Plan de Paz para el Sahara Occiden- 
tal, y no podemos olvidar que Marruecos, como parte 
contratante de este acuerdo, ha incumplido todos los 
requisitos contenidos en los principios generales en los 
que se fundamenta este Tratado, es decir, ha incumpli- 
do todo aquello a lo que se refiere el apartado uno del 
Tratado en relación a la legalidad internacional. 

Señorías, Marruecos, desde el punto de vista de Eus- 
ko Alkartasuna y de Euskal Ezkerra, continúa tenien- 
do en estos momentos una cuenta pendiente con el 
Derecho internacional por su bloqueo, continúa tenien- 
do también una cuenta pendiente con el Derecho inter- 
nacional por sus violaciones del Plan de Paz de las 
Naciones Unidas. 

En el último informe del Secretario General de la 
ONU, Butros Gali, dirigido al Consejo General el pasa- 
do 29 de mayo, se denunciaban ya 97 casos de violación 
del alto el fuego por parte de Marruecos. En un ante- 
rior informe del 28 de febrero de 1992 se recordaba que 
Marruecos había violado el alto el fuego en 77 ocasio- 
nes, y a todo esto, señorías, habría que añadir cómo las 
autoridades marroquíes han impedido la libertad de 
movimientos de los observadores militares de las Na- 
ciones Unidas, lo que viene a representar una total 
ausencia de voluntad de cooperación del gobierno ma- 
rroquí con las Naciones Unidas para el cumplimiento 
de una misión de paz en la que no tenemos que olvidar 
que el Estado español está comprometido política y mo- 
ralmente. 

En definitiva, a nuestro juicio, se ha practicado un 
verdadero estado de sitio en ese territorio que ha afec- 
tado no sólo a la población marroquí, no sólo al pue- 
blo saharahui, sino también a medios de comunicación 
y a delegaciones interesadas en la solución de este con- 
flicto. 

Otra contradicción en la que podemos incurrir si se 
ratifica este Tratado es la que se desprende del punto 
siete del mismo relativo al respeto a los derechos hu- 
manos y a las libertades fundamentales de la persona. 
No es un secreto para nadie, y estoy seguro que no es 
un secreto para esta Cámara, que Marruecos sigue ocu- 
pando permanentemente un apartado importante en los 
informes anuales de «Amnisty International» o de otras 
organizaciones de carácter humanitario. Las violacio- 
nes de los derechos humanos, tanto en el interior de 
Marruecos como en el Sahara Occidental, son hechos 
absolutamente indiscutibles y no podemos olvidar que 
esas actuaciones, junto al bloqueo del Plan de Paz por 
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parte de las autoridades marroquíes, han obligado al 
Parlamento Europeo a suspender los protocolos finan- 
cieros con Rabat. Por tanto, señorías tenemos que pen- 
sar si tiene sentido que, cuando el Parlamento Europeo 
suspende estos protocolos financieros con Rabat, este 
Parlamento ratifique hoy un Acuerdo de Amistad y Bue- 
na Vecindad con el Reino de Marruecos. Creemos, sin- 
ceramente, que no. 

Tampoco puede obviarse que este Tratado contiene 
un importante capítulo sobre la colaboración militar 
entre España y Marruecos, y así se ignora el hecho de 
que este país norteafricano está implicado en una gue- 
rra cruel desde hace más de 17 años, con lo cual la apro- 
bación del Tratado supondría implícitamente, señorías, 
un apoyo al esfuerzo militar marroquí. 

Y voy terminando. 
Quede claro que desde Eusko Alkartasuna, Euskal 

Ezkerra nosotros no nos oponemos a que el Estado es- 
pañol pueda firmar tratados de buena amistad, de bue- 
na vecindad con otros países, pero cualquier tratado 
que se firme debe tener o debe mantener por lo menos 
unos requisitos absolutamente imprescindibles; y creo 
que en este caso hay dos: primero, respeto a la legali- 
dad internacional y, en segundo lugar, respeto a los de- 
rechos humanos y a las libertades fundamentales de 
las personas; y ninguno de estos requisitos, señorías, 
los está cumpliendo el Reino de Marruecos. 

Por estas razones creemos que el Parlamento no de- 
be ofrecer un cheque en blanco al Reino de Marruecos 
a través de la ratificación de este Tratado, mientras es- 
te país no ajuste su actitud al derecho internacional y 
colabore seriamente con las Naciones Unidas en la ce- 
lebración de un referéndum libre y democrático en el 
Sahara Occidental. 

Yo me sumo -y finalizo, señoría- a las palabras del 
portavoz de Izquierda Unida, en el sentido de que toda- 
vía hay tiempo, si hay voluntad política, de intentar que 
este acuerdo sea ratificado, como casi todos los acuer- 
dos que se traen a esta Cámara, por unanimidad. Por 
tanto, es importante buscar el consenso. Simplemente 
esperamos que fundamentalmente al Grupo mayorita- 
rio no le entren excesivas prisas y busque con el resto 
de los grupos parlamentarios el acuerdo que haga po- 
sible la aprobació por unanimidad, y eso tiene solamen- 
te, por decirlo claramente, una posibilidad, y es que el 
día que el Reino de Marruecos cumpla sus compromi- 
sos del Plan de Paz de Naciones Unidas, ese día será 
el momento más adecuado para firmar un acuerdo de 
estas características. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Azkárraga. 
Enmienda de totalidad del Grupo Mixto, de los seño- 
res Pérez Bueno y Moreno Olmedo. (El señor Azkárra- 
ga Rodero pide la palabra.) 

El señor Azkárraga tiene la palabra. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Señor Presidente, 
que se someta a votación en los términos indicados en 
las enmiendas presentadas. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Azkárraga. 
(Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra el señor Fajardo. 

El señor FAJARDO SPINOLA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, España no tiene firmados 
muchos de estos tipos de tratados como el que hoy nos 
ocupa. Son relativamente excepcionales y se dedican 
normalmente a la relación de buena vecindad, en este 
caso, de cooperación en otros, con aquellos países con 
los que tenemos una particular y más intensa relación. 
Se trata de una figura político-jurídica que nuestro país 
ha reservado a Méjico, a Venezuela, en cuanto a amis- 
tad a Estados Unidos, ahora a Méjico, porque tiene con 
ellos relaciones de vecindad, como Portugal, porque tie- 
ne relaciones de especial vinculación histórica o cul- 
tural, como con los países iberoamericanos citados. (El 
señor Vicepresidente, Muñoz García, ocupa la presiden- 
cia.) En el caso de Marruecos, la firma de un acuerdo 
de estas características es una lógica consecuencia de 
los lazos de amistad y de cooperación surgidos de la 
vecindad geográfica, de una historia común y un ele- 
mento y un entramado denso de relaciones recíprocas 
que han otorgado a Marruecos un, lugar preferente en 
nuestra política exterior. 

En este sentido, el Tratado no es el punto de partida, 
ni mucho menos el punto final de las relaciones 
hispano-marroquíes; alguien ya lo ha señalado aquí: es 
un marco para seguir profundizando, para seguir am- 
pliando esa relación en cuanto se refiere, sobre todo, 
a la cooperación. 

Casi resulta ocioso recordar que Marruecos, al igual 
que otras naciones emergentes del tercer mundo, ha 
construido su proyecto político sobre los posos, en oca- 
siones amargos, de la era del colonialismo, afirmando 
su identidad nacional y proyecto político, dibujado a 
contraluz y por contraposición a su antigua potencia 
protectora. A las cargas de desconfianza entre marro- 
quíes y españoles se unió una herencia de problemas 
territoriales o fronterizos en otro tiempo. En la mente 
de todos están las consecuencias de todo ello en la re- 
lación con Marruecos desde 1957 (Ifni, Tafalla, etcéte- 
ra), y también en otros terrenos. Sin embargo, mucho 
se ha trabajado desde entonces para situar, señorías, 
las relaciones bilaterales al nivel que merecen dos na- 
ciones vecinas, llamadas a coexistir y entenderse como 
lo están haciendo España y Marruecos. No incurrire- 
mos en la simplificación -y ahí me parece que se co- 
locan algunas de las enmiendas que aquí han sido 
defendidas- del marco de la política de la confronta- 
ción y del enfrentamiento, sino, por el contrario en co- 
locar esa relación, como se viene haciendo por los 
respectivos gobiernos, y de alguna manera se hará mu- 
cho más a partir del desarrollo de este Tratado, por la 
senda de la cooperación y de la buena vecindad. 

No sería justo, por otro lado, ignorar el relevante pa- 
pel jugado por las respectivas sociedades civiles, que 
han ido fraguando un entramado cada vez más denso 
de vínculos en todos los terrenos. Para España, pero 
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también para Marruecos, se ha impuesto el convenci- 
miento de la utilidad, de fomentar el tantas veces lla- 
mado colchón de intereses, que cumple la función de 
amortiguar, que cumple la función de elevar el coste 
de las crisis potenciales que, afortunadamente con pe- 
riodicidad decreciente, se han planteado entre nuestros 
dos países. 

Por eso, nuestro grupo parlamentario analiza este 
Tratado de amistad y de cooperación en el marco del 
deseo de profundizar en estas relaciones. Y no quiere 
entrar a aceptar unas enmiendas que realmente se co- 
locan en la línea del enfrentamiento y del conflicto. 

El Tratado incluye, en primer lugar, una parte de prin- 
cipios, pero en su contenido jurídico regula un marco 
de cooperación en distintos campos que aquí no voy a 
pasar a señalar, por el poco tiempo del que dispongo. 

Este Tratado, señorías, se encuadra, a nuestro modo 
de ver, dentro de lo que este Congreso de los Diputa- 
dos está señalando ya -y está señalando de momento 
por unanimidad- como la nueva línea de la relación 
de cooperación con los diversos países. En un informe, 
que ya está aprobado por la respectiva Ponencia, que 
dentro de poco en la Comisión de Asuntos Exteriores 
vamos a tratar y que pronto tendrán SS. SS. ocasión de 
conocer en este Pleno; en ese informe se habla precisa- 
mente de la cooperación no sólo atendiendo al princi- 
pio de la solidaridad, que, desde luego, es el principal 
de los animadores de la política de cooperación, sino 
incluso también desde el punto de vista del objetivo de 
la seguridad. Así, por ejemplo, incluible dentro de este 
objetivo de la seguridad sería la relación con nuestros 
países vecinos y también, en particular, aquellas que 
se desprenden de presentes o de potenciales flujos mi- 
gratorios que pudieran alterar la estabilidad en las re- 
laciones entre las respectivas sociedades, entre las 
respectivas economías, entre los respectivos Estados. 
Así, este informe dice -repito que se ha aprobado de 
momentg por unanimidad- que esta concepción valo- 
ra positivamente para la seguridad la integración de las 
poblaciones en su entorno geográfico tradicional, al en- 
contrar en aquellos entornos puestos de trabajo digna- 
mente retribuidos y condiciones de vida satisfactorias. 
En otro punto, más adelante, señala este informe que 
no solamente debe orientarse esta relación de coope- 
ración de España con cualquier otro país, en este caso 
España-Marruecos, como referible a los trabajadores 
de ese país sino incluso a los potenciales inmigrantes 
ilegales que atraviesen el país vecino, provenientes de 
otros países cuyas situaciones económicas motivan es- 
ta inmigración. 

Por todas estas razones, es necesario en este momen- 
to, y no puede dejarse para otro, potenciar, intensificar 
esta política de cooperación, y para ello éste es el mar- 
co adecuado. Es el marco adecuado, señorías y, además, 
el marco típico; es el marco que hemos aplicado en Mé- 
jico, es el mismo tipo de convenio que se ha aplicado 
con Venezuela, es el marco que se ha aplicado con to- 
dos aquellos países con los que queremos tener una es- 
pecial relación de cooperación. 

Por tanto, no deben SS. SS. entender que se trata de 
regular otras cuestiones en este convenio. Es un conve- 
nio de vecindad, amistad y cooperación. Se trata de eso 
y nada más que de eso. Posiblemente las enmiendas que 
aquí se han defendido, de ser aprobadas, sí colocarían 
este convenio en otro sector, en otra línea, con otros con- 
tenidos, posiblemente muy peligrosos y posiblemente 
cambiando unas posiciones, en este caso las tradicio- 
nales de relación entre España y Marruecos. 

Vamos a analizar brevemente estas enmiendas para 
comprender por qué razones nosotros estamos en con- 
tra de ellas. En primer lugar, hay unas enmiendas que 
proponen unos cambios muy parciales y muy elemen- 
tales pero que, como no han sido defendidas, no me re- 
feriré a ellas. Son cambios de simples palabras. Esos 
cambios supondrían, por ejemplo, donde dice Carta de 
las Naciones Unidas, que diga Carta de las Naciones. 
Cambios de este tipo supondrían devolver el Tratado. 
Creo que no merecen más comentario estas. enmiendas 
que, por cierto, ni siquiera han sido defendidas. 

Otros intervinientes, el señor Azkárraga y el señor 
Vázquez, en nombre de sus respectivos grupos parla- 
mentarios, defienden también una enmienda de totali- 
dad: incluso el señor Azkárraga manifiesta en el texto 
de su enmienda que no se trata de estar en contra del 
contenido del Tratado -asevera el señor Azkárraga-, 
sino de la oportunidad del mismo, y nos invita a que 
dejemos para después la aprobación, condicionándola 
-el señor Vázquez lo hacía también- al cumplimien- 
to por parte de Marruecos de algunas obligaciones in- 
ternacionales en relación con temas como el del Sahara. 

Se trata más bien de una especie de intento de alte- 
ración del orden del día, si se quiere, de excluir esta 
cuestión del tratamiento, o bien, si no, de una autoriza- 
ción condicionada, en el sentido de que solamente en 
el momento en que se den esas condiciones el Congre- 
so podría entrar en ello. 
Lo cierto es que siendo importante la cuestión que 

SS. SS. colocan como condición, siendo relevante y muy 
importante sin duda para España la cuestión del Sa- 
hara, siendo importante y así se ha manifestado en la 
resolución que aquí se aprobó hace un año por todos 
y también por nuestro Grupo, en la senda precisamen- 
te de la posición que con toda claridad ha tenido el Go- 
bierno español en relación con el tema del Sahara, 
posición marcadamente diferente incluso a la de algu- 
nos o a la mayoría de los países comunitarios porque 
hemos estado en una línea de defensa del principio de 
autodeterminación -pero ése es otro debate-, sin cam- 
biar esa posición nosotros no podemos entrar a condi- 
cionar algo que hace falta, no solamente para la 
relación entre España y Marruecos, sino incluso para 
la defensa de los intereses españoles en este momento, 
puesto que sí hay prisa, señor Azkárraga; sí que se es- 
tán produciendo hechos (y ayer lo veíamos aquí en el 
debate de una interpelación con relación a la cuestión 
de las inmigraciones clandestinas a través del Estrecho 
de Gibraltar); sí que es necesario pasar decididamente 
a inaugurar, a abrir el marco de una política decidida, 
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fuerte y profunda de cooperación y este Tratado, repi- 
to, es un tratado que regula la cuestión de la coopera- 
ción, sin perjuicio de lo cual la posición española, 
aquella referible al Sahara, es una posición que sigue 
en pie. 

El compromiso de Marruecos en relación con el Sa- 
hara no es con España propiamente sino con la comu- 
nidad internacional. El cumplimiento o no del plan de 
paz, el cumplimiento o no del compromiso de celebra- 
ción de un referéndum es con la comunidad interna- 
cional, por tanto también con España y puede ser 
exigido también por España en el plano de ser miem- 
bro o partícipe de esas posiciones y de la comunidad 
internacional, pero no en el plano de entorpecer una 
política tan necesaria como es la política de coope- 
ración. 

Las otras enmiendas provienen del Grupo Parlamen- 
tario del CDS y éstas sí pretenden unas modificacio- 
nes, unos cambios de naturaleza más referida a los 
contenidos. En primer lugar a la parte declarativa, no 
dispositiva, del Tratado, a la parte referida a los prin- 
cipios. 

Critica el señor Arias-Salgado que algunos de los 
principios allí contenidos pueden resultar inconvenien- 
tes en el futuro para la posición de España en relación 
con algunos contenciosos, con algunos problemas que 
se tienen con Marruecos, o bien suponen, señalaba el 
señor Arias-Salgado, dejación de una posición españo- 
la, por cierto posición establecida recientemente, no an- 
tes, en nuestros tratados de cooperación, cual es 
condicionar con la cláusula democrática nuestra coo- 
peración al cumplimiento de los grandes principios de 
la democracia, de la protección de los derechos huma- 
nos por parte del país con el que nos relacionamos en 
un plano de cooperación. 

Además de eso el señor Arias-Salgado, lo recuerdo, 
pretende incluir unas reservas al convenio, es decir, aña- 
dir una declaración también en el plano convencional, 
en relación con la cuestión de la integridad territorial, 
intentando que el tratado no afecte a algunos territo- 
rios españoles, a algunas ciudades españolas. 

En relación con la cuestión de los principios debo de- 
cir, en primer lugar, que esos principios responden su- 
cintamente -no se han copiado totalmente- a las 
grandes declaraciones, a las grandes resoluciones que 
en el plano internacional, en el elenco jurídico inter- 
nacional, tratan de proteger las relaciones entre los es- 
tados, tratan de proteger o de acomadar estas 
relaciones a un marco jurídico. Aquí se ha citado la re- 
solución 2625; aquí se ha citado la Carta de las Nacio- 
nes Unidas. Obviamente estas declaraciones 
internacionales son aplicables aunque no se copien 
completamente. Debo decir, y no puedo hacer aquí la 
exégesis de cada uno de estos principios, que algunos 
de los que ha citado S.  S. como, por ejemplo, el del arre- 
glo pacífico de las controversias, es un resumen de 
aquel que aparece precisamente en el punto correspon- 
diente de la resolución que ha citado, la 2625. 

En definitiva, esos principios están simplemente co- 

locados no en su totalidad, no están enunciados todos 
:llos, están resumidos pero no por eso están excluyen- 
do la aplicación del conjunto de los principios de rela- 
iión entre estados que aparece en convenciones firma- 
das por Marruecos, firmadas por España y que, estén 
3 no estén en este tratado, no están en absoluto exclui- 
das, es decir son aplicables. 

En relación con la reserva que S.  S. pretende incor- 
porar debo decir a la Cámara que el señor Arias- 
Salgado pretende, en primer lugar, devolver este Tra- 
tado para su renegociación. Eso supone colocar una re- 
serva en un tratado bilateral. Una reserva en un tratado 
multilateral es propiamente donde las reservas pueden 
tener sentido; pero en un tratado bilateral la parte con- 
vencional queda naturalmente alterada y lo necesario 
y lo ineludible es la renegociación. Pues bien, preten- 
de la devolución para la renegociación de este tratado 
para que se incluya una referencia expresa a Ceuta y 
Melilla. Argumenta, entre otras cosas -no tengo tiem- 
po aquí de reproducir todos los argumentos de S.  S . ,  
pero fundamentalmente indica que este Tratado supo- 
ne -dice peligrosamente- un cambio de posición es- 
pañola en relación con la que siempre ha ostentado 
nuestro Estado. 

Es la suya, señor Arias-Salgado, la postura que peli- 
grosamente supondría un cambio de posición porque 
está calificando eso de litigio, o pretende hacerlo: si la 
Cámara aprobara en un tratado internacional lo que 
S.  S .  propone, estaríamos calificando de litigio -vamos 
a decirlo de alguna manera- la cuestión suscitada uni- 
lateralmente por Marruecos en alguna ocasión o por 
algún partido marroquí sobre Ceuta y Melilla. ¿Se da 
cuenta S.  S. de la gravedad, de la profundidad, de la pro- 
funda gravedad -voy a utilizar los dos términos- que 
tendría eso? Supondría, nada menos, considerar que 
éste es un contencioso que ya existe y formalizarlo a 
nivel internacional, reconocerlo a nivel internacional, 
suscrito por nuestro Estado con toda la fuerza de las 
Cortes Generales. 

Señor Arias, los conflictos inexistentes no se solucio- 
nan mencionándolos. Tenemos que pasar a profundi- 
zar en esta nueva línea de la relación entre España y 
Marrueos. Constituye un profundo error político, aparte 
de jurídico, como acabo de indicar, seguir colocándo- 
nos en el marco del enfrentamiento, y evidentemente 
es colocarnos en el marco del enfrentamiento que el Mi- 
nistro de Asuntos Exteriores vaya pasado mañana a de- 
cir el Gobierno de Marruecos que quiere renegociar el 
tratado porque aquí se ha cambiado en el sentido que 
S.  S .  propone. Eso supone entrar en una estrategia de 
enfrentamiento. Hay que crear un colchón de intereses, 
que ya está creado en gran parte y eso es lo que real- 
mente tenemos que hacer. Este convenio no es sino un 
instrumento al servicio de eso, es un simple marco; no 
saquemos las cosas de quicio porque eso, y sólo eso, es 
lo que aquí se pretende. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Fajardo, le ruego que concluya. 
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El señor FAJARDO SPINOLA Señorías, no dispon- 
go de más tiempo para entrar en consideración de otros 
argumentos sin duda también importantes, que S. S.  ha 
esgrimido aquí. He tratado de referirme sólo a los más 
importantes, que considero no solamente que carecen 
de fundamento para devolver este tratado, sino que 
-fíjese-, por su sola mención, señor Arias, por el rui- 
do que han producido, ya han hecho daño. 

De todas maneras, estoy seguro de que la Cámara, to- 
da ella, va a considerar las razones que he dado aquí 
para rechazar sus enmiendas y las otras, de oportuni- 
dad, no de fondo, que los otros Grupos Parlamentarios 
han planteado. A los demás grupos, pero a S. S.  también, 
señor Arias, les invito a que, dichas las cosas, y yo di- 
ría que bien dichas, reconviertan sus enmiendas en su- 
gerencias, en indicaciones o, si quiere, incluso en re- 
servas que S. S.  ha formulado, pero no aporte la idea 
de que su Grupo Parlamentario está en contra de este 
Convenio, porque yo creo de verdad que su formulación 
es bien intencionada; estoy absolutamente seguro, por- 
que S.  S. lo ha dicho, que está de acuerdo con lo que 
puede significar este tratado para la política de coope- 
ración con la que usted también está de acuerdo. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García):. Gra- 

¿Turno de réplica? (Pausa.) 
Tiene la palabra el señor Arias-Salgado. 

cias, señor Fajardo. 

El señor ARIAS-SALGADO MONTALVO: Señor Pre- 
sidente, muchas gracias. 

Señorías, propondría en primer término, señor Pre- 
sidente, que, de ser posible -no tengo yo aquí el texto 
literal-, se leyera el texto de la enmienda presentada, 
que, desde luego, no dice lo que el señor Fajardo ha di- 
cho que dice. Yo no propongo en ningún momento que 
se incluya en el tratado ninguna referencia a Ceuta y 
Melilla, eso no es exacto. 

En segundo lugar, nosotros tenemos unas limitacio- 
nes técnicas para conseguir un debate de totalidad so- 
bre este tratado, que es justamente plantear algún tipo 
de reserva formal o de introducción de reserva al tra- 
tado, que provoca, en caso de aprobación, la devolución 
al Gobierno del texto, pero es el único procedimiento' 
técnico, no hay otro más que decir que se hace una re- 
serva. Ya se sabe que la reserva a un convenio bilateral 
equivale a una enmienda a la totalidad e implica su de- 
volución al Gobierno, naturalmente. No utilice lo que 
es una limitación técnica como un argumento político 
de peligrosidad. 

En tercer lugar, no es de recibo, señor Fajardo, un ar- 
gumento que se utiliza muy frecuentemente por este Go- 
bierno. Ha venido usted ha decir: tengan ustedes cui- 
dado con el debate público porque puede dañar a los 
intereses nacionales; el hecho de plantear este debate 
tal y como se ha planteado ya ha causado un daño a 
España. Este argumento, llevado hasta sus últimas con- 
secuencias, destruye el régimen parlamentario. 

Yo le invito a usted a que lea las actas del Senado nor- 
teamericano, a que lea los debates en el Parlamento in- 
glés y a que lea los debates de política exterior del 
Parlamento alemán para que me pueda hacer ese ar- 
gumento desde esta tribuna. No es de recibo. En esta 
tribuna hay que debatir los intereses nacionales des- 
carnadamente, sin ningún tipo de complejo de inferio- 
ridad y sin ningún tipo de reserva. 

La democracia es publicidad, es un régimen de opi- 
nión pública. Yo le recuerdo a usted una cosa: Chur- 
chill ganó una guerra con un parlamento abierto y con 
debate público. Eso es un sistema parlamentario y tam- 
bién un sistema democrático. Decir que aquí perjudi- 
camos los intereses españoles por traer a debate un 
tratado estructural que modifica la dinámica de rela- 
ciones con Marruecos. ¿Usted cree que tiene sentido po- 
sitivo? Ateniéndome a la experiencia histórica, a la 
evolución de las relaciones bilaterales y al comporta- 
miento de los sucesivos gobiernos marroquíes, le digo 
que este tratado es una fuente de conflictos y que no 
va a traer beneficios para España, sino, por el contra- 
rio, una serie de conflictos de los que tendremos que 
defendernos de mala manera, porque este tratado de- 
bilita nuestras posiciones. 

Finalmente, el tema de las declaraciones de princi- 
pios y sus repercusiones sobre los conflictos. Es absur- 
do negar que en la realidad política bilateral hispa- 
no-marroquí no existen reivindicaciones y conflictos. 
Es usted el que niega la existencia del conflicto y dice 
que no hay nada que debatir. Hay un conflicto porque 
hay una reivindicación, de momento congelada, sobre 
la soberanía española de determinados territorios si- 
tuados en el norte de Africa; hay una reivindicación ma- 
rroquí formulada oficialmente y de manera cons- 
tante; y he dicho que es una reivindicación de intensi- 
dad variable, nada más; pero que yo sepa, la reivindi- 
cación no ha sido renunciada, como tampoco he visto 
ningún tipo de renuncia pública de Marruecos a una 
delimitación de las aguas jurisdiccionales de Ceuta y 
Melilla, cuya existencia niega en relación con esas ciu- 
dades españolas. Por supuesto, no ha sido posible nun- 
ca un acuerdo en la delimitación de zona económica 
exclusiva y de plataforma continental entre las Islas Ca- 
narias, la costa atlántica de Marruecos y la costa atlán- 
tica del antiguo Sahara Español. Negar que aquí hay 
un conflicto y que este tratado no afecta a ese conflic- 
to que S.  S.  niega que exista me parece que no tiene nin- 
gún sentido. 

No dudo tampoco de la buena intención del Gobier- 
no al traer aquí este tratado y, por tanto, entiendo que 
cree va a suponer una dinámica de mejora de relacio- 
nes con Marruecos. Yo soy mucho más escéptico que 
eso, y la experiencia me enseña que es fundamental te- 
ner posiciones claras, conocimiento exacto de cuáles 
son nuestros intereses y encontrar las fórmulas más 
adecuadas para defender esas posiciones y esos inte- 
reses. Esos intereses pasan hoy por la delimitación de 
espacios marinos nacionales y por la existencia de una 
zona del territorio nacional que tiene una determina- 
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da ubicación geográfica. Ese es un problema, al cual 
este tratado no da adecuada solución. Por eso, señor 
Presidente, mantengo mi enmienda y también pediría 
al Gobierno que sometiera a reconsideración la petición 
de autorización para ratificar un convenio que no creo 
traiga muchos beneficios para España. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Arias. 

Señor Vázquez. 

El señor VAZQUEZ ROMERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señor Fajardo, para nada nos hemos situado en una 
línea de enfrentamiento y conflicto, sino todo lo con- 
trario. He recabado desde la tribuna la necesidad de 
conseguir el consenso entre todas las fuerzas políticas 
aquí representadas para que un tratado de la naturale- 
za y de la importancia de éste se pueda conseguir pro- 
bablemente a través de la ralentización en el tiempo, 
de la ubicación adecuada en el momento de un tratado 
-repito- de esa importancia. La oportunidad políti- 
ca en general no es una cosa baladí, y en política inter- 
nacional, menos aún. La oportunidad de la presentación 
de las cosas en política internacional es esencial, y eso 
lo sabe usted perfectamente. Por tanto, no nos parece 
que se hayan invalidado los argumentos de peso políti- 
co, que creo hemos dado desde la tribuna. 

La aprobación de este tratado, cuyo fondo no contes- 
tamos (repito que compartimos la idea, la línea que se 
traza desde la política internacional de nuestro país res- 
pecto a ese vecino del sur), nos parece improcedente 
que se presente ahora, puesto que estaríamos validan- 
do a un país que está siendo reiteradamente denuncia- 
do como incumplidor de resoluciones de Naciones 
Unidas y como violador de un Plan de Paz establecido 
por las propias Naciones Unidas. No solamente esta- 
remos echando un cuarto a espadas, es decir, no sola- 
mente estaremos apoyando la posición de una de las 
dos partes en conflicto y validando esa posición 
-posición, repito, que está siendo contestada por la co- 
munidad internacional-, sino que, además, estaremos 
haciéndonos un flaco favor a nosotros mismos, estare- 
mos desarmando nuestra política internacional en esa 
zona. Aprobando ese Tratado de amistad con Marrue- 
cos ya, no digo cuándo, pero aprobándolo ahora, esta- 
mos desarmando nuestra posibilidad de actuación 
política en esa zona, estamos quitándoles armas dialéc- 
ticas e intelectuales a nuestros representantes en la po- 
lítica internacional. 

En cuanto a que nuestras relaciones con Marruecos 
tengan que ser privilegiadas, que tengan que estar po- 
seídas de la mejor voluntad de todos, es evidente, pero 
eso nos debe permitir la posibilidad de mirar hacia otro 
lado cuando en Marruecos se cometen desde violacio- 
nes de derechos humanos a incumplimientos graves de 
resoluciones de Naciones Unidas, y cuando, además, en 
esta Cámara, hace hoy justamente un año, aprobamos 

por unanimidad una resolución, que he leído en dos 
puntos desde la tribuna, que especifica claramente que 
el Gobierno, a través de ese acuerdo unánime de la Cá- 
mara, insta al Reino de Marruecos y también a la par- 
te saharaui a cumplir obligatoriamente las resoluciones 
del Consejo de Seguridad. 

Esa existencia de dos varas de medir, como he dicho 
también antes, en función de intereses inmediatos, sin 
tener en cuenta que a medio y a largo plazo pueden per- 
judicar nuestra posición y los intereses españoles, nos 
parece absolutamente inadecuada. Repito, no estamos 
en contra del fondo del tratado, estamos radicalmente 
en contra de la oportunidad del mismo, nos parece que 
nos desarmamos, que hacemos un flaco favor a nues- 
tro servicio exterior, que apoyamos una posición difí- 
cilmente apoyable y que participamos activamente en 
un conflicto, justamente en la dirección contraria de la 
que deberíamos participar, apoyando a alguien que, en 
este momento, creo que está siendo reo de múltiples ad- 
vertencias de la comunidad internacional por esos in- 
cumplimientos reiterados. 

Nos parece que no se nos ha contestado a las razo- 
nes que estamos dando de la necesidad del consenso, 
la no validación de un incumplidor de resoluciones, et- 
cétera y estimamos mucho más adecuado que este tra- 
tado se apruebe en el momento en que por parte de 
Marruecos se dé clara muestra de cumplimiento de to- 
das aquellas cosas que en esta misma Cámara aproba- 
mos hace justo un año. Espero que la validez de 
nuestros argumentos, repito, pueda convencerles y aca- 
ben apoyando, por el bien de la política exterior espa- 
ñola y de los intereses españoles, esta enmienda de 
devolución, que significa colocar en «stand by» el 
tratado. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Vázquez. 

Señor Azkárraga. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Señor Presidente, 
señorías, el señor Fajardo, portavoz del Partido Socia- 
lista, ha hecho una intervención en la cual coincido en 
algunos aspectos, pero, desgraciadamente, discrepo en 
otros muchos. Yo creo que usted ha simplificado mu- 
cho la posición de su Grupo, la posición del Gobierno 
respecto a este tratado. Decir, como ha dicho, que la 1ó- 
gica de este tratado es la lógica de los lazos de amistad 
y de buena vecindad, incluso decir que es de la misma 
manera que se ha hecho, por ejemplo, con Venezue- 
la, me parece que es simplificar excesivamente las co- 
sas. Las situaciones políticas internas de Venezuela y 
Marruecos nada tienen que ver, son muy diferentes. Lo 
cierto, señor Fajardo, es que no todos los vecinos son 
iguales, y en este caso yo diría que Marruecos, desde 
un punto de vista democrático, es un mal vecino para 
nosotros. 

Usted incluso nos ha acusado de que estas enmien- 
das nuestras, o cuando menos la de Eusko Alkartasu- 
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na y la de Euskal Ezquerra, se colocan un poco en la 
simplificación, en la línea de la confrontación y en la 
línea del enfrentamiento. A mí me parece que es un ex- 
ceso verbal el suyo, señor Fajardo, porque entendemos 
que la defensa de las garantías del derecho internacio- 
nal, la defensa de los derechos humanos no es buscar 
el enfrentamiento, es simplemente buscar la legalidad 
y eso es lo que estamos planteando nosotros con este 
tipo de enmiendas. 

Los que sí creo que se han colocado en una parte del 
conflicto son ustedes, y se han colocado -permítame 
que se lo diga, señor Fajardo- al lado de un Gobierno 
con un claro déficit democrático, con un Gobierno que 
hace unas semanas realizaba unas elecciones legislati- 
vas, realizaba un referéndum constitucional que nos re- 
cordaba algún referéndum que hemos conocido, donde 
votaba el 99,9% y encima votaban ((sí» el 99,9% de los 
mismos. Ustedes han basculado hacia ese tipo de Go- 
bierno. 

En nuestra enmienda a la totalidad no ha existido nin- 
guna obstrucción al contenido del Tratado, ninguna obs- 
trucción a que este país pueda realizar tratados de 
amistad y buena vecindad con otros países, con otros 
países que se lo merezcan. Nosotros hemos solicitado 
exclusivamente que se espere a una mejor ocasión, a 
cuando las circunstancias políticas internas de Marrue- 
cos nos permitan realizar un tratado de estas caracte- 
rísticas. Un país que viola el derecho internacional; un 
país que viola derechos humanos fundamentales; un 
país que está empeñado en mantener una guerra cruel, 
creemos que,no merece un solo tratado de buena 
amistad. 

Este país -y yo lo digo con mucha preocupación- 
al final, ratificando este acuerdo, va a tomar parte en 
la injusticia que se está cometiendo contra el pueblo 
saharaui. 

¡Qué lejos, señor Fajardo, quedan las palabras del ac- 
tual Presidente del Gobierno, Felipe González, cuando 
era un hombre clave en la oposición y en los campos 
de Tinduf manifestaba a los saharauis que la causa jus- 
ta de su pueblo era también la causa de él y de su par- 
tido, el Partido Socialista Obrero Español! ¡Qué lejos 
quedan esas palabras, señor Fajardo! Hoy, todo ese res- 
paldo al pueblo saharaui que entonces se planteaba en 
los campos de Tinduf, uno tiene la impresión de que 
han cambiado de destinatario, que al final ese respal- 
do va dirigido a un país que, como decía antes, y termi- 
no, viola derechos internacionales, viola el Plan de Paz 
de Naciones Unidas y viola derechos humanos impor- 
tantes fundamentales de esos ciudadanos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Señor Fajardo. 
cias, señor Azkárraga. 

El señor FAJARDO SPINOLA Señor Azkárraga, se- 
ñor Vázquez, no es éste el debate del Sahara, pero las 

posiciones que nuestro partido tuvo siguen siendo las 
mismas y las del Gobierno español son conocidas a tra- 
vés de posicionamientos claros, rotundos e incluso mal 
vistos en muchas ocasiones por el propio Marruecos. 
Pero éste no es el debate del Sahara. No voy aquí a re- 
ferirme a lo que dijo el Presidente del Gobierno -yo 
en aquella ocasión le acompañé en Tinduf-; o a la po- 
sición que siempre tuvo nuestro partido. Ese es otro de- 
bate. Nosotros estamos en la línea de solicitar y de 
apoyar un referéndum de autodeterminación en el 
Sahara; pero esto es una cosa distinta. 

Dice S.  S. que ese país, Marruecos, no se merece este 
tratado de amistad. No, no; es que somos nosotros, los 
españoles, los que nos merecemos este tratado, porque 
la cooperación -ya lo decía- no sólo es la solidaridad 
la que la mueve, es también el interés, el interés de nues- 
tra propia seguridad; el interés de una buena e inteli- 
gente relación con Marruecos. Este tratado es indis- 
pensable; este tratado es urgente, señor Vázquez. 

Su Señoría hace una consideración de oportunidad, 
pero ayer su propio grupo parlamentario estaba plan- 
teando aquí, en relación con el Ministerio del Interior, 
una solicitud de arreglo de la cuestión de las inmigra- 
ciones clandestinas. ¿En qué quedamos? ¿No se habla- 
ba de que este problema se soluciona con la coope- 
ración? ¿No decían que realmente se soluciona crean- 
do puestos de trabajo en ese lugar? ¿Qué no hay barre- 
ra de helicópteros, de lanchas de la policía ni nada que 
pueda parar la desesperación, si no hay -y cada vez 
será mayor- fuentes de riqueza en aquel país? Esta es 
la línea de la cooperación. Este tratado no es más que 
un instrumento para esa cooperación. Yo sé que en eso 
estamos de acuerdo. Seamos consecuentes con esas po- 
siciones y no vengamos aquí con una reclamación que 
también puede tener unos contenidos oportunistas si 
no se da una mayor explicación. Porque su posición es 
absolutamente contradictoria con la que su mismo Gru- 
po planteó ayer por la tarde. 

Señor Arias, he dejado el texto del tratado en el es- 
caño y en este momento no puedo responderle literal- 
mente, pero S. .S. plantea que el Gobierno español 
formule una reserva al tratado de amistad para que en 
el principio 52, creo que es, el relativo a la solución de 
los conflictos que surjan, quede excluida Ceuta y Meli- 
lla. En la enmienda sí se menciona a Ceuta y Melilla. 
De aprobarse la enmienda también en el tratado figu- 
raría Ceuta y Melilla. Usted está obligando a que el Go- 
bierno haga figurar en la reserva Ceuta y Melilla. Creo 
que ahí S. S. deberá hilar un poco más fino, en el senti- 
do de hacer referencia a conflictos tradicionales, por 
ejemplo, porque la referencia a Ceuta y Melilla figura 
en la enmienda. 

Es una inconveniencia. Eso no quiere decir que yo 
no crea que estas cuestiones deban debatirse aquí, ma- 
nifestando las posiciones. ¡Claro que sí! Ha dado S. s.. 
una lección de parlamentarismo que yo humildemen- 
te asumo, pero S. S. debe entender que esas cuestiones 
se han debatido aquí y se pueden seguir debatiendo. Pe- 
ro no se trata solamente de debatirlas; es que S. S. pre- 
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tende, además, que se incluyan en un convenio inter- 
nacional y me parece que la inconveniencia es absoluta. 

Hay otras muchas cuestiones, por ejemplo, la relati- 
va al mar territorial, que antes no mencioné y en la que 
S .  S .  insiste. En cuanto al mar territorial, la posición 
española de la mediana es una cuestión técnica que en 
su momento podrá aplicarse, pero no en este tratado; 
este convenio no trata esas cuestiones ni está cerrando 
el paso a la solución más adecuada a los intereses es- 
pañoles en relación a otros temas, que son técnicos. Re- 
cuerdo ahora cuando hace catorce años tratamos 
-entonces fui ponente- la Ley de la Zona Económica 
Exclusiva; en el año 1978 ya se trató aquella cuestión 
y todavía no había concluido la Conferencia del Dere- 
cho del Mar. Reconozco que después de la Conferencia 
del Derecho del Mar no quedaron muy claras todas las 
cuestiones relativas al derecho del mar. Son temas que 
no están muy claros. Pero, ¿después de que se devuel- 
va este tratado se van a arreglar mejor esos posibles 
contenciosos que surjan? Todo lo contrario. Creando es- 
te colchón de intereses al que nos referíamos, profun- 
dizando en una política en la que están decididamente 
de acuerdo el Gobierno marroquí y el Gobierno espa- 
ñol es como podrán arreglarse, si surgen -y a lo me- 
jor ni siquiera surgen- problemas como los que S .  S .  
menciona. Esa es la línea que hay que seguir. 

Nosotros tenemos conflictos territoriales, incluso de 
soberanía. Porque reconocerá S.  S .  -aquí no lo ha 
mencionado- que entre los principios que figuran en 
este tratado está también el relativo a la integridad te- 
rritorial. Y hay que ver todos los principios en su apli- 
cación conjunta y global. Con países con los que 
tenemos -no voy a mencionarlos, pero se sabe cuáles 
son- conflictos de soberanía y eso sí planteados en el 
plano jurídico internacional, en instancias internacio- 
nales -eso sí, estos no, porque no lo vamos a permitir 
votando su enmienda-, tenemos unas relaciones flui- 
das de cooperación y amistad que en absoluto se em- 
pañan por la existencia de ese conflicto muchísimo más 
grave y sí planteado en el plano jurídico internacional. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Vasco tiene la palabra el señor Ola- 

cias, señor Fajardo. 

barría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Intervengo con brevedad desde el escaño para indi- 
car que, comprendiendo las argumentaciones del señor 
Fajardo en su enmarque histórico y en las cir- 
cunstancias delicadas -por utilizar una expresión eufe- 
mística que subyace en la convalidación de un Tratado 
de esta naturaleza-, tenemos que decir, sin embargo, 
señor Presidente, que nuestro Grupo no puede conva- 
lidar un tratado de amistad -y ya es bien paradigmá- 
tica la expresión en el propio rótulo del Tra- 

tado- con un país que incumple resoluciones de las 
Naciones Unidas de forma sistemática, que obstaculi- 
za un proceso de paz importante sobre un pueblo co- 
mo el saharaui con el que el Estado español debería 
considerar asumir los compromisos históricos, aunque 
sea por vía de sucesión, con un país que viola sistemá- 
ticamente el alto el fuego, con un país que está provo- 
cando, en definitiva, tensiones de carácter político 
-y esperemos que no de carácter militar en el futuro-, 
que no pueden ser eludidas, no pueden ser objeto de 
una abstracción, a la hora de argumentar sobre un Tra- 
tado de este contenido tan especial. 

Por esta razón, señor Presidente, anunciamos nues- 
tra adhesión a las tres enmiendas de totalidad presen- 
tadas y anunciamos nuestro voto, nuestra predispo- 
sición a votar negativamente a la convalidación del 
tratado. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
cias, señor Olabarría. 

Rupé rez. 

El señor RUPEREZ RUBIO: Señor Presidente, seño- 
rías, entre las tesis de que este tratado suponga una ca- 
tástrofe para los intereses nacionales y las tesis 
opuestas de que este tratado no sólo no afecta, sino que 
potencia los intereses nacionales, nosotros querríamos 
añadir una reflexión intermedia, que ha sido la que 
siempre nos hemos hecho al respecto y la que nos ha 
llevado a no presentar enmiendas al mismo, pero sí a 
exponer algunas dudas que hemos manifestado ya en 
Comisión y que vuelvo, por algunas matizaciones, a re- 
petir en Pleno. 

En primer lugar, es evidente que éste no es un trata- 
do anónimo y, consiguientemente, no cabe que sea vis- 
to simplemente como uno más de los tratados o de los 
documentos internacionales que por esta Cámara pa- 
san, muchas veces sin discusión. Y ni siquiera cabe su 
comparación sistemática o mecánica con otros trata- 
dos que tengan el mismo título, o el mismo rango, o las 
mismas intenciones, porque, frente a aquellos que di- 
cen que es exactamente igual que el Tratado de Amis- 
tad y Cooperación que hemos firmado con Méjico o con 
Venezuela, yo tengo que decir que eso no es así. Un exa- 
men superficial de los tratados con Marruecos, con Ve- 
nezuela, con Méjico, nos dice que ni las palabras son 
las mismas, ni las sistemáticas son las mismas, ni los 
principios son los mismos. Hace unos días escuchába- 
mos en la Comisión de Asuntos Exteriores al Ministro 
de Asuntos Exteriores diciéndonos que, al fin y al ca- 
bo, los principios que aquí se contienen, y a los que a 
continuación me referiré, son los mismos que existen 
en los Tratados con Méjico y con Venezuela, y eso no 
es verdad. Y eso puede tener la importancia que le que- 
ramos dar, pero lo cierto es que España está firmando 
una serie de tratados, llamados de amistad y de coope- 
ración, en los cuales se refiere a un diferente conjunto 
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de principios de Derecho Internacional, y la primera 
cuestión que tenemos que plantearnos en este caso, y 
en general, es si España no tiene un conjunto detemi- 
nado de principios y simplemente va acomo- 
dando a las necesidades de los demás países sus prin- 
cipios. Esa es realmente una duda sistemática política 
importante y que tiene que ver con una afirmación bá- 
sica, y es que realmente éste no es un tratado anónimo 
para ningún Grupo de la Cámara y, ciertamente, tam- 
poco para nosotros. 

En segundo lugar, nosotros, como todos los Grupos 
de la Cámara, y lo acabo de escuchar, compartimos esa 
necesidad genérica, profunda, concreta, de tener un alto 
nivel de buenas relaciones con Marruecos. No tiene ab- 
solutamente ningún sentido practicar, como en otro mo- 
mento se practicó, concretamente por el Grupo 
Socialista, una política concreta de enfrentamiento con 
Marruecos. Y fueron ustedes los que lo hicieron, no 
otros Grupos de las Cámaras. No tiene absolutamente 
ningún sentido jugar a la desestabilización de nadie y 
menos de ningún vecino; no tiene sentido, en absoluto, 
practicar un tipo de contienda permanente con la fi- 
nalidad de favorecer determinados intereses. Eso no tie- 
ne sentido, pero, no teniendo sentido eso y afirmando 
claramente que la voluntad nuestra es ciertamente la 
de potenciar ese entendimiento, esa amistad, esa coo- 
peración, lo que no tiene ningún sentido es plantearse, 
desde el otro punto de vista, las relaciones de amistad 
a cualquier precio, como si fuera necesario pagar cual- 
quier precio para obtener cualquier relación de amis- 
tad, porque eso no sólo iría en contra de nuestros 
intereses nacionales, sino que, además, supondría una 
falta de claridad tremenda en el planteamiento de esas 
relaciones. 

Hay un párrafo, que se encuentra en uno de los prin- 
cipios que recoge el proyecto de tratado con Marrue- 
cos, en el que se dice que es necesario superar los viejos 
malentendidos y las aprensiones colectivas; efectiva- 
mente, existen viejos malentendidos y existen aprensio- 
nes colectivas. Son afirmaciones, por demás fuertes que 
no se suelen encontrar en otro tipo de tratados. Pues 
bien, esos viejos malentendidos y esas aprensiones co- 
lectivas no se superan con otros malentendidos, no se 
superan con la falta de claridad, no se superan con una 
tesis de decir: el papel todo lo aguanta, digamos cual- 
quier cosa porque lo que importa es, simplemente, la 
existencia o la declaración retórica de la amistad. Eso 
no nos lleva a ningún lado bueno. 
Y este tratado no es anónimo, no sólo por el carácter 

patético, en el sentido más griego de la palabra, que pue- 
dan haber tenido esas relaciones, sino porque, además, 
en su misma evolución, en su misma gestación, en su 
misma firma, se han producido datos realmente excep- 
cionales. 
Se firma por los presidentes del Gobierno en presen- 
cia de los jefes de Estado el 4 de julio de 1991. No cabe 
decir, desde ese punto, en una interpretación normal 
de las cosas, que quepa una urgencia para la ratifica- 
ción, porque al fin y al cabo si estamos esperando 

desde el 4 de julio de 1991, el Tratado es publicado por 
los servicios de la Cámara con fecha 19 de mayo de 1992, 
y estamos bien adelantado septiembre del año 1992, 
realmente algo ha pasado, y el Gobierno tendría que 
contarlo, para que esa urgencia y esa solemnidad de la 
que en su momento se vio acompañado, no haya sido 
acompañado de la misma diligencia en la tramitación 
correspondiente. De manera que o no era tan importan- 
te, o no era tan urgente, o se ha perdido la urgencia en 
el camino, pero situemos las cosas también en su 
medida. 

La lectura de este tratado, no precisamente anónimo, 
tampoco puede ser confiada diciendo: dan lo mismo los 
principios. No, no dan lo mismo los principios, porque 
si efectivamente España se hubiera atenido a una de- 
claración puramente canónica de los principios, o bien 
del Acta Final, o bien de la Declaración sobre las rela- 
ciones amistosas, o hubiera contenido, efectivamente, 
una referencia genérica a esos principios, no hubiera 
pasado nada, pero cuando aparecen unos principios y 
desaparecen otros, es de lógica política y jurídica que 
uno se pregunte por qué han desaparecido, por qué ha 
desaparecido la inviolabilidad de fronteras, por qué la 
integridad territorial está tratada de manera radical- 
mente diferente, por qué el tema de los derechos hu- 
manos está tratado de manera claramente menor de lo 
que contiene el Acta Final de Helsinki y por qué, final- 
mente, el principio de la autodeterminación de los pue- 
blos no aparece. 
Yo no digo que sean cuestiones fundamentales que 

vayan a impedir en un momento determinado una ac- 
titud, o que vayan a condicionar una actitud, porque 
nosotros sí somos sensibles al dato general y al dato, 
si se quiere coyuntural, del mantenimiento de esas re- 
laciones. Pero esas preguntas no son anónimas y el Go- 
bierno tiene que contestarlas. Desde este punto de vista 
quería decir que es penoso que el Gobierno no esté pre- 
sente; no está presente ninguno de los señores minis- 
tros en este debate. Nosotros hemos hecho todo lo 
posible, y hemos pedido una comparecencia especial 
del Ministro de Asuntos Exteriores ante la Comisión co- 
rrespondiente para que explicara estos aspectos y no 
los ha explicado. Es más, llegó a una afirmación de ti- 
po retórico diciendo: quiero que todos los grupos lle- 
guen a comprender las razones por las cuales conven- 
dría que todos votáramos colectiva y unánimemente es- 
te tratado. Esas razones todavía no se han producido 
y las seguimos esperando. A nuestro modo de ver es ne- 
cesaria una declaración, tajante y contundente, por par- 
te del Gobierno, dejando clara, sin ningún tipo de duda, 
la posición española, para que no haya malos entendi- 
dos, oscuridades, para que no haya ningún tipo de du- 
da al respecto. Por eso, lamento la ausencia del Ministro 
de Asuntos Exteriores, ya sabemos que está llamado por 
otras obligaciones a la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas, pero aquí estamos hablando de los intere- 
ses de España. Esperamos que en el curso del trámite 
del tratado se produzca la clarificación correspon- 
di ente. 
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Quiero decir, además, que más allá, incluso de lo que 
podamos pensar de las actitudes, del compartamiento, 
de la historia de las relaciones con Marruecos, o del 
mismo comportamiento de los marroquíes, tenemos 
que preguntarnos por el comportamiento de nuestro 
propio Gobierno y consiguientemente también por la 
falta de actividad que el Gobierno ha tenido en temas 
conexos al respecto. No cabe ocultar que hay un con- 
junto de sensibilidades que tienen que ver con Ceuta 
y Melilla, que tienen que ver con una determinada vi- 
sión de España, con una determinada visión de los in- 
tereses nacionales, que está en juego; determinada 
visión que ha sido sistemáticamente torcida por la fal- 
ta de voluntad del Gobierno y del Grupo Socialista pa- 
ra considerar la posibilidad e introducir en esta Cámara 
proyectos concretos de estatutos de autonomía para 
Ceuta y Melilla. Yo no digo que tengamos que mezclar 
los temas, no tenemos que mezclarlos, y tenemos que 
ser muy conscientes de cuáles son nuestros plantea- 
mientos, pero lo que sí es evidente es que no tiene ab- 
solutamente ningún sentido que el Gobierno pida un 
consenso sobre el Tratado de Marruecos y se niegue a 
traer un estatuto de autonomía para las dos ciudades 
alegando, precisamente, la falta de consenso. Busquen 
los dos consensos y seguramente tendremos muchas 
respuestas a preguntas que en este momento no la tie- 
nen. Y esa es una obligación que en este momento co- 
rresponde claramente al Gobierno de la nación, cumplir 
con todas sus consecuencias lo que dice la disposición 
transitoria quinta de la Constitución con respecto a 
Ceuta y Melilla. 

Estas son las razones que nos llevan a pedir claridad, 
contundencia, explicación y firmeza por parte del Gobier- 
no antes de la Continuación del trámite en Comisión y 
posteriormente en Pleno en esta Cámara, así como en el 
Senado, con respecto a éste, por demás -y nosotros lo 
reconocemos- nada anónimo y nada baladí importante 
Tratado de Cooperación y de Amistad con Marruecos. Pe- 
ro, repito, si el Gobierno no está dispuesto, con contun- 
dencia, a clarificar todas las dudas que en este momento 
están surgiendo en las mentes de muchos, y si no está 
dispuesto a considerar de una manera efectiva la puesta 
en práctica de esa transitoria quinta de la Constitución 
será bastante difícil, no ya considerar qué es lo que se 
hace con este tratado, sino, de una manera muy clara, 
imaginar unas relaciones con Marruecos realemnte amis- 
tosas, realmente de cooperación, realmente profundas y 
realmente sin malentendidos. 

Estas son las razones, señor Presidente, señorías, que 
nos han llevado a no presentar enmiendas a un tratado 
que nos parece que, en determinadas condiciones, podría 
ser considerado positivamente por nuestro Grupo, y tam- 
bién a anunciar que nos vamos a abstener en todas y ca- 
da una de las enmiendas a la totalidad que han sido 
defendidas desde esta tribuna. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Rupérez. 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE Enmiendas de totalidad que 
postulan o implican la devolución al Gobierno del Tra- 
tado de Amistad, Buena Vecindad y Cooperación entre 
el Reino de España y el Reino de Marruecos. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 278; a favor, 33; en contra, 153; absten- 
ciones 92. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 
miendas de totalidad. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DE TRANSFE- 
RENCIA DE COMPETENCIAS A COMUNIDADES 

MIA POR LA VIA DEL ARTICULO 143 DE LA CONS 
TITUCION (Número de expediente 1211000096) 

AUTONOMAS.QUE ACCEDIERON A LA AUTONO- 

El señor PRESIDENTE: Punto octavo del orden del 
día: Debates de totalidad de iniciativas legislativas. 

Debate subsiguiente a las enmiendas de totalidad que 
postulan la devolución al Gobierno del proyecto de ley 
orgánica de transferencia de competencias a comuni- 
dades autónomas que accedieron a la autonomía por 
la vía del artículo 143 de la Constitución. 

Para presentar el proyecto, en nombre del Gobierno, 
tiene la palabra el señor Ministro para las Administra- 
ciones Públicas. (Rumores.) 

Señorías, ruego guarden silencio y ocupen sus esca- 
ños. (Rumores.) 

Un momento, señor Ministro. 
Señorías, ruego guarden silencio. Si tienen intención 

de abandonar el hemiciclo, háganlo con la mayor dili- 
gencia. (Pausa.) 

Cuando quiera, señor Ministro. 

El señor MINISTRO PARA LAS ADMINISTRACIO- 
NES PUBLICAS (Eguiagaray Ucelay): Gracias, señor 
Presidente. 

Señor Presidente, señoras y señores Diputados, qui- 
siera iniciar mi intervención expresando a SS. SS. mi 
satisfacción personal por someter a debate de esta Cá- 
mara esta iniciativa legislativa del Gobierno de la 
nación. 

El proyecto de ley orgánica de transferencias que hoy 
me cabe el honor de presentar tiene una doble impor- 
tancia: en primer lugar, la que deriva del importante 
acuerdo político que lo ha hecho posible y, en segundo 
lugar, la que le otorga su propio contenido, el proceso 
político que con él se abre y a la vez la fase de cons- 
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trucción del Estado de las autonomías que con él se 
cierra. 

Con la firma de los acuerdos autonómicos entre el 
Gobierno de la nación y las fuerzas mayoritarias de esta 
Cámara, Partido Socialista Obrero Español y Partido 
Popular, quedaron atrás años de discusión y diversos 
intentos de aproximación de posiciones para alcanzar 
un consenso político que nos permitiera ultimar entre 
todos las previsiones constitucionales en materia auto- 
nómica. 

Como saben S S .  SS., nuestra Constitución, fruto del 
acuerdo de las fuerzas políticas, aprobada por las Cor- 
tes y ratificada por el pueblo español, no determinó la 
concreta estructura territorial del Estado de las auto- 
nomías, de forma que el proceso autonómico se ha de- 
sarrollado como resultado del acuerdo político y de la 
libre manifestación de voluntades concordadas en el 
marco de las previsiones constitucionales. 

En primer lugar, el reconocimiento del derecho a la 
autonomía no comportaba la creación directa de las co- 
munidades autónomas ni obligaba en modo alguno a 
la generalización del proceso autonómico. La Constitu- 
ción únicamente permitía esa posibilidad establecien- 
do el conjunto de procedimientos y límites competen- 
ciales de acuerdo con los cuales las nacionalidades y 
regiones que integran la nación española podrían ejer- 
citar ese derecho constituyéndose en comunidades 
autónomas. 

En el orden político constitucional, institucional, los 
acuerdos autonómicos de 1981, suscritos por el Gobier- 
no y el que entonces era el principal partido de la opo- 
sición, fueron precisamente los que permitieron esa 
generalización del sistema autonómico y su ordenación 
a partir de la aprobación de los estatutos de autono- 
mía para el conjunto de las regiones españolas. 

Debo recordar para memoria de todos que en 1981 
se habían aprobado únicamente cinco estatutos de auto- 
nomía: los del País Vasco, Cataluña, Galicia, Andalucía 

. y Asturias. Precisamente en 1982, a través del impulso 
de los firmantes de aquel acuerdo autonómico, y espe- 
cialmente después de octubre de 1983, fue cuando las 
Cámaras procedieron a la tramitación y aprobación por 
la vía de urgencia de los doce estatutos de autonomía 
que aún estaban pendientes, siendo aprobados todos 
ellos entre enero de 1982 y febrero de 1983. 

Cumplida esta primera fase, el objetivo fundamen- 
tal de la acción del Gobierno se dirigió a la consolida- 
ción de las comunidades autónomas, lo que se llevó a 
cabo merced a un laborioso trabajo, que ha permitido 
tanto el funcionamiento cada vez más perfeccionado de 
sus instituciones de autogobierno como el traspaso de 
los servicios necesarios a fin de dar contenido a las 
competencias entonces asumidas. 

Seguramente SS. S S .  pueden compartir hoy conmi- 
go la afirmación de que el Estado de las autonomías, 
con sus evidentes imperfecciones y con sus tensiones 
también, es, sin embargo, no sólo el modelo que nos he- 
mos dado voluntariamente, sino una realidad consoli- 
dada, aceptada con satisfacción por la mayoría de los 

ciudadanos; un modelo asentado en la descentraliza- 
ción del poder político y llamado, como toda obra hu- 
mana, a perfeccionarse todos los días en el tiempo. 

Es verdad que hemos recorrido un camino política- 
mente largo para llegar hasta aquí y es también verdad 
que lo hemos hecho en un tiempo récord, en términos 
históricos, habida cuenta de las profundas transforma- 
ciones que se han operado en el Estado que heredamos 
cuando aprobamos la Constitución en 1978. Pero es ver- 
dad también que la culminación del proceso constitu- 
yente en materia autonómica estaba pendiente de un 
paso significativo. Efectivamente, las comunidades 
autónomas que accedieron a la autonomía por la vía 
del artículo 141 de la Constitución pudieron asumir en 
sus estatutos, desde el primer momento, todas las com- 
petencias que la Constitución no reservaba a la exclu- 
siva competencia del Estado. Lo mismo ocurrió de 
hecho con las comunidades autónomas que, aun habien- 
do accedido a la autonomía por la vía del artículo 143, 
vieron completado su marco competencia1 por leyes de 
transferencia o delegación aprobadas por las Cortes Ge- 
nerales al amparo del artículo 150.2 del texto constitu- 
cional. No era éste el caso, sin embargo, de las comu- 
nidades autónomas que, simplemente por haber acce- 
dido a la autonomía al amparo del artículo 143 de la 
Constitución, no pudieron, no han podido asumir esta- 
tutariamente otras competencias que las establecidas 
en el artículo 148.1 de la misma y en los términos por 
él fijados. Faltaba, por tanto, dar el paso, previsto cons- 
titucionalmente, para la ampliación de competencias 
de estas comunidades, una vez transcurrido con creces 
el plazo mínimo de cinco años para el posible inicio del 
proceso. 

Debo decirles, como sin duda conocen, que todas las 
comunidades que estaban en esta situación habían ex- 
presado de una u otra manera su voluntad de asumir 
nuevas competencias. Naturalmente, no había de enca- 
rarse un proceso aislado para una o dos comunidades 
autónomas, sino que estábamos ante un proceso gene- 
ral de ampliación de techos competenciales para una 
decena de comunidades autónomas, ninguna de las cua- 
les, ni institucionalmente ni a través de las fuerzas po- 
líticas en ellas presentes, deseaba quedar por detrás de 
otra en el proceso de ampliación. 

Por otro lado, el resultado de la ampliación -y esto 
es importante considerarlo- no sólo había de afectar 
a cada comunidad aisladamente, sino que, dada la mag- 
nitud del mismo, había de ser la propia estructura del 
Estado, esto es, la distribución del poder político y el 
ejercicio del conjunto de competencias administrativas, 
la que se iba a ver afectada. 

De otra parte, y frente a lo que comúnmente se cree, 
la diversidad de estatutos de las comunidades autóno- 
mas del artículo 143 no garantizaba que procesos in- 
conexos de reforma estatutaria permitiesen alcanzar los 
mismos techos competenciales. En efecto, no todas las 
comunidades autónomas habían incorporado a sus es- 
tatutos la totalidad de competencias comprendidas en 
el artículo 148.1 de la Constitución española. Algunos 
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que llamaremos olvidos, pero notables, determinaban 
ya una distinta situación de partida. En segundo lugar, 
las previsiones de ampliación competencial contenidas 
en los estatutos eran, son, totalmente diversas, por lo 
que el procedimiento de reforma que podemos llamar 
blanda, conduciría a diferencias competenciales aún 
mayores que las actuales. En tercer lugar, el procedi- 
miento de reforma más amplio requeriría mayorías va- 
riadas en los diferentes estatutos. 

En consecuencia, sólo un proceso bien coordinado, 
que tuviera en cuenta las consecuencias inevitables e 
importantes para el conjunto del Estado y permitiera 
garantizar para todas las comunidades el mismo techo 
competencial posible resultaba, me parece, razonable 
y deseable. 

Dicho de otra forma, si la ampliación competencial 
no garantizaba un resultado uniforme volveríamos a re- 
producir diferencias injustificadas y no queridas por 
nadie, tampoco por las comunidades autónomas, y a di- 
ficultar de modo notable el funcionamiento racional y 
eficaz del Estado en su conjunto. 

Imaginen, señorías, la complejidad de un Estado en 
el que, en este supuesto, la legislación estatal hubiera 
de seguir manteniendo, incluso de modo acrecentado, 
variopintas previsiones a tenor de la diversidad de ma- 
terias asumidas por cada comunidad autónoma y de la 
variedad de su nivel de ejercicio competencial. Imagi- 
nen las consecuencias para la propia organización de 
la Administración del Estado, para la ubicación de sus 
servicios y de sus efectivos en el territorio y piensen, 
además, en los inconvenientes derivados de esta situa- 
ción para una efectiva cooperación entre el Gobierno 
y el conjunto de comunidades autónomas caracteriza- 
do ahora, en esta hipótesis, por la generalización de la 
diversidad competencial. 

Comprenderán SS.  SS.  a partir de esta reflexión la de- 
cisión que en su momento adoptó el Gobierno de la na- 
ción, expuesta ya en el curso del debate en el Senado 
sobre la situación del Estado autonómico, en diciem- 
bre de 1987, en el que el Gobierno expuso su voluntad 
de iniciar un diálogo con las distintas fuerzas políticas 
para la ampliación de las competencias de las comuni- 
dades autónomas del artículo 143, de la Constitución 
española, una oferta que fue después reiterada por el 
Presidente del Gobierno, precisamente en el debate del 
Estado de la nación en 1991, como, sin duda alguna, 
todos ustedes recuerdan. Se trataba, por tanto, de al- 
canzar el acuerdo necesario entre las fuerzas políticas 
que permitiera cumplir las previsiones constituciona- 
les con las máximas garantías de estabilidad y 
consenso. 

Tras notables esfuerzos de aproximación entre todas 
las fuerzas con representación parlamentaria, en febre- 
ro de 1992 fueron suscritos los acuerdos autonómicos 
entre el Gobierno de la nación, el Partido Socialista 
Obrero Español y el Partido Popular. Varias fuerzas ex- 
presaron su voluntad de contribuir a la ampliación de 
competencias que se diseñaba en los acuerdos, aunque 
declinaron firmar los mismos; otras, expresaron desa- 

cuerdos de diversa significación. Con independencia de 
que cualquier momento puede ser bueno para reconsi- 
derar posiciones y ampliar el acuerdo en torno a un pro- 
yecto de ley, me importa señalar, y lo digo con satis- 
facción, que las fuerzas políticas que avalan el proyec- 
to que en este momento se somete a la consideración 
de sus señorías reperesentan un elevadísimo porcen- 
taje de la voluntad ciudadana. Sin duda alguna, es 
ocioso recordar -en todo caso, cumpliré un trámite 
ocioso- que, desde el punto de vista de la representa- 
tividad, los partidos políticos y por tanto la voluntad 
que hay detrás de estos acuerdos que han hecho posi- 
ble la puesta en marcha de esta iniciativa legislativa, 
forman parte de dieciséis de los diecisiete consejos de 
gobierno de las diferentes comunidades autónomas. 
Cuentan con 218 escaños de un total de 350 escaños en 
esta Cámara, y con 220 escaños de un total de 255 en 
el Senado. Cuentan además, y no solamente en el Últi- 
mo período electoral, con aproximadamente el 65 por 
ciento del voto de los ciudadanos en los últimos diez 
años, expresado a través de las diferentes consultas elec- 
torales. (El señor Vicepresidente, Muñoz García ocupa 
la Presidencia.) 

Me parece que nos hallamos -lo digo, como señala- 
ba antes, con satisfacción- ante un proyecto que goza 
de un amplio apoyo político y social. Con este proyecto 
de ley se cumplen las previsiones del pacto autonómi- 
co a fin de llevar a término una política de Estado ci- 
mentada en el consenso y en la satisfacción prioritaria 
del interés de la nación. Este proyecto introduce en el 
sistema autonómico elementos de homogeneidad bási- 
ca entre todas las comunidades autónomas y posibili- 
ta ampliación ordenada de las competencias del 
artículo 143 de la Constitución, así como el estableci- 
miento de mecanismos estables de cooperación. 

Su objetivo primordial -ya lo he subrayado- es cul- 
minar el proceso constituyente en esta materia y enri- 
quecer el funcionamiento del sistema autonómico a 
partir de la larga experiencia acumulada en estos años 
que nos ha permitido, merced a la inestimable labor del 
Tribunal Constitucional entre otras, ir perfeccionando 
el sistema y, desde la lealtad al mismo, abrir paso, de 
modo cada día más franco, al principio de cooperación. 

El procedimiento que se materializa en el proyecto 
de ley, que se recoge en el pacto como la fórmula más 
idónea para llevar a cabo la ampliación de competen- 
cias, viene regulado en el artícuo 150.2 de la Constitu- 
ción. Este procedimiento -debo decirlo frente a algu- 
nas opiniones que se han expresado, a veces con exce- 
siva ligereza- aparece además en todos los estatutos 
afectados, y aparece como una previsión general para 
la posible ampliación de competencias junto a la vía 
alternativa de la reforma estatutaria, a la que me refe- 
riré más adelante. 

Su elección, que desde algunos sectores se ha queri- 
do cuestionar, no es caprichosa, sino que obedece a dis- 
tintas razones. Primera, que al afectar la culminación 
del sistema autonómico principalmente a la estructu- 
ra del Estado, es aquí, en las Cortes Generales como de- 
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positarias de la soberanía popular, donde se puede y 
se debe orientar todo el conjunto del proceso, evitan- 
do con ello el juego de iniciativas unilaterales que pue- 
dan llevar al fracaso o, simplemene, a la frustración o 
a la incoherencia entre las diferentes iniciativas. Segun- 
da, que la vía de este precepto permite evitar los incon- 
venientes que, como he explicado a SS. SS., la expe- 
riencia nos ha demostrado que se derivan de la utiliza- 
ción de cláusulas generales. Además, así es factible pro- 
ducir una racionalización en la distribución de compe- 
tencias, es factible también corregir olvidos involunta- 
rios contenidos en algunos estatutos y disparidades 
conceptuales contenidas en varios de ellos. Finalmen- 
te, también se puede delinear mediante esta fórmula 
el juego concurrente de las diversas competencias de 
las diferentes administraciones, todo ello en torno al 
tantas veces señalado principio de cooperación. 

Sin embargo, quiero también enfatizar el que la am- 
pliación de competencias llevada a cabo a través de es- 
te proyecto de ley que se somete a su consideración no 
culmina con el mismo. Una vez aprobada la Ley Orgá- 
nica de Transferencias habrán de ser los propios par- 
lamentos autonómicos los que propongan a las Cortes 
Generales la reforma de sus estatutos, a fin de incor- 
porar a los mismos las competencias que hayan sido 
ampliadas y dar cumplimiento así a las previsiones con- 
tenidas en la Constitución. Ley de Transferencias y re- 
forma de estatutos son, pues, dos momentos de un 
proceso que, culminado, gozará de la estabilidad e in- 
derogabilidad unilateral que la Constitución garantiza 
a los estatutos de autonomía. 

Para definir las materias recogidas en el pacto auto- 
nómico y que son objeto de la ampliación competen- 
cial ha sido necesario -creo que lo saben sus seño- 
rías- efectuar un estudio que analizara los desajustes 
territoriales existentes y las aportaciones que al respec- 
to había incorporado la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional y la legislación sectorial. También se lle- 
vó a cabo una profunda reflexión sobre la aplicación 
del principio de cooperación, en cada uno de los blo- 
ques materiales. Toda la informción así obtenida se ade-' 
cuó conforme a una serie de criterios que, en síntesis, 
buscan introducir elementos de ordenación que permi- 
tan plantear un proceso de carácter global y no referi- 
do a situaciones individuales; diseñar la equiparación 
competencial como un proceso asimismo general; es- 
tablecer los mecanismos necesarios para evitar el ejer- 
cicio aislado de las competencias de unas instancias 
frente a otras, proponiendo los marcos de relación ade- 
cuados entre el Estado y las comunidades autónomas; 
tomar en consideración la experiencia derivada de las 
relaciones, ya largas, entre la Administración del Esta- 
do y las administraciones autonómicas; delimitar aque- 
llos conceptos susceptibles de interpretación para 
intentar buscar soluciones a posibles antagonismos en 
términos de la jurisprudencia constitucional; formular 
un planteamiento dinámico del ámbito competencial, 
adaptable a posibles variaciones derivadas de la inte- 
gración del ordenamiento post constitucional de las dis- 

tintas leyes sectoriales; elaborar las previsiones 
adecuadas para realizar el proceso de traspasos, en el 
marco de una correcta delimitación de competencias; 
y diseñar, finalmente, un proceson nuevo, sólido, capaz 
de superar los problemas planteados hasta el momen- 
to y que estableciera las bases adecuadas para dotar 
al sistema de la necesaria estabilidad. 

Como es obvio, se h-an observado también los límites 
constitucionales de la ampliación de competencias, 1í- 
mites que, como bien saben SS. SS., se derivan tanto del 
artículo 148.2 de la Constitución en relación con el 149, 
como específicamente del propio 149 y del ordenamien- 
to constitucional en general. 

Este es el origen y las razones del proyecto de ley or- 
gánica de transferencias que hoy se presenta ante esta 
Cámara y que pretende garantizar la ampliación de 
competencias desde la perspectiva de la equiparación 
de los niveles competenciales de todas las comunida- 
des autónomas, en cumplimiento de lo previsto en el 
artículo 148.2 de la Constitución, en los estatutos de 
autonomía y en los acuerdos autonómicos. 

Hechas estas consideraciones generales, me van a 
permitir SS. SS. que glose, aunque sea brevemente, el 
contenido concreto de este proyecto de ley. Procedimen- 
talmente, se ha optado por incluir en un solo texto le- 
gal, como saben SS. SS., todas aquellas competencias 
que integran el contenido de la ampliación para las co- 
munidades autónomas del artículo 143. Ello obedece 
tanto a razones de economía legislativa, como de clari- 
dad, y a la facilidad que supone para las comunidades 
autónomas incorporar a sus estatutos de autonomía 
una sola norma y no tantas como competentes. 

El título preliminar, con un solo artículo, precisa el 
objeto de la ley: transferir, de acuerdo con el artículo 
150.2, competencias que hoy son de titularidad estatal, 
en los términos que se recogen en la misma. 

En el artículo 2" se citan las materias en las que se 
transfiere a las comunidades autónomas la competen- 
cia exclusiva: ordenación y concesión de recursos y 
aprovechamientos hidráulicos, casinos, juegos y apues- 
tas, cooperativas, espectáculos públicos, estadística pa- 
ra fines no estatales, fundaciones, industria, instala- 
ciones de producción, distribución y transporte de ener- 
gía, procedimiento administrativo derivado de las es- 
pecialidades de la organización propia, publicidad, 
servicio meteorológico de la comunidad autónoma. 

En el artículo 3O figuran aquellas materias en las que 
se transfieren competencias de desarrollo legislativo y 
:jecución: corporaciones de derecho público represen- 
tativas de intereses económicos y profesionales, defen- 
sa de consumidores y usuarios, normas adicionales de 
protección del medio ambiente, régimen minero y ener- 
gético, prensa, radio, televisión y otros medios de co- 
municación social. 

Y en el artículo 49 en régimen de competencias de 
:jecución, se relacionan asociaciones, ferias internacio- 
nales, gestión de las prestaciones y servicios sociales 
iel Sistema de Seguridad Social (INSERSO), gestión de 
museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal que 
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no se reserve el Estado, pesas y medidas, contraste de 
metales, planes establecidos por el Estado para la im- 
plantación o reestructuración de sectores económicos, 
productos farmacéuticos, propiedad industrial, propie- 
dad intelectual, y legislación laboral. 

Hay, sin embargo, algunos otros aspectos específicos 
que no tienen un carácter general. 

El artículo So agrupa aquellas competencias que son 
singulares y, por tanto, específicas de algunas comuni- 
dades autónomas, bien por tratarse de reparar olvidos 
en sus actuales estatutos o por referirse a materias re- 
lacionadas con la situación y características geográfi- 
cas de las mismas. 

Así, para la comunidad autónoma de Baleares, la 
competencia exclusiva, olvidada en su estatuto, sobre 
instituciones públicas de protección y tutela de meno- 
res, o el transporte marítimo que se lleve a cabo exclu- 
sivamente entre puertos o puntos de la comunidad 
autónoma sin conexión con otros puertos o puntos de 
otros ámbitos territoriales. Igualmente, para la comu- 
nidad autónoma de Castilla y León, la competencia de 
desarrollo legislativo y ejecución sobre denominacio- 
nes de origen en colaboración con el Estado, también 
olvidada en su actual estatuto. Para las Comunidades 
Autónomas de Asturias, Cantabria, Murcia y Baleares, 
de carácter costero, la competencia de desarrollo legis- 
lativo y ejecución sobre la ordenación del sector pes- 
quero, así como la de ejecución en materia de 
salvamento marítimo. 

El capítulo 11 del proyecto se refiere a la delimitación, 
el contenido y las condiciones de ejercicio de las com- 
petencias y se incluyen las interconexiones que se pro- 
ducen entre diversas materias, por lo que se necesita 
una actuación conjunta, una actuación compartida. 
También se establecen las condiciones y límites que res- 
pecto a las mismas materias aparecen incorporadas en 
los estatutos de autonomía del artículo 151 de la Cons- 
titución y con las mismas dicciones que en estos es- 
tatutos. 

Por último, recoge algunas competencias, casino, jue- 
gos, apuestas y educación, en las cuales se observa, por 
razones del ejercicio competencial, la necesidad de pre- 
ver la participación de las comunidades autónomas en 
las conferencias sectoriales en las cuales se coordina 
la actuación de los poderes públicos en estas áreas. 

En el título 111 se establecen las pertinentes modali- 
dades de control del ejercicio competencial que el Es- 
tado se reserva. 

Quiero expresarles, señorías, que señalar las moda- 
lidades de control es una exigencia del propio texto 
constitucional; que las modalidades que aquí se seña- 
lan son idénticas a las que fueron plasmadas en las le- 
yes de transferencia que ampliaron las competencias 
de la Comunidad valenciana y de la Comunidad cana- 
ria, las popularmente conocidas como LOTRAVA y 
LOTRACA, que quedarán sin efecto cuando se cumpla 
la finalidad de la ley, es decir, al incorporar el conteni- 
do de esta ampliación competencial a los respectivos 
estatutos de autonomía. 

Para la puesta en práctica de todo este proceso, el pro- 
yecto prevé en su título IV el desarrollo del mismo du- 
rante la actual legislatura autonómica, mediante los 
acuerdos que adopten, como es ya tradicional, las co- 
misiones mixtas, en los que se determinarán los medios 
materiales y personales que deban ser objeto de 
traspaso. 

Cuando este proyecto, enriquecido por las aportacio- 
nes de la tramitación parlamentaria, sea aprobado las 
comunidades autónomas afectadas verán equiparadas 
sus competencias, con la excepción de la gestión del In- 
salud, a aquellas otras que por haber tramitado sus es- 
tatutos al amparo del artículo 151 de la Constitución, 
o por haber visto ampliadas sus competencias por le- 
yes específicas de transferencia o delegación, ejercían 
ya mayores niveles de autogobierno. Ello significa, se- 
ñorías, la práctica equiparación en responsabilidades 
y cometidos de todas las comunidades autónomas es- 
pañolas; un hecho que quiero también señalar, perfec- 
tamente compatible con el mantenimiento de las singu- 
laridades que por razones culturales, idiomáticas, geo- 
gráficas, u otras constitucionalmente previstas, han 
quedado ya plasmadas en los respectivos estatutos de 
autonomía. 

El reconocimiento expreso de la igualdad de los ciu- 
dadanos y la homogeneidad en lo fundamental no son 
impedimentos -no lo han sido ni lo pueden ser- pa- 
ra la integración armónica de la pluralidad y diversi- 
dad de España. La equiparación no significa uniformi- 
zación, como algunos preconizan y quizás otros temen. 
La autonomía -se ha dicho, y yo mismo lo he repetido 
muchas veces- es ciertamente el derecho a la diferen- 
cia, algo que, sin embargo, está muy lejos de confundir 
con la obligación de ser diferentes para quienes desean 
ser iguales. Plasmados en los estatutos de autonomía 
los hechos diferenciales con consecuencias jurídicas, 
será en el ejercicio por cada comunidad autónoma de 
iguales competencias como se pondrá de manifiesto la 
diversidad de los problemas de cada una, de sus prefe- 
rencias sociales y políticas y de las soluciones que autó- 
nomamente encuentren para hacer frente a los unos y 
a las otras. 

Con la aprobación de este proyecto de ley podemos 
afirmar, como ya he dicho, que se han puesto las bases 
para ultimar el desarrollo constitucional en materia 
autonómica. Y en esa dirección, tras 12 años de vida 
autonómica, se produce ahora, si ustedes aprueban es- 
te proyecto de ley, una nueva descentralización del po- 
der político, en este caso, hacia las comunidades 
autónomas del artículo 143. 

Es verdad que esto habrá de tener consecuencias im- 
portantes, habrá de tener la consiguiente traducción en 
una nueva descentralización de medios personales y 
materiales hacia las comunidades autónomas afecta- 
das. Puede calcularse que la transferencia de los 32 nue- 
vos títulos competenciales y, fundamentalmente, la 
asunción de la competencia en materia de educación 
por parte de las comunidades autónomas significará el 
traspaso de más de 200.000 efectivos personales que pa- 
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sarán de la Administración del Estado a las de las co- 
munidades autónomas. Asimismo, las transferencias 
previstas en esta ley supondrán aproximadamente un 
billón 106.000 millones de pesetas, teniendo en cuenta 
la valoración estimada del ejercicio de estas competen- 
cias por parte de la Administración General del Esta- 
do en 1991. 

Para poder llegar a este punto en el que hoy nos si- 
tuamos, señorías, ha sido necesario realizar un traba- 
jo continuo de años en el pasado, quizá desconocido por 
una buena parte de la opinión pública, cuyos resulta- 
dos pueden cifrarse en más de 900 Reales Decretos de 
transferencias hasta ahora y 432.000 puestos de traba- 
jo traspasados desde la Administración General del Es- 
tado a las de las comunidades autónomas, que, unidos 
a los puestos ya creados por las propias comunidades 
autónomas, suponen un volumen de efectivos para las 
mismas, a comienzos de 1992, de más de 593.000 em- 
pleados públicos. Una cifra, sin duda alguna, sensible- 
mente igual a la de los actuales efectivos de la Admi- 
nistración General del Estado. Ello significa 
-permítanme esta valoración- que, culminando el 
proceso de traspasos y todas las demás cosas iguales, 
las comunidades autónomas dispondrán del doble de 
efectivos personales que la Administración del Estado, 
esto es, unos 800.000 frente a los 400.000 que, consi- 
guientemente, todas las cosas iguales, serían los corres- 
pondientes a la Administración General del Estado. 

El proceso de construcción del Estado de las auto- 
nomías y la descentralización que genera ha tenido, 
también, como no podía ser menos, reflejo presupues- 
tario. En los últimos diez años, el gasto público expre- 
sivo de la creciente capacidad de actuación y respon- 
sabilidades de las administraciones territoriales auto- 
nómicas, ha pasado en las comunidades autónomas de 
411.000 millones de pesetas a seis billones 626.000 mi- 
llones de pesetas, o, lo que es lo mismo, de un 59% a 
un 21,3% del gasto total de las administraciones públi- 
cas para el año 1992. Si descuentan en el gasto total de 
las administraciones públicas aquella parte que se de- 
be a gastos financieros, intereses de la deuda pública, 
etcétera, nos encontraríamos con que hoy ya, en este 
Estado nuestro de las autonomías, el gasto público del 
conjunto de las administraciones públicas importa una 
participación de más del 25% para las comunidades 
autónomas, que se verá sensiblemente ampliada en la 
medida en que todo el proceso que hoy iniciamos se Ile- 
ve a término. 

Las cifras anteriores me parecen bastante expresivas, 
señorías, de la realidad que ya vivimos y del camino 
que seguimos recorriendo. Nada tiene de extraño por 
ello que el Gobierno quiera poner de manifiesto ante 
SS. SS., repesentantes de la soberanía nacional, la im- 
portancia creciente que en un Estado como el nuestro 
adquiere el principio de cooperación. Un principio no 
formulado expresamente en la Constitución y que, sin 
embargo, en palabras del Tribunal Constitucional, es- 
tá implícito en la propia esencia de la forma de organi- 
zación territorial del Estado que se implanta en la 

Constitución. Un principio que, bien se puede decir, in- 
corpora la imprescindible lealtad constitucional y es- 
tatutaria y requiere de los poderes públicos una 
determinada conducta de armonía y colaboración, la 
necesaria ponderación de sus decisiones de cada uno 
de los intereses de las demás instancias del Estado y 
una corresponsabilidad, en fin, en la tarea del Estado 
como parte del mismo que son. 

Sin desconocer los significativos avances experimen- 
tados en este terreno en los años pasados, es mi deber, 
creo, señalar ante ustedes mi convicción de que es in- 
suficiente todavía el camino que se ha recorrido a este 
respecto, y que es tanto más necesario avanzar en el 
mismo cuanto con más decisión damos pasos en la des- 
centralización y en la autonomía política. Hacer del Es- 
tado de las autonomías un Estado de la cooperación es 
ciertamente una responsabilidad de todos y, por lo tan- 
to, una tarea compartida. Lograr ese objetivo signifi- 
cará, en todo caso, la consolidación definitiva de la 
estructura territorial del Estado, tanto en el terreno de 
las relaciones recíprocas entre los poderes públicos, co- 
mo en la legitimación ciudadana que significa el apre- 
cio por el ejercicio de las funciones que a cada uno de 
los poderes públicos corresponde en esta compleja ar- 
quitectura política que es el Estado. 

Señorías, han transcurrido catorce años desde que 
en 1978 el pueblo español se dotara de una Constitu- 
ción fruto del consenso político, en la que se perfila- 
ron los principios básicos sobre los que había de 
articularse la nueva estructura territorial del Estado. 
Merced, pues, al consenso, se estableció el modelo cons- 
titucional, y gracias también al acuerdo político fue po- 
sible la generalización del proceso autonómico. Una vez 
más, el diálogo y el acuerdo nos permiten afrontar una 
nueva y crucial etapa en la construcción del Estado de 
las autonomías: la de la ampliación de las competen- 
cias de las comunidades autónomas del artículo 143, 
pieza básica de la arquitectura de este edificio, que de- 
be posibilitar el ejercicio eficaz de las respectivas es- 
feras de poder al servicio de los ciudadanos. Del 
ejercicio permanente y constante de este espíritu de diá- 
logo y consenso que ha presidido la conclusión de los 
acuerdos autonómicos nos debemos felicitar -yo lo 
hago- y debemos tratar de extenderlo también al de- 
bate del presente proyecto de ley. 

No quisiera finalizar mi intervención sin pedir a 
SS. SS. el apoyo más amplio posible a este proyecto con 
el que, estoy convencido, damos un paso más hacia la 
estabilidad institucional, hacia el perfeccionamiento de 
nuestro Estado de las autonomías, posibilitando un al- 
to grado de descentralización y un compromiso de leal- 
tad mutua y de cooperación. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Para la defensa de la enmienda a la totalidad del Gru- 
cias, señor Ministro. 

PO del CDS, tiene la palabra el señor Rebollo. 
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El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Pre- 
sidente, señorías, señor Ministro, usted comenzó su in- 
tervención refiriéndose a la ley que vamos a aprobar 
como a una iniciativa del Gobierno de la nación. (El se- 
ñor Vicepresidente, Marcet i Morera, ocupa la Presiden- 
cia.) Fueron sus primeras palabras. A continuación, 
habló de un pacto entre el Gobierno y los dos partidos 
mayoritarios de la Cámara, pero sus primeras palabras 
fueron: <(por iniciativa del Gobierno de la nación». 

Aquí, señor Ministro, hay un reconocimiento explíci- 
to de lo que es el espíritu del proyecto de ley que se trae 
a esta Cámara, hay una ignorancia, consciente y asu- 
mida, de lo que son las competencias recogidas en el 
título VI11 de nuestra Constitución y el papel de las dis- 
tintas autonomías. En definitiva, hay un quiebro al es- 
píritu que informa la Constitución en orden a la 
organización de nuestro Estado. Aparte de ello, la refe- 
rencia a los dos partidos mayoritarios pone de mani- 
fiesto, para quien estudie un poco la evolución de las 
cosas, la disfunción existente entre los representantes 
del pueblo español a través de esos partidos en esta Cá- 
mara y los de las cámaras autonómicas. Porque en As- 
turias hay una iniciativa de ley presentada en estas 
Cámaras hace muchísimos meses, lo mismo que en Cas- 
tilla y León, y en Asturias está gobernando el Partido 
Socialista y en Castilla y león está gobernando el Par- 
tido Popular. Por consiguiente, que allí digan algo que 
no se corresponde exactamente con lo que se dice aquí: 
que en esos parlamentos, y ahora, al parecer, en el de 
Aragón, se estén tratando materias con una filosofía y 
un espíritu distinto del que impregna este proyecto de 
Ley es algo que no deja de resultar verdaderamente cu- 
rioso y paradójico. 

Efectivamente, hay un pacto, pero este pacto, con la 
iniciativa del Gobierno, pone de manifiesto que otra vez 
estamos, a propósito del Estado de las autonomías, en 
un clima y en un marco de centralismo. 

Señorías, el artículo 148 de la Constitución dibuja las 
competencias asumibles, por su propia naturaleza y 
esencia, por las comunidades autónomas. El artículo 
149 trata de las funciones exclusivas atribuidas, reco- 
nocidas por la Constitución a la Administración cen- 
tral. Por tanto, cuando las autonomías han de ejercitar 
las competencias a las que se refiere el artículo 148, al 
Estado en general, a la Administración central, a esa 
iniciativa del Gobierno no le cabe más que un camino, 
que es utilizar el verbo «reconocer», no transferir ni de- 
legar, porque transferir, delegar o atribuir es dar a al- 
guien lo que no le pertenece por su propia naturaleza 
y esencia. 

Señor Ministro, esto es importante. Por muchos pac- 
tos que haya, por mucha iniciativa del Gobierno, la 
Constitución -norma fundamental del Estado- tiene 
que ser paradigmática respecto de esas comunidades 
autónomas, de los partidos que componen esta Cáma- 
ra y, en definitiva, de todos los ciudadanos. Tratar de 
ejercer esa didáctica con todos los ciudadanos es im- 
portante, y una tarea y una responsabilidad de todos 
los que estamos aquí. Por eso, señor Ministro, nuestra 

enmienda a la totalidad; porque no nos gusta un pro- 
cedimiento que está ignorando lo que dice el artículo 
148, ya que se escuda en lo que son en los estatutos de 
autonomía una, quizá, no muy afortunada redacción, 
pero que hay que saber interpretar a la luz de la nor- 
ma fundamental y de su espíritu. Ahí se habla de dos 
caminos, y realmente hay que ponerlos, por la propia 
redacción de los dos apartados, con los artículos de la 
Constitución en cuanto que recogen las competencias 
como propias de las autonomías o como propias de la 
Administración central. Para las propias de las autono- 
mías -artículo 148- no cabe más que ir a la iniciati- 
va de las autonomías, a la reforma de los estatutos 
directamente y a las leyes orgánicas posteriores. Para 
las demás, sí cabe esa atribución, esa delegación, pero 
para las primeras, repito, el reconocimiento. 

Señorías, el proceso autonómico ha sido, -y lo he di- 
cho muchas veces en esta tribuna- un proceso abier- 
to de esa versión entrañable del Estado que recoge lo 
mejor de nuestra historia, y por ser un proceso abier- 
to aquí hay que poner de manifiesto que llevamos mu- 
chos años de retraso respecto. del compromiso que se 
establece en los estatutos de autonomía de modificar- 
los, asumiendo nuevas competencias al cabo de cinco 
años. Y lo que en la Constitución se dibuja como una 
vía posible -podrán ampliar sus competencias-, en 
los estatutos de autonomía se establece de una forma 
prácticamente automática al cabo de los cinco años. Sin 
embargo, han pasado cuatro, cinco y seis años para que 
las autonomías de la vía del artículo 143 vean, en este 
caso transferidas, no reconocidas, un conjunto de com- 
petencias. Luego ahí tenemos un quiebro en ese proce- 
so abierto para la construcción en su profundidad del 
proceso autonómico. 

No debiera existir desconfianza en el marco de los 
principios de respeto a la norma fundamental por par- 
te de las autonomías, de participación -en definitiva, 
las autonomías no son más que un vehículo para la re- 
distribución del poder político y de eficacia de las ins- 
tituciones, en cuanto que las competencias de las 
autonomías acercan la resolución de los problemas me- 
diante la atribución de poder político a los ciudadanos 
que sufren esos problemas. 

No se puede construir nada desde la desconfianza. 
Y, señorías, el que hayan pasado tantos años después 
de esos cinco a los que se refieren la Constitución y los 
estatutos de autonomía es un signo y síntoma de des- 
confianza. Cuando el señor Ministro explicaba hace un 
momento la enorme dificultad de llegar a este punto 
en que estamos, eso no es más que un trasunto de la 
desconfianza, de la resistencia a examinar en profun- 
didad el Estado de las autonomías, y caminar, dentro 
de esos principios a los que he hecho referencia, con 
paso firme, decidido y oportuno. 

Señorías, también quisiera decir que el hecho dife- 
rencial que tantas veces se invoca como justificación 
y coartada de esa lentitud no tiene nada que ver con 
que las competencias se reconozcan y, en su caso, se de- 
leguen a las comunidades autónomas. Las competen- 
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cias son instrumentos para que las comunidades autó- 
nomas justamente puedan profundizar, perfilar y en- 
riquecer su propio hecho diferencial, porque el hecho 
diferencial no tiene nada que ver con los instrumentos 
que se otorguen, que se reconozcan o que se deleguen 
a las autonomías. 

También hay desconfianza cuando en este paso que 
estamos dando se ignora completamente a Ceuta y a 
Melilla. Señorías, yo quiero llamar la atención de esta 
Cámara respecto de la disposición transitoria quinta de 
nuestra Constitución: «Las ciudades de Ceuta y Meli- 
lla podrán constituirse en Comunidades Autónomas si 
así lo deciden sus respectivos Ayuntamientos, median- 
te acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus 
miembros y así lo autorizan las Cortes Generales, me- 
diante una ley orgánica, en los términos previstos en 
el artículo 144)). También es síntoma de desconfianza, 
de lentitud, de vacilaciones en este camino autonómi- 
co cuando se está dejando a Ceuta y Melilla sin el esta- 
tuto de autonomía, puesto que sus ayuntamientos 
quieren tenerlo y estas Cámaras están cerrando prác- 
ticamente sus puertas en el orden práctico, repito, a una 
querencia de unas poblaciones que están queriendo 
arroparse y refugiarse en lo que dice nuestra Consti- 
tución. 

Voy a terminar. También esta ley, señorías, dibuja, 
efectivamente, diga lo que diga el representante del Go- 
bierno -porque no hay más que cotejar las atribucio- 
nes y reconocimientos de competencias-, los tres 
bloques de comunidades autónomas: las comunidades 
históricas en un primer nivel; las Comunidades Valen- 
ciana y de las Islas Canarias en un segundo nivel, a tra- 
vés de las leyes orgánicas 11 y 12 del año 1982, de 10 
de agosto, y el tercer nivel constituido por el resto de 
las autonomías que accedieron a su condición por la 
vía del artículo 143 y que son objeto de estudio en este 
proyecto de ley que se trae aquí. Eso crea disfunciones, 
señorías. Que no se hable para nada de la sanidad, que 
se recorten las competencias en materia de educación, 
aparte de otras cuestiones, son dos temas importantes 
que dan ejemplo de lo que estoy diciendo, de los tres 
niveles funcionales con los que y en los que van a vivir 
las comunidades autónomas de nuestro país. 

El señor Ministro decía también que todavía es in- 
suficiente el camino recorrido. naturalmente, pero en 
función de estas graves cuestiones que acabo de poner 
de manifiesto. Otra vez la praxis se impone sobre el es- 
píritu de nuestra Constitución en un campo tan singu- 
lar como éste, que ha sido la ilusión de tantos 
ciudadanos, que ha sido un original camino para incor- 
porar, como una savia nueva, la savia más vieja y más 
rica de nuestra nación española. Eso, que es, repito, la 
versión entrañable de nuestro Estado, merece un tra- 
tamiento diferente al que se le está dando a través de 
este proyecto de ley. 
Yo tengo la esperanza de que, a pesar de ese pacto 

y quizá por esas disfunciones a las que acabo de hacer 
referencia, SS. SS. reconsideren su postura y den una 
oportunidad para que la Constitución se aplique pene- 

trando lo más profundamente que podamos en su es- 
píritu; para que no existan distintos niveles en nuestras 
autonomías; para que el hecho diferencial que las dis- 
tingue pueda ser tal hecho diferencial no porque ten- 
gan distintas competencias, sino porque esas compe- 
tencias que todas ellas tienen les sirvan para profun- 
dizar y enriquecer la colectividad desde la singulari- 
dad que cada una de esas autonomías representa y tiene 
en su propia esencia. 

Por eso es importante esta enmienda de totalidad, co- 
mo las de otros grupos políticos que también han en- 
mendado este proyecto de ley, y por eso la esperanza 
de nuestro Grupo Parlamentario de recibir el apoyo de 
sus señorías. Pero aunque no fuera así, pertenece a la 
tradición de nuestro partido, de nuestros programas 
electorales, de nuestra trayectoria sin ninguna quiebra, 
el que hayamos defendido el Estado de las autonomías 
con la mayor valentía, con la mayor serenidad, con la 
mayor profundidad, con la mayor consciencia de que 
de esa manera estábamos haciendo más fuerte el Esta- 
do español y más rico el conjunto de derechos que la 
Constitución atribuye a cada uno de los ciudadanos de 
nuestro país. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 

Enmienda del Grupo Parlamentario Mixto. El señor 
chas gracias, señor Rebollo. 

Mur tiene la palabra para su defensa. 

El señor MUR BERNAD: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, yo agradezco al señor Ministro la 
presentación que ha hecho del proyecto de ley orgáni- 
ca que hoy nos ocupa, y además le felicito por la valen- 
tía de haber presentado algo que tenía tan difícil 
presentación. Quizá le ha facilitado esto el hecho de que 
solamente afecte a diez comunidades autónomas, y no 
afecte a otras, y el señor Ministro sabe perfectamente 
a cuáles me refiero, porque evidentemente lo que aquí 
ha dicho para diez comunidades autónomas -las de la 
vía lenta, las pacíficas, las que nunca plantean proble- 
mas-, no es fácil de imponer o de repetir para el con- 
junto de las comunidades autónomas de España. 

Quiero empezar mi intervención diciendo que, des- 
de mi profunda conciencia autonomista, este debate es 
en el que nunca hubiera querido intervenir, y mucho 
menos como enmendante a la totalidad. Pero, para ello, 
este proyecto tenía que haber venido a esta Cámara hace 
cinco, cuatro o tres años, no en este momento, cuando 
ya se han agotado todos los plazos políticamente váli- 
dos para que las autonomías del 143, en el caso con- 
creto de Aragón, vean reconocidos por fin la plenitud 
de sus derechos. 

Por tanto, mi primera afirmación es que este proyec- 
to llega tarde y llega mal. No solamente hay retraso en 
la presentación del mismo, sino que hay divergencia con 
la propia Constitución española, como me encargaré de 
demostrar posteriormente. 
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En el aspecto procedimental éste es un debate excep- 
cional en el sentido que da el Reglamento de este Con- 
greso, en el artículo 91.2, a un procedimiento de urgen- 
cia aplicado, creo yo, innecesariamente y en el que la 
reducción de los plazos no facilita a SS. SS. el conoci- 
miento de las enmiendas presentadas ayer tarde, hace 
menos de 24 horas. Esta urgencia pienso que es digna 
de otras y mejores causas. 

Este proyecto es sólo la aplicación parcial, no total, 
de los llamados pactos autonómicos que suscribieron 
el 28 de febrero en solitario el Partido Socialista y el 
Partido Popular. Se ocupa de diez comunidades autó- 
nomas, una parte de las del 143, de la vía lenta, de la 
autonomía limitada y tutelada. Quizá este tratamiento 
discriminatorio es el que haya hecho exclamar al Pre- 
sidente de la Comunidad de Castilla y León: El Gobier- 
no es débil con las comunidades fuertes y fuerte con 
las comunidades débiles. Lo malo es que este proyecto 
nace también con la ayuda del Partido Popular. 

Yo creo que más bien es este Gobierno y el Partido 
Socialista que lo sustenta quienes han influido decisi- 
vamente en el texto que hoy se nos presenta y que es 
la consecuencia de ese carácter centralista y poco res- 
petuoso con el mandato constitucional que tiene des- 
de siempre el Partido Socialista, que no ha querido 
culminar la organización territorial del Estado en los 
diez años que lleva en el poder y que se ha limitado sim- 
plemente a aceptar aquello que no ha podido evitar. Por- 
que lo que ustedes pretenden ahora era válido desde 
el año 1982 a 1987, antes de transcurrir los cinco años 
de espera que se impusieron a las comunidades autó- 
nomas del 143. 

Han perdido ustedes el tiempo, señor representante 
del Gobierno, han perdido los buenos momentos, y quie- 
ren resolver mal algo que debería estar resuelto ya, co- 
mo insistentemente hemos pedido algunos, y lo tenemos 
que afrontar ahora, en el peor momento, en un clima 
de crispación, en un clima de crisis europea que nos 
tiene ocupados en organizar esta Europa a la que tan 
penosamente parece que vamos a pertenecer. Nos sor- 
prende, además, precisamente en el momento en que 
tenemos otros asuntos prioritarios que agobian a los 
ciudadanos españoles, como la crisis económica, con 
lo que los problemas del Estado autonómico se com- 
plicarán, señor Ministro. 

No hay autonomía si no hay economía. Están bien las 
buenas palabras, pero ya veremos a ver las transferen- 
cias, las competencias, la financiación cómo se resuel- 
ven. Con las experiencias que tenemos hasta ahora, de 
mala manera. Porque los recursos no van a llegar para 
todos, lo han dicho aquí. Han dicho que hay que apre- 
tarse el cinturón. ¿Y ahora vamos a poder aplicar una 
política expansiva en materia de transferencias? iAho- 
ra vamos a poder negociar, valorando acertadamente 
todos esos servicios que ustedes nos dicen que nos van 
a transferir, como si fuera un regalo que el Gobierno 
de la nación hace a las comunidades autónomas del 143, 
y no fuera simplemente el reconocimiento de un dere- 
cho constitucional que éstas tienen? 

Incertidumbre, desconfianza y tribulación no son los 
mejores ingredientes para garantizar el desarrollo ar- 
mónico, equilibrado, desconcentrado y eficaz al Esta- 
do. Y recuerdo a los recelosos y desconfiados que las 
comunidades autónomas también son parte fundamen- 
tal del Estado que diseña la Constitución Española 
de 1978. 

El Partido Aragonés tiene legitimidad para decir lo 
que decimos porque lo hemos dicho siempre. Ahí es- 
tán los testimonios escritos en el «Diario de Sesiones)) 
de esta Cámara. En el año 1978, cuando se debatía la 
Constitución; en 1982, cuando se debatía el Estatuto de 
Autonomía de Aragón; en 1987, lo asumía el Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Aragón; en 1988, cuan- 
do presentamos en las Cortes de Aragón el proyecto de 
reforma de Estatuto, puesto que ya habían transcurri- 
do los cinco años que establecía el mismo, en 1991, en 
el programa electoral, donde otros dicen en cada mo- 
mento lo que les conviene. En 1991 también el Partido 
Socialista prometía en Aragón la reforma del Estatuto 
y autonomía plena. Ahora, sin embargo, lleva meses fre- 
nando allí el trabajo de la Ponencia, puesto que el res- 
to de los grupos políticos está intentado reformar desde 
allí -y no por imposición de aquí- el Estatuto de Auto- 
nomía de Aragón. 

Si no fuera tan grave para nuestra Comunidad Autó- 
noma -y creo que para el conjunto del Estado- la po- 
lítica que ustedes están practicando, yo debería pedirle, 
señor Ministro, que sigan con sus errores. Al Partido 
Aragonés sus errores e insuficiencias le ayudan a cre- 
cer. De no ser por esos errores no hubiera sido posible 
recuperar el espíritu autonomista que se puso de ma- 
nifiesto hace pocos meses, el día 23 de abril de 1992, 
en una manifestación impresionante, cívica, respetuo- 
sa pero firme, reclamando los derechos de Aragón diez 
años después de que debieran haber sido entendidos. 

El texto del proyecto que ustedes presentan y al que 
nosotros formulamos una enmienda de totalidad pi- 
diendo la devolución creemos que tiene planteamien- 
tos inaceptables. Vulnera el derecho a la plena autono- 
mía que reconoce la Constitución a todas las comuni- 
dades -artículo 2 y Título VIII-; el texto del proyecto 
quebranta, además, lo dispuesto en el artículo 138.2 de 
también la Constitución; el texto del proyecto trata de 
sustituir el expresado derecho de todas las comunida- 
des a su plena autonomía por una transferencia de atri- 
buciones que ejercerían dichas comunidades por mera 
delegación del poder central, y disminuirían incluso el 
grado de autonomía que según sus actuales estatutos 
tienen derecho a ejercer algunas de aquellas comuni- 
dades. Por ejemplo, el Estatuto de Autonomía de Ara- 
gón nos reconoce competencias que ustedes reiteran en 
este proyecto de ley, pero nos las reconoce en mejores 
condiciones de las que ustedes nos la quieren transfe- 
rir ahora. O sea, que hemos ido a peor desde 1982 a es- 
te brillante proyecto que ustedes presentan. 

Pero es que, además, cuando, argumentan ustedes que 
es necesario aprobar este proyecto para transferir al- 
guna de las competencias, yo tengo que decirle que no, 
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que no ha habido voluntad de transferirlas, porque no- 
sotros ya tenemos competencias reconocidas en nues- 
tro pobre Estatuto de 1982 que no han sido transferidas 
por el Gobierno socialista en diez años, y le recuerdo 
las obras hidráulicas, o los polígonos industriales, o al- 
gunas otras muchas, simplemente porque no han teni- 
do ustedes voluntad de transferir, y veremos qué pasa 
a partir de la aprobación de este proyecto de ley, y ve- 
remos cómo lo transfieren, y veremos cómo lo negocian, 
y veremos cómo lo financian; estaremos muy pendien- 
tes de todo esto. 

Hubiera sido mejor, señores Diputados, que en lugar 
de ésta hubiéramos hecho otra ley si queríamos impul- 
sar el proceso autonómico, que hubiera tenido incluso 
otro título, el proyecto de ley orgánica reconociendo ex- 
presamente el derecho de las comunidades autónomas 
promovidas por la vía del 143 de la Constitución a ejer- 
cer ya su plena autonomía, como las restantes comu- 
nidades. Eso hubiera sido una demostración política de 
que queremos que el proceso no duerma permanente- 
mente y que avance; eso debiera haber sido el proyecto 
de ley. Por eso nosotros hemos presentado enmiendas 
alternativas siguiendo ese espíritu. Evidentemente, des- 
de aquí no se puede sustituir la voluntad de las comu- 
nidades autónomas, pero se puede impulsar, y se les 
puede decir a las comunidades autónomas, que vamos 
a ser respetuosos con la Constitución, que no vamos a 
sustituir los mecanismos, y que estamos deseando que, 
en la medida que quieran -no en la medida que le con- 
venga al Gobierno de turno-, pueden avanzar en su 
planteamiento autonómico. 

Hubiera sido bueno reconocer que, transcurridos con 
notorio exceso, los cinco años -porque han transcurri- 
do los cinco, los seis, los siete, los ocho, los nueve y los 
diez-, previstos en la Constitución para que las comu- 
nidades que iniciaron su proceso por el 143 puedan cul- 
minarlo, es obligado que desde los poderes generales 
del Estado, como son el Gobierno central y las Cortes, 
se propicien instrumentos precisos para que aquellas 
comunidades puedan acceder a su autogobierno en con- 
diciones idénticas a las ya reconocidas a otras comu- 
nidades, como el País Vasco, Cataluña, Galicia y 
Andalucía. 

Yo no voy a volver otra vez con la cantinela de la igual- 
dad. Yo solamente voy a volver sobre los derechos que 
a todos los españoles nos asisten en función de que te- 
nemos la misma Constitución. Y no puedo explicar, no 
sé explicar a los aragoneses por qué, siendo aragone- 
ses y siendo españoles al mismo tiempo -porque les 
recuerdo, por si algún mal pensado quiere hacer mal 
uso de mis palabras, que los aragoneses somos doble- 
mente españoles por el hecho de ser aragoneses-, no 
tenemos las mismas competencias, el mismo nivel de 
a u t o -  
gobierno, la misma capacidad de decisión que tienen 
otras comunidades, Yo no les puedo explicar, por ejem- 
plo, por qué no tenemos un INEF en Huesca, cuando 
además lo hemos pedido muchas veces, y los que quie- 
ren estudiar en el INEF tienen que trasladarse a otra 

comunidad autónoma vecina porque no lo hay en Hues- 
ca, y menos mal que la comunidad autónoma vecina, 
en este caso la Comunidad Autónoma catalana, ha en- 
tendido nuestro problema y ha hecho un esfuerzo para 
aceptar estudiantes que procedían de otra comunidad 
autónoma. Pero ¿por qué? Porque, evidentemente, no 
podían estudiar en su comunidad autónoma, ya que no 
tenemos capacidad y estamos pendientes de que el Go- 
bierno central tenga tiempo, disponibilidad y ganas de 
concedernos un INEF. Pero este ejemplo se podría mul- 
tiplicar hasta límites insospechados, y creo que a 
SS. SS. les voy a ahorrar ese trámite, porque son cons- 
cientes de cuanto digo. 

Sobre todo, señorías, es que las diferencias entre los 
estatutos de las distintas comunidades autónomas, que 
las aceptamos, tienen un límite, y no pueden implicar, 
en ningún caso, privilegios económicos o sociales. Y si 
los ciudadanos, por motivo de residencia, por motivo 
de estar en una comunidad u otra, no tienen los mis- 
mos derechos económicos o sociales, evidentemete se 
está conculcando gravemente la Constitución española. 

Cuando hablan ustedes de que hay que armonizar, de 
que esto es un batiburrillo, de que existe un desbara- 
juste, de que los estatutos no dicen lo mismo, yo les di- 
go entre otras cosas, que ustedes fueron redactores de 
esos estatutos y con su confusionismo colaboraron a 
que digan lo que dicen: unas veces más, otras veces me- 
nos, y otras veces no se parecen. Pero eso no es lo fun- 
damental. Una vez que se ultime el proceso de transfe- 
rencias, el proceso de reforma, el proceso de plena auto- 
nomía, evidentemente hubiera sido fácil traer un pro- 
yecto de ley que hubiera armonizado la terminología 
y las transferencias que cada comunidad tenía acepta- 
das, con el fin de lograr lo que todos queremos, pero 
algunos parece que más que otros: que el Estado autó- 
nomico sea eficaz, funcione y no cueste cada día más 
dinero dando peores servicios. El reconocimiento a que 
el derecho de las comunidades autónomas no puede te- 
ner otra base que la constitucional (artículo 2 y artícu- 
lo 138) sin que quepa el empleo del artículo 150 de la 
propia Constitución sin desnaturalizar el proceso auto- 
nómico. 

El artículo 150.1 de la Constitución permite al poder 
central transferir o delegar a las comunidades, median- 
te ley orgánica, facultades correspondientes a materias 
de titularidad estatal, pero no acabo de entender que 
esa norma sirva para prescindir de la reforma del es- 
tatuto. Ya sé que me va a decir: ¡hombre!, si la reforma 
del estatuto viene después. ¡Claro!, esa es la falacia que 
envuelve todo este proceso. Ustedes han dicho, y supon- 
go que lo cumplirán mientras la disciplina de partido 
funcione y las circunstancias no cambien, que una vez 
que se apruebe esto aquí, las cámaras autonómicas, ha- 
ciendo uso de la libertad que todos los Diputados auto- 
nómicos tienen, tendrán que aprobar el texto de esta 
ley orgánica introducido en los correspondientes esta- 
tutos, eso sí, sin modificar una coma, porque si hay va- 
riaciones el pacto autonómico les dejaría a ustedes 
libres de cumplirlo. Esa no es la manera. Tenía que ha- 
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ber empezado porque el artículo 150.2 no está previsto 
para esta situación, está previsto para lo que está pre- 
visto, para los cinco primeros años en los que no se po- 
día reformar el estatuto, pero esto ha quedado ya 
absolutamente inservible y absolutamente atrasado. 

Una reforma estatutaria tiene poco en común con el 
empleo por el Gobierno central de este proyecto de ley, 
de la facultad que le confiere unilateralmente el 
artículo 150.2 de la Constitución. Y saben ustedes que 
las razones son varias, amplias, y que yo, por causas de 
tiempo, no puedo explicitar en este momento. Las trans- 
ferencias que se derivan de una reforma estatutaria no 
pueden subordinarse ni condicionarse a formas de con- 
trol que se reserve el Gobierno central, a diferencia de 
las cesiones del 150.2, que pueden someterse unilate- 
ralmente por el poder central a restricciones y caute- 
las que decida por propia voluntad. 

Yo espero que ustedes no transfieran ninguna com- 
petencia hasta que los estatutos la recojan y las comi- 
siones mixtas estén en capacidad de negociar porque, 
de lo contrario, la manera con la que ustedes harían esto 
sería la transferencia de un delegante a un delegado, 
es decir, sin posibilidad de negociar, sin posibilidad de 
pactar, sin posibilidad de valorar adecuadamente, con 
lo cual, eso que ustedes nos prometen como una cosa 
estupenda para las comunidades autónomas, darnos 
más competencias, algunas simplemente de ejecución, 
podría ser un arma de doble filo y volverse contra las 
propias comunidades autónomas, que tendrían que 
ejercer dichas competencias en peores condiciones que 
las está ejerciendo en este momento el Gobierno de la 
nación. Eso colaboraría al descrédito del proceso auto- 
nómico -algo que nosotros ya hemos puesto de mani- 
fiesto aquí más de una vez y que a veces parece que está 
en el fondo de algunas de las decisiones que ustedes 
toman-, a que los ciudadanos no aprecien -como que- 
remos los autonomistas que se aprecie- la bondad del 
sistema autonómico, la bondad del Estado autonómi- 
co, la bondad de la descentralización, la bondad de un 
sistema que está diseñado en la Constitución y que to- 
dos estamos obligados a cumplirlo. 

Hay que mejorar la financiación, y no dice nada este 
proyecto de ley. No hablan ustedes nada de la financia- 
ción, tema que está pendiente todavía, que no hemos 
resuelto para la situación actual y que no resolvemos 
para la situación nueva que se crea. Y hay que cambiar 
los mecanismos de negociación, los mecanismos de va- 
loración, los mecanismos de las comisiones mixtas que 
saben ustedes que no han funcionado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Se- 
ñor Mur, le ruego concluya, por favor. 

El señor MUR BERNAD: Voy terminando, señor Pre- 
sidente, pero permítame que diga que Aragón tiene to- 
dos los derechos históricos, las señas de identidad y la 
voluntad de ser autonomista que le hacen acreedor a 
la plena autonomía. Reino durante varios siglos, Esta- 
do con instituciones propias, cabeza de la Corona de 

Aragón, modelo de confederación de estados, leyes y 
fueros antes que reyes y la voluntad autonómica reite- 
rada masivamente. Y le recuerdo que esto no es una vo- 
luntad sobrevenida. Le recuerdo Caspe, 1936, y la guerra 
civil que tan nefasta fue para Aragón y que impidió que 
tuviéramos un estatuto de autonomía; 23 de abril de 
1978; 23 de abril de 1992. El sentimiento autonomista 
aragonés, señores del Gobierno, no es nuevo ni es so- 
brevenido, como ustedes conocen muy bien. Nosotros 
pedimos que eso se nos reconozca con hechos y no so- 
lamente con palabras. 

Para terminar, lamento tener que decir aquí algo que 
he dicho muchas veces, porque no puede cambiar el dis- 
curso. La organización del Estado sigue siendo un te- 
ma pendiente, y un tema que nos agobia a todos. El 
Título VI11 de la Constitución, a pesar de lo que dicen, 
es el que menos se ha cumplido, y eso sigue plantean- 
do agravios, injusticias y dificultades. No se puede per- 
petuar la desigualdad de los españoles por razón de la 
autonomía en la que residan. El pacto autonómico que 
ustedes han suscrito, señores del Gobierno, Señores del 
PSOE y del PP, no soluciona ningún problema, simple- 
mente los aplaza y los agrava. El Estado autonómico 
hay que desarrollarlo con lealtad a la Constitución y 
debe servir para sustiuir el viejo Estado centralista. Se 
trata, pues, de un nuevo modelo, no de superponer a 
un Estado centralista un Estado autonómico, porque 
esto es negativo, costoso y poco eficaz. Queremos un Es- 
tado, no dos Estados, y en la medida en que se implan- 
te el Estado de las autonomías hay que reducir el viejo 
Estado, el viejo modelo. En esto los socialistas han fra- 
casado, porque la Administración central tiene más mi- 
nisterios y más funcionarios que cuando era confesa- 
damente centralista. 

En definitiva, la mala distribución de competencias 
hace que el Estado, en su conjunto, sea más costoso y 
más ineficaz. La reforma de los estatutos de autonomía 
debe partir de las propias comunidades autónomas, no 
de un pacto hecho en Madrid de espaldas a los que va 
destinado. Por este camino se impondrá un modelo de 
autonomía que incumple la Constitución, no respeta las 
características de las comunidades autónomas y las pri- 
va de participar en el proceso. Yo creo que estamos to- 
davía a tiempo de remediar, en el trámite de Ponencia 
y Comisión, algunos de los errores, aunque evidente- 
mente no el fondo político que subyace tras esta ley. 
Desde luego, nosotros, en Aragón, seguiremos defen- 
diendo aquello que creemos, aunque aquí haya 280 vo- 
tos en contra de la enmienda que yo acabo de defender. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor Mur. 

Enmienda del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, para cuya defensa tie- 
ne la palabra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, es preciso comenzar reconociendo que, en el ya 
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largo proceso de construcción del Estado de las auto- 
nomías, hemos llegado a unas metas importantes 
-nadie lo cuestiona- desde aquellos tiempos de co- 
mienzos de los años setenta en los que, podemos recor- 
dar, cuando salíamos a las calles pedíamos libertad, 
amnistía y estatuto de autonomía. Las preautonomías, 
el debate constitucional, los estatutos de autonomía, la 
Loapa también, todo ese proceso es importante en es- 
tos momentos, y así lo pone de manifiesto el balance 
que ha hecho el señor Ministro, con más de seis billo- 
nes de gasto y medio millón de funcionarios: todo eso 
está ahí y es importante. Pero, en nuestra opinión, ese 
proceso ya se ha agotado. En estos momentos todo eso 
está agotado. El impulso proveniente de los estatutos 
iniciales y de la Constitución, aquel debate inicial está 
agotado. ¿Por qué? Porque constatamos la incapacidad 
para dar satisfacción a las demandas que, no sólo en 
las comunidades autónomas del 143, sino en la genera- 
lidad de los pueblos de España, se han expresado: por- 
que el proceso, hasta ahora, no ha sabido resolver la 
otra parte, la Administración central, que no ha conse- 
guido adaptarse al modelo autonómico para superar to- 
das esas disfuncionalidades que aquí se han señalado; 
y porque, además, el modelo, hasta ahora, se ha hecho 
en pro de las comunidades autónomas que han obteni-’ 
do un 25 -posiblemente más- del gasto público, pero 
las administraciones municipales no han conseguido 
despegar. 

Nosotros creemos que ese modelo no ha conseguido 
todos sus objetivos y que, por tanto, está agotado. Cree- 
mos que, en estos momentos y sin ningún paliativo, 
nuestro sistema democrático debe responder a los in- 
tereses que los diferentes pueblos de España han mos- 
trado para ver reconocida y desarrollada su perso- 
nalidad, sus hechos diferenciales. En estos momentos 
-y es conveniente decirlo-, ello no está en contradic- 
ción con el proceso de integración en Europa. Nosotros 
creemos claramente que el fortalecimiento de las raí- 
ces, el fortalecimiento de la identidad de cada uno de 
los pueblos de España va a permitir que nos incorpo- 
remos y que contribuyamos mejor al intercambio y a 
la construcción europea. 

Pues bien, en estos momentos en que es patente la 
necesidad de dar un impulso sustancial a ese modelo 
agotado y que se plantea la necesidad de cambiar el mo- 
delo, se nos trae un proyecto que, con una excusa fun- 
damental técnico-jurídica de coordinación, de armoni- 
zación y de homogeneización de términos, en realidad 
está encubriendo un problema político, una voluntad 
política centralista. 

Quiero recordar aquí que, al producirse un parón des- 
centralizador en 1981 y 1982, cuando se estaban redac- 
tando los primeros estatutos, se encomendó a aquella 
Comisión de expertos que dibujara esas líneas técnico- 
jurídicas, coartada suficiente para que los dos partidos 
mayoritarios de aquel entonces pudieran proceder a ese 
reajuste y recorte en lo que se estaba produciendo en 
el país. Algunos se asustaron al pensar que era dema- 
siado lo que se estaban reclamando desde las comuni- 

dades autónomas, se oyó algún ruido de sables y enton- 
ces se produjo un reajuste de las apetencias autonomis- 
tas de los pueblos de España. De nuevo aquí se esgri- 
men argumentos, con estudios profundos que se han 
hecho, sobre la necesidad de armonizar, homogeneizar, 
etcétera. 

Por tanto, nuestra objeción sustancialmente es al mo- 
delo. Creemos que España, una vez agotado el modelo 
de los primeros estatutos de autonomía y pasado el pri- 
mer impulso, debe caminar decididamente hacia el fe- 
deralismo. Es evidente que en estos momentos 
diferimos de los dos grupos que apoyan este proyecto 
de ley que, como ha señalado el Ministro, tiene dos pa- 
ternidades: una, política, de grupos de la Cámara, y 
otra, del Gobierno. ¿Cuál es el impulso que se debe dar 
en estos momentos? Nosotros creemos que se deben 
compaginar dos hechos igualmente importantes. Por 
una parte, hay que proceder a elevar el techo de las co- 
munidades autónomas que, por acceder por otra vía, 
deben llegar al techo constitucional -por tanto se de- 
be proceder a una cierta igualdad de competencias-, 
pero, por otra parte, se deben mantener los hechos di- 
ferenciales de cada una de las comunidades y de cada 
uno de los pueblos de España. Además, señor Ministro, 
peculiaridades las ha habido siempre. Se pretende ha- 
cer ahora un proceso uniforme por una ley de delega- 
ción, cuando en este país no ha habido una cosa igual 
a la otra. Primero hubo unas comunidades autónomas 
que se vieron libres de tener que iniciar el proceso por 
un referéndum, por unas razones históricas, pero se vie- 
ron libres del proceso general; después hubo que incor- 
porar a Segovia, más tarde a Almería y luego, a una 
serie de comunidades autónomas que entraron por el 
artículo 143 se les dio por una ley de delegación un in- 
cremento de esas competencias. Por tanto, nada ha si- 
do igual en este país. Nosotros creemos que tiene 
sentido advertir esto cuando se quiere hacer ahora una 
ley que equipare a las comunidades autónomas. Por 
otra parte, voy a tratar de demostrar que no hay nin- 
gún tipo de equiparación. 

Reclamamos, por tanto, las peculiaridades históricas 
por razones objetivas y subjetivas, culturales, económi- 
cas o la voluntad de autogobierno de cada comunidad 
autónoma para resolver tal o cual problema específi- 
co. Si además, en estos momentos en que estamos dis- 
cutiendo avanzar en la integración en Europa, estamos 
diciendo que no queremos que haya países de primer 
y de segundo nivel, sería absurdo consagrar en nues- 
tra realidad española dos niveles de comunidades autó- 
nomas, unas, que accedieron por una vía pero que están 
ya situadas en un determinado nivel, y otras que, a pe- 
sar de los esfuerzos -como voy a tratar de decir-, a 
pesar de este proyecto de ley, no van a conseguir acce- 
der a esos niveles. En todo caso, quiero señalar que los 
cambios que se produzcan en los poderes legislativos 
o ejecutivos, o incluso en los recursos de las comuni- 
dades autónomas, sirven de poco si no son reflejo del 
reconocimiento de las peculiaridades y de la persona- 
lidad diferenciada. Es decir, ¿de qué sirve que ahora 
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a todas se les incremente si no es por voluntad de las 
propias comunidades sino que es por voluntad del 
Estado? 

Por tanto, la primera objeción que nosostros hacemos 
es a la forma con que se ha hecho este proceso para lle- 
gar a este proyecto de ley orgánica porque, como ha di- 
cho textualmente el señor Ministro y se lo han recor- 
dado, es iniciativa del Gobierno. Algunas de las comu- 
nidades autónomas -probablemente todas- de algu- 
na u otra forma habían expresado su voluntad. Hay 
modificaciones de estatutos de autonomía que están re- 
tenidas en esta Cámara desde hace años, algunas inclu- 
so han sido desechadas. Los aragoneses nos manifes- 
tamos el 23 de abril en las calles pidiendo autonomía 
plena. Por tanto, había una voluntad de las comunida- 
des autónomas de entrar en este proceso. Entonces, sin 
contar con la voluntad de las comunidades autónomas, 
las fuerzas políticas se reúnen con el Gobierno y lle- 
gan a un pacto. Nosotros creemos que es necesario el 
pacto de las fuerzas políticas, pero no es suficiente. 
El pacto de las fuerzas políticas hecho aquí, en Ma- 
drid, no puede sustituir a la voluntad de todas y cada 
una de las comunidades autónomas, que es lo que se 
pretende. Se les da el menú y, además, se les da el pro- 
cedimiento y se les dice que después reformarán los es- 
tatutos de autonomía para incorporar estas compe- 
tencias. 

Nosotros creemos que una vez que se ha accedido al 
autogobierno, la llave la tienen las comunidades autó- 
nomas, la tienen los estatutos. Es verdad que hay un 
artículo, el 150.2, que le da esas atribuciones al Esta- 
do, pero no como instrumento fundamental; en todo ca- 
so, debería ser accesorio. Ahora, la autonomía es de las 
comunidades: el autogobierno lo tienen las comunida- 
des, tienen sus propios estatutos que, efectivamente, re- 
gulan de forma diferenciada, pero ésa es la riqueza. 
Ahora, la iniciativa debería haber partido de las comu- 
nidades autónomas. En todo caso, deberían haber sido 
consultadas en el pacto y en las conversaciones. No se 
puede, insisto, sustituir la voluntad de las comunida- 
des autónomas por el pacto de las fuerzas políticas he- 
cho aquí, en Madrid. 

El señor Ministro ha dicho que representan el 65 por 
ciento de los votos. Señorías, debates como el del refe- 
réndum francés, los partidos políticos que lo apoyan, 
son muy interesantes. ¿Creen ustedes que los 130.000 
o 135.000 aragoneses que nos manifestamos el 23 de 
abril eran sólo electores de las fuerzas que están en con- 
tra de esta ley de delegación y que pedían la inmediata 
revisión del Estatuto para ampliar sus competencias 
y sus reformas institucionales? ¡Ojalá! Es evidente que 
había votantes, militantes, cargos públicos del Partido 
Socialista y del Partido Popular. Por tanto, apelar aho- 
ra a un 65 por ciento del electorado que sostienen es- 
tas dos fuerzas no es, señorías, suficiente para justificar 
este atropello que se está haciendo a las comunidades 
autónomas. 

Segunda objeción. Es verdad que trata de equiparar 
a las comunidades autónomas del 143, pero entre sí, no 

con las del 151. Nosotros hemos presentado enmiendas 
parciales y entendemos que nada menos que 15 com- 
petencias nos distancian todavía a las comunidades del 
143 de las del 151. En algunos casos, consiste en subir 
de nivel de desarrollo a competencia exclusiva, pero hay 
15 competencias que nos distancian. Ya he dicho que 
no es un problema de igualdad, por igualdad sino de 
que en el punto de partida, para configurar ese auto- 
gobierno, todas las comunidades autónomas tengan las 
mismas posibilidades. El texto constitucional se hizo 
-y lo ha recordado el señor Ministro, y en eso estamos 
de acuerdo- cuando no se sabía siquiera si todo el te- 
rritorio del Estado, si todos los pueblos de España de- 
seaban acceder al autogobierno. Por eso se hicieron esas 
fórmulas, pero en estos momentos en que hay ya una 
experiencia de autogobierno, creemos que es la ocasión 
de cerrar ese diseño abierto que dejó la Constitución, 
estableciendo el techo para las diferentes comunidades 
autónomas en los mismos parámetros. 

La tercera objeción creemos que puede considerar- 
se técnica, pero no sólo es técnica sino que también es 
política. Las competencias diferidas que tenían los pro- 
pios estatutos -y Aragón es una de las comunidades 
que tiene en su Estatuto bastantes competencias dife- 
ridas, incluso la del Insalud- ahora se rebajan. Que 
una competencia estuviera en el estatuto y estuviera di- 
ferida quiere decir, en primer lugar, que ya estaba en 
su marco competencial. Ahora se dice que nos olvida- 
mos de las competencias que ya tenían diferidas los es- 
tatutos y que se excedieron -lo he leído en la Memo- 
ria-, se pasaron y vamos a reconducirlas. No se pue- 
de. El Estado no puede transferir ahora a las comuni- 
dades autónomas algo que ellas tienen en sus propios 
estatutos, aunque sea diferido, pero que tenían como 
competencia en los propios estatutos. 

La siguiente objeción es que por lo menos 9 de las 
32 competencias que se pretenden transferir las pode- 
mos incluir en el artículo 149.3. Efectivamente, el jue- 
go del 149.3 ha provocado muchos debates. Eran compe- 
tencias disponibles para las comunidades autónomas 
y, si las comunidades autónomas no querían disponer 
de ellas, el Estado se las quedaba, porque es evidente 
que había que cerrar el marco de las administraciones 
de este país en la Constitución; pero son disponibles 
por las comunidades autónomas. Por tanto, entendemos 
que los términos que se utilizan en la ley, que se ((trans- 
fiere )> a las comunidades autónomas, es excesivamen- 
te lesivo para las autonomías, porque ellas podían 
disponer y, por tanto, no son competencias del 149.1 que 
el Estado pueda transferir. Creemos que deberían ajus- 
tarse esos elementos y quedar claro que el Estado pue- 
de transferir de lo que es suyo. Lo que está disponible 
para las comunidades autónomas creemos que no de- 
be tranferirlo, porque estaba en la libre disposición de 
ese mecanismo, según el cual los propios estatutos o 
ya las aceptaron, que eran las competencias diferidas, 
o estaban en estos momentos en condiciones porque 
han transcurrido cinco años. La última objeción gene- 
ral a este proyecto es que la ley intenta dar competen- 
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cias sin garantizar su ejecución. Es verdad que no fi- 
gura en el texto de la ley -figura en los pactos- que 
habrá un artículo de incorporación en los estatutos de 
las competencias. Señorías, si es cierto -y nosotros 
creemos que lo es- que se va a incrementar en un bi- 
llón de pesetas la gestión de las comunidades autóno- 
mas, que se van a incrementar competencias tan impor- 
tantes como educación, ¿ustedes creen, señorías, que 
es posible mantener los actuales instrumentos institu- 
cionales de los estatutos, que tienen recortados sus pe- 
ríodos de sesiones, que tienen establecidos anumerus 
claususn para las consejerías, etcétera? Todo eso es im- 
posible asumiendo nuevas competencias. Por tanto, el 
incremento de las competencias exige reformas esta- 
tutarias e institucionales en todas las comunidades 
autónomas. Ustedes dan competencias, pero cortan las 
posibilidades de poder ejercitar suficientemente esas 
competencias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Se- 
ñor Martínez Blasco, le ruego que concluya. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Voy a intentar termi- 
nar, señor Presidente. 

Nosotros entendemos que por todas estas razones el 
proyecto debe devolverse al Gobierno para que de co- 
mún acuerdo con las fuerzas políticas -esto es nece- 
sario, pero no suficiente-, pero sobre todo de acuerdo 
con las comunidades autónomas, se dé un paso signifi- 
cativo hacia un mayor autogobierno de los pueblos de 
España, de todos los pueblos de España, que redunda- 
rá, sin duda, en la mejora de las condiciones de vida. 
Este proyecto -alguien lo ha señalado ya- data de 
1984 o 1985. Es decir, cuando los estatutos de autono- 
mía por haber entrado en la vía del 143 tenían un lími- 
te, la ley de transferencias de delegación del 150.2 
hubiera servido para mejorar su situación competen- 
cial, como se hizo con Valencia y Canarias. Pero ahora 
que han transcurrido ya en exceso los cinco años que 
les permite la Constitución y sus propios estatutos de 
autonomía, éste no es el instrumento adecuado, es el 
instrumento -insisto- de 1984. No repitan ustedes el 
mismo error de la Loapa, el mismo error de 1981, con 
esa coartada técnico-jurídica de armonizar lo que evi- 
dentemente está señalado en los distintos estatutos de 
autonomía. Las comunidades autónomas quieren tener 
voz, porque así lo reconoce la Constitución y sus esta- 
tutos, y quieren tener la iniciativa. 

Voy a atreverme a hacer, en nombre de mi Gmpo, una 
recomendación a los padres de la criatura, al Gmpo Po- 
pular y al Grupo Socialista: Escuchen a las comunida- 
des autónomas, escuchen a sus votantes en las comu- 
nidades autónomas, incluso a sus cargos públicos en 
las comunidades autónomas, que ya tienen experien- 
cia para saber lo que quieren y lo han expresado en di- 
ferentes momentos en los últimos meses. No se coarte, 
no se pierda una oportunidad histórica de avanzar en 

la armonización de los intereses de los diferentes pue- 
blos de España. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor Martínez. 

¿Turno en contra de las enmiendas? (Pausa.) Por el 
Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO ALVAREZ: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, quiero empezar esta in- 
tervención felicitando al señor Ministro por la introduc- 
ción y la presentación de la ley que ha hecho, pero 
también quiero decirle que lo tenía fácil, porque pre- 
sentar un proyecto de ley orgánica que lleva incorpo- 
rado el mayor avance en la construcción del Estado de 
las autonomías que se realiza desde los años 1981, 1982 
y 1983 significa entrar con facilidad en esta Cámara. 
También lo tenía fácil porque presentar este proyecto 
de ley orgánica tras la experiencia de funcionamiento 
francamente bueno del Estado de las autonomías du- 
rante todos estos años, tras la experiencia de la apro- 
bación de estatutos de autonomía pactados por la 
mayoría de las fuerzas políticas, tras la elaboración de 
acuerdos de financiación entre el Gobierno y las comu- 
nidades autónomas durante dos períodos quinquena- 
les ya, 1986-1991 y 1992-1996, tras un acuerdo de 
reforma del Fondo de Compensación Interterritorial 
que garantiza el principio de solidaridad al lado del 
principio de suficiencia que va implícito en los acuer- 
dos de financiación, todo ello realmente le ha abierto 
un buen camino para entrar en esta Cámara con este 
proyecto de ley orgánica. También se planteaba la ne- 
cesidad política de abordar este nuevo avance en la 
construcción del Estado de las autonomías desde el ám- 
bito del mayor acuerdo político que pudiera conseguir- 
se. Por tanto, en esta dirección nos pusimos manos a 
la obra el Gobierno, el Partido Socialista y el Partido 
Popular también, con la voluntad de que este acuerdo 
fuese lo más amplio posible en su elaboración. 

Es necesario recalcar la importancia tanto cuantita- 
tiva como cualitativa implicada, incorporada en este 
proyecto de ley; esto es, tanto en su dimensión de los 
recursos que se movilizan hacia las comunidades autó- 
nomas como de la capacidad política adicional que las 
comunidades autónomas del artículo 143 de la Consti- 
tución van a tener con la aprobación de este proyecto 
de ley: 32 competencias y un volumen importante de 
recursos -el Ministro daba con todo detalle los datos- 
y, desde luego, la equiparación sustancial de las comu- 
nidades autónomas del artículo 143 con las del artícu- 
lo 151. Este es un dato importante, porque en este 
debate asistimos a un posicionamiento de los grupos 
que mantienen sus enmiendas de devolución al proyecto 
en el espíritu o con la idea, con la imagen a transmitir 
de que no hay un volumen, una cantidad importante de 
transferencias en este proyecto de ley. Yo creo que hay 
que reconocer que lo que se transfiere en este momen- 
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to, las nuevas competencias que van a asumir las co- 
munidades autónomas a que se refiere el artículo 143 
de la Constitución las dejan prácticamente equipara- 
das con las del artículo 151, con la salvedad del Insa- 
lud, y, desde luego, equiparadas entre ellas en la banda 
más alta posible de las competencias. 

Otro de los argumentos que he oído de los grupos que 
defendieron sus enmiendas es que se equipara con las 
comunidades autónomas del artículo 143, pero no con 
las del 151. Yo creo que hay que ir a los datos del vo- 
lumen total cualitativo y cuantitativo de las compe- 
tencias de las comunidades autónomas del artículo 151 
y de las del 143. Cuando este análisi se hace en pro- 
fundidad no se sostiene, no se mantiene el argumen- 
to de la no equiparación entre ambos bloques de comu- 
nidades. 

La cuestión adicional que se va planteando en las en- 
miendas de totalidad se refiere al ámbito del plantea- 
miento jurídico. Esta es una polémica que uno tiene que 
aceptar en el marco del debate, pero le queda un inte- 
rrogante de cómo se plantea y por qué se plantea aquí. 
Pretender que la asunción de estas nuevas transferen- 
cias por parte de las comunidades autónomas no pue- 
de hacerse más que a través de la reforma de estatutos, 
no se sostiene ni jurídica ni políticamente. El artículo 
150.2 de la Constitución -a veces es bueno leerlo- di- 
ce: «El Estado podrá transferir o delegar en las Comu- 
nidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades 
correspondientes a materia de titularidad estatal que 
por su propia naturaleza sean susceptibles de transfe- 
rencia ... ». Es suficientemente explicativo. N o  creo que 
requiera de ningún elemento adicional para asumir que 
es perfectamente válido hacer esta transferencia a tra- 
vés del artículo 150.2 de la Constitución. Es también 
claro que el artículo 148.2 establece que transcurridos 
cinco años, y mediante la reforma de sus estatutos, las 
comunidades autónomas podrán ampliar sucesivamen- 
te sus competencias dentro del marco establecido en 
el artículo 149. 

Por tanto, estamos ante dos posibilidades perfecta- 
mente constitucionales y perfectamente asumibles des- 
de el ámbito político. Pero hay más todavía. Los esta- 
tutos de autonomía -que también es bueno leerlos- 
se refieren de forma explícita a esta cuestión. Así, por 
ejemplo, el Estatuto de Autonomía de Extremadura ha- 
bla específicamente de las competencias diferidas en 
su artículo 10, apartado 2, y dice que la asunción de 
las competencias previstas en el apartado anterior se 
podrán realizar, uno, transcurridos los cinco años a que 
se refiere el artículo 148.2, mediante ley orgánica apro- 
bada según lo previsto en el artículo 147.3 de la Cons- 
titución y, dos, a través de los procedimientos estable- 
cidos en los números 1 y 2 del artículo 150 de la Cons- 
titución, bien a iniciativa de la Asamblea, bien a pro- 
puesta del Gobierno de la nación. Estamos ante un 
planteamiento en el ámbito jurídico que no crea real- 
mente ninguna duda, pero lo pasamos al ámbito políti- 
co. ¿Qué es lo que tiene de mayor legitimidad que el 
proceso se inicie en los parlamentos autonómicos a que 

el proceso se inicie en el Parlamento de la nación? 
¿Existe alguna legitimidad adicional en el ámbito po- 
lítico de los parlamentos autonómicos que no tenga el 
Parlamento de la nación? Yo creo que no. Yo creo que 
es perfectamente lógico, y desde luego está en la línea 
del máximo de coherencia política, que este proceso se 
inicie desde este Parlamento, porque cuando menos tie- 
ne la misma legitimidad que el proceso iniciado de cual- 
quier otra forma. 

Entrando más en el debate político, señorías, el pro- 
cedimiento que queremos seguir para todo este proce- 
so también va a llevar aparejado y va a implicar la 
reforma de los estatutos. N o  estamos solamente en el 
ámbito de establecer y de definir un procedimiento 
jurídico-constitucional, que cualquiera de los dos lo se- 
ría, sino que lo que creemos que el proceso con mayor 
viabilidad política y, por tanto, con la participación de 
las comunidades autónomas es la aprobación por el 
Parlamento de la nación de esta ley orgánica y, a conti- 
nuación, la incorporación de las transferencias recogi- 
das en esta ley orgánica en los estatutos de autonomía. 

En las tres intervenciones de los tres grupos enmen- 
dantes se hacía una crítica a que el proceso de pacto 
entre los partidos políticos marginaba y no tenía en 
cuenta las opiniones de las comunidades autónomas. 
Yo creo que la primera cuestión es -y el representan- 
te de Izquierda Unida lo decía de forma explícita- re- 
conocer que en un sistema democrático los acuerdos 
entre los partidos políticos son una forma perfectamen- 
te lógica de funcionamiento y perfectamente lógica del 
establecimiento de la dinámica, en este caso, de asun- 
ción de competencias por las comunidades autónomas. 
Por lo tanto, partimos del planteamiento de la legitimi- 
dad de proceder a través de acuerdos políticos entre 
partidos; acuerdos políticos entre partidos que, por otra 
parte, fueron públicos, abiertos y con invitación, a to- 
do el arco parlamentario de esta Cámara, a establecer 
su opinión y a asumir colaboraciones en este acuerdo. 
Desde luego, no se intenta -no sería ni siquiera de 
recibo- suplantar, a través de estos acuerdos, a las ins- 
tituciones. Esto que está sucediendo aquí es el debate 
político en la institución del Parlamento de la nación 
para iniciar este proceso. Pero, para ir continuado, ¿de 
qué? Para ir continuado de los propios debates en los 
parlamentos autonómicos. Por tanto, no se está hurtan- 
do ningún debate a ninguna institución. Va a ir segui- 
do, ¿de qué? Va a ir seguido del posicionamiento y del 
pronunciamiento democrático de todos los parlamen- 
tos autonómicos de las comunidades autónomas del ar- 
tículo 143. Por tanto, no se está haciendo ninguna 
suplantación ni se está restando ninguna capacidad de 
contribuir y de opinar a los parlamentos autonómicos. 
Allí veremos cuál es la opinión de cada uno de los diez 
parlamentos autonómicos; allí veremos cómo cada fuer- 
za política y cómo cada grupo político se definen en tor- 
no a lo que es el mayor avance en la construcción del 
Estado de las autonomías desde el año 1982-83. Por tan- 
to, no se está estableciendo ninguna suplantación de 
ninguna institución. 
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Pero también hay que introducir en este debate la im- 
portancia que esta ley, una vez asumidas las transfe- 
rencias, tendrá en el ámbito del nivel de descentra- 
lización en que nos estamos moviendo, porque el Esta- 
do autonómico resultante después de estas transferen- 
cias admite la comparación, en el nivel de 
descentralización, con los países teóricamente más des- 
centralizados del mundo occidental. Admite la compa- 
ración con Alemania, admite la comparación con 
Estados Unidos; desde luego está muchísimo más des- 
centralizado que Francia y Bélgica y está a la altura de 
los niveles de descentralización de Australia y supera- 
do por Canadá, que tiene un sistema político diferente 
del nuestro en el ámbito territorial. 

Por otra parte -y quiero dejar aquí la constancia por 
parte del Grupo Socialista-, lo que queremos una vez 
que esta ley sea aprobada por esta Cámara, si los dife- 
rentes estatutos de autonomía son reformados por las 
comunidades autónomas, es dejar constancia de nues- 
tra voluntad política de que las transferencias que es- 
te proyecto de ley establece se lleven a cabo en el plazo 
más breve posible. Por tanto, que el diseño competen- 
cial que este proyecto de ley establece se haga efectivo 
en el plazo de tiempo más breve posible. Pero hacien- 
do aquí algunas referencias a que todavía es necesaria, 
después de la aprobación de esta ley y de los estatutos, 
la negociación de los medios materiales con cada co- 
munidad autónoma. Esto resulta en cierto modo con- 
tradictorio con lo que están diciendo anteriormente. 
Nadie puede suplantar las funciones de negociación de 
las comisiones mixtas entre cada una de las comuni- 
dades autónomas y el Gobierno de la nación. Por tan- 
to, nosotros partimos del posicionamiento de nuestra 
voluntad política de conseguir que esto sea en el plazo 
de tiempo más breve posible, pero tendrán que ser las 
propias comunidades autónomas, en negociación con 
el Gobierno de la nación, las que establezcan la plas- 
mación efectiva de estas transferencias. 

En la intervención del señor Rebollo se hizo una re- 
ferencia a Ceuta y Melilla, diciendo que el proyecto de 
ley ignora a Ceuta y Melilla. Aquí quiero retrotraerme 
al texto del acuerdo autonómico, porque en el pacto 
autonómico el único punto que queda abierto es, pre- 
cisamente por la importancia que se le da a esta cues- 
tión, el relativo a Ceuta y Melilla. Y, desde luego -y 
hablo en nombre del Grupo Socialista, pero leyendo el 
propio pacto autonómico-, con la voluntad de iniciar 
en muy breve plazo una nueva ronda para acordar una 
redacción definitiva a los estatutos de autonomía de las 
ciudades de Ceuta y Melilla. Y, desde luego, también 
con el planteamiento político de que este estatuto tie- 
ne que salir por acuerdo, tiene que ser aprobado por 
consenso entre las diferentes fuerzas políticas, exacta- 
mente igual que lo fueron los restantes estatutos del Es- 
tado de las Autonomías. 

En algunas de las intervenciones se han ido plantean- 
do adicionalmente algunos temas cad hoc», que he tra- 
tado de ir contestando y de ir situando los temas 
centrales de las tres intervenciones en el ámbito de lo 

que hasta ahora se plantea. Se plantea también el que 
la ley establece -el señor Rebollo 10 decía, el señor Mur 
también- tres bloques de comunidades autónomas, y 
creo que el representante de Izquierda Unida hablaba 
de dos niveles diferentes. Considero que esto puede ser 
argumentado en este momento, en el que hay una dife- 
rencia de competencias relativamente importante en- 
tre las comunidades del artículo 151 y las del 143, pero 
este proyecto de ley lo que hace es precisamente solu- 
cionar esta dificultad, cerrar la brecha de la diferen- 
cia, con excepción del Insalud, estableciendo por tanto, 
unos niveles de competencias, insisto, relativamente 
cercanos entre los dos niveles de autonomías, y por ni- 
veles me refiero a la forma de acceso a la misma. 

El señor Rebollo decía adicionalmente que esto se ha- 
ce en el clima y en el marco del centralismo. Creo que 
después de las cifras que dio el señor Ministro para las 
Administraciones Públicas, esta aseveración, que es 
más de ámbito político general que por el contenido que 
pueda tener, difícilmente se sostiene. 

Al señor Mur quería hacerle un par de referencias 
concretas. Este proyecto de ley no se está tramitando 
con plazo de urgencia, sino por los plazos normales. De 
hecho, fíjese que, desde que los pactos autonómicos se 
firmaron hasta ahora, pasó tiempo y se dio tiempo pa- 
ra asumir la situación por parte de todos los grupos 
políticos. Por tanto, no se lleva con ninguna urgencia 
especial; al contrario, se está llevando con los plazos 
normales de cualquier proyecto de ley. 

El señor Mur hablaba de los aspectos relacionados 
con la financiación. Hay dos niveles para esto, hay dos 
ámbitos de debate. El primero es el sistema de finan- 
ciación de las comunidades autónomas, con un acuer- 
do cerrado, y cerrado también con la Comunidad 
Autónoma de Aragón, y el segundo será las asignacio- 
nes de financiación para las competencias que se trans- 
fieren y eso tendrán que ser las comisiones mixtas las 
que lo elaboren. 

No sé si al PAR le ayudan los errores del Partido So- 
cialista o no; desde luego, al Partido Socialista no le in- 
teresa mucho el que sus planteamientos políticos 
ayuden o no al PAR; nos es exactamente igual. Noso- 
tros hacemos nuestros planteamientos políticos en tér- 
minos de las demandas de los ciudadanos y en términos 
del bienestar de los mismos. 

Hay otro argumento que fue saliendo y que el señor 
Mur hacía de forma explícita -y creo que también el 
representante de Izquierda Unida, señor Martínez 
Blasco-, que es que se rebajan los estatutos de auto- 
nomía. ¡Pero si este proyecto de ley -ley orgánica cuan- 
do sea aprobado- no modifica los estatutos! Este 
proyecto de ley suma a lo que los estatutos tienen lo 
que el proyecto de ley establece, pero no estamos de- 
batiendo un proyeto de ley de modificación de estatu- 
tos; no se está modificando estatuto alguno. De hecho 
era el argumento que ustedes establecían al inicio del 
debate diciendo que no se están modificando los esta- 
tutos de autonomía. Luego no es posible que se reba- 
jen las competencias asumidas por las diferentes 
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comunidades autónomas, en la expresión literal de sus 
propios estatutos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Caballero, le ruego concluya. 

El señor CABALLERO ALVAREZ: Ahora mismo, se- 
ñor Presidente. 

Esta ley, siguiendo los planteamientos del señor Mur, 
lo que hace es lo contrario a establecer privilegios eco- 
nómicos y sociales; lo que hace es dar mayores capaci- 
dades de gobierno a comunidades del 143 que en este 
momento tienen menos de las que tienen las comuni- 
dades del 151. 

Querría hacer alguna reflexión a lo que planteaba el 
señor Martínez Blasco sobre la combinación de la igual- 
dad de las competencias y de los hechos diferenciales. 
Este es, en nuestra opinión, el espíritu que impregna 
este proyecto de ley. Estoy completamente de acuerdo 
con el planteamiento que hace a este respecto. Noso- 
tros creemos que esto es lo que incorpora este proyec- 
to de ley. 

Para concluir, señor Presidente, señoras y señores Di- 
putados, repito lo que dije anteriormente. Este proyec- 
to de Ley orgánica es un avance muy importante en la 
construcción del Estado de las Autonomías. Creo que 
así ha sido reconocido públicamente después de la fir- 
ma del pacto autonómico en el mes de febrero pasado. 
Por tanto, debería ser apoyado, y así lo solicitamos, por 
todos los grupos de la Cámara. Y lo solicitamos por- 
que en un país como el nuestro, en un Estado de las 
Autonomías, se hace un avance de estas características, 
que es reclamado por los ciudadanos, por las comuni- 
dades autónomas y que, precisamente, tardó en conse- 
guirse porque requería el acuerdo político y los 
acuerdos políticos requieren de tiempo y de tranquili- 
dad. Creo que sería coherente con ese espíritu político 
de cooperación que impregna el proyecto que los dife- 
rentes grupos, y así lo solicito, votaran afirmativamen- 
te el proyecto de ley y, por tanto, en contra de las 
enmiendas a la totalidad. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Turno 

Tiene la palabra el señor Rebollo. 
de réplica. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Pre- 
sidente, señorías, no voy a consumir un turno de répli- 
ca en sentido estricto, pero no quiero dejar pasar esta 
oportunidad para señalar que las palabras del repre- 
sentante del Grupo Socialista no han tomado las razo- 
nes alegadas por mí en representación del Grupo 
parlamentario del CDS y, por tanto, no ha podido ni sa- 
bido combatirla, porque agarrándose a la letra y olvi- 
dando el espíritu no se puede abordar ni entender una 
cuestión como ésta. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Mur. 
cias, señor Rebollo. 

El señor MUR BERNAD: Gracias, señor Presidente. 
En el turno de réplica a la intervención en contra de 

la enmienda que este Diputado ha presentado me gus- 
taría hacer algunas precisiones y matizaciones que me 
parecen importantes. La primera de ellas puramente 
procedimental, para que no quede duda de que aque- 
llo que se puede comprobar que yo he dicho es cierto. 
Porque si de lo que se puede comprobar hay dudas, ima- 
gínese usted en lo que es opinable. 

Cuando he dicho que esta ley se ha tramitado por el 
procedimiento de urgencia, tengo a la vista el Boletín 
de las Cortes de 7 de septiembre, que dice: Proyecto de 
ley. Autor: el Gobierno, solicitando que el proyecto de 
ley orgánica de transferencias de competencias a co- 
munidades autónomas que accedieron por el 143 sea 
tramitado por el procedimiento de urgencia. Esto lo 
acuerda la Mesa el día 3 de septiembre y lo publica. Por 
tanto, esto no es discutible, señor Caballero, porque si 
discutimos algo que es tan meridionalmente, imagíne- 
se cómo nos vamos a poner de acuerdo en aquello que 
es opinable. No le doy mayor importancia. Ha sido un 
argumento que he utilizado porque sorprende que se 
le quiera dar a esto tanta urgencia que ha impedido -y 
reitero el argumento- que las enmiendas sean conoci- 
das por los señores Diputados con un mínimo de tiem- 
po. Ya sé que el Reglamento lo permite en casos excep- 
cionales, que, a mi juicio, no es éste. Por tanto, no estoy 
en contra de lo que la Mesa ha decidido, sino poniendo 
de manifiesto que se ha utilizado un procedimiento que 
nos gustaría que se utilizara para otras cuestiones y no 
para ésta. 

Dicho esto, que era de mero matiz, pero importante, 
voy a responder algunos de los argumentos en contra, 
leves argumentos en contra, que agradezco mucho, se- 
ñor Caballero. La verdad es que le agradezco mucho el 
tono de su intervención; le agradezco mucho sus argu- 
mentos porque creo que usted ha defendido lo que te- 
nía que defender, ha dicho lo que tenía que decir, pero 
realmente no ha rebatido ninguna de las cuestiones fun- 
damentales que he puesto de manifiesto. 

Ha empezado felicitando al Ministro, como es lógi- 
co. iFaltaría más que un miembro significado del Par- 
tido Socialista no felicite a un Ministro de este Gobier- 
no! Tal y como están las cosas, es lo que hay que hacer 
cuando se empieza un debate. Luego, ha defendido us- 
ted el pacto. También me parece lógico que defienda el 
pacto porque hay que ser consecuentes. En eso, tengo 
que reconocerles una consecuencia que les lleva a cum- 
plir estrictacmente aquello que ustedes han pactado. 
Cuando yo ponía reparos al pacto -y ustedes son li- 
bres de pactar aquello que crean oportuno-, quería po- 
ner de manifiesto que todo consenso entre las fuerzas 
políticas que expresan el pluralismo de nuestras Cor- 
tes Generales sólo puede producirse para procurar que 
sea realidad lo que nuestra Constitución manda, nun- 
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ca para desvirtuar o adulterar ese mandato, porque la 
voluntad permanente que la Constitución expresa no 
puede ser modificada por la voluntad contingente de 
dos o más grupos políticos. Eso es lo que quiero que 
quede claro: voluntad contingente. el mandato consti- 
tucional es permanente y, a veces, la voluntad contin- 
gente es de un momento. Eso es lo que he querido decir. 

Entrando en el fondo de la cuestión, usted habla de 
las treinta y dos competencias que el pacto reconoce. 
Mire usted, en Aragón, solamente catorce, alguna de 
ellas tan chocante como el servicio meteorológico de 
interés de la comunidad autónoma. ¿Quiere usted de- 
cir, señor Caballero, que si no se nos reconoce por una 
ley orgánica que tenemos derecho a establecer nues- 
tro servicio meteorológico para interés de la comuni- 
dad autónoma no lo vamos a poder tener? El servicio 
meteorológico se llama ahora Servicio Meteorológico 
Nacional, de toda la nación; esto quiere decir que en 
Aragón nos tenemos que fiar de lo que diga el Servicio 
Meteorológico Nacional desde Madrid. Creo que no se 
puede dar a esta competencia el carácter de algo que 
va a cambiar la naturaleza de nuestra comunidad autó- 
noma. Yo no sé si el día en que tengamos el servicio me- 
teorológico de nuestra comunidad autónoma lograre- 
mos que llueva más, pero no creo que esto sea precisa- 
mente para vanagloriarse. 

Se lo voy a poner más fácil. Si usted dice que con es- 
to se equiparan las autonomías del 143 a las del 151, 
estamos elaborando un texto en las Cortes de Aragón, 
con el consenso de tres fuerzas políticas, en el que, a 
nuestro juicio, sí que se equiparan, porque ampliamos 
competencias que no se recogen en el pacto y porque 
hacemos reformas institucionales tan necesarias para 
que, si de verdad creemos en lo que estamos haciendo, 
se puedan llevar a cabo con medios, ampliando el pe- 
ríodo de sesiones de los parlamentos, no limitando las 
funciones de los parlamentarios, no limitando el núme- 
ro de consejeros, no encorsetando las instituciones de 
la comunidad autónoma. 

Ese es nuestro proyecto y, por lo que usted ha dicho, 
entiendo que lo van a apoyar. Con eso sí que nos acer- 
caríamos bastante -para nosotros, hoy por hoy, sería 
suficiente- a las autonomías del 151. En ese aspecto, 
estoy muy satisfecho porque como usted insiste en equi- 
parar, después de todo este proceso, las autonomías del 
143 con las del 151 -como no podía ser menos, porque 
yo sé que usted no tiene ninguna intención de no cum- 
plir la Constitución-, tiene una oportunidad magnífi- 
ca en las Cortes de Aragón si su Partido, el Partido 
Socialista, apoya lo que el resto de los partidos está ha- 
ciendo. 

Para terminar, me reafirmo en todo lo que antes he 
dicho, porque creo que lo que estamos debatiendo no 
es algo accidental o circunstancial, es algo fundamen- 
tal. Mire usted, señor Caballero, los retos europeos, que 
es lo que ahora les preocupa más a ustedes, exigen que 
nuestra organización interna esté acabada, sea eficaz 
y pueda competir con el resto de las regiones europeas. 
Si no se resuelven los desequilibrios regionales en Es- 

paña, es imposible la convergencia económica con 
Europa, y lo iremos viendo a lo largo de los meses y 
de los años. Este es el gran reto de la convergencia, pe- 
ro este reto también empieza en las comunidades 
autónomas. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Martínez. 
cias, señor Mur. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, comprendo el cansancio a estas horas, pero, por 
lo menos, para nuestro Grupo y para este Diputado el 
tema es muy importante porque produce un nuevo quie- 
bro en el diseño del Estado en nuestro país. 

La oposición a las enmiendas a la totalidad se ha sus- 
tentado, aparte de la felicitación al señor Ministro, en 
que tenemos altísimos niveles de descentralización del 
gasto. No sólo no lo he discutido, sino que he señalado 
que me parece que es superior a ese 25% que se seña- 
la. Pero no es ése el problema, aunque también he se- 
ñalado el tema de nuestras corporaciones locales y de 
los ayuntamientos: no estamos discutiendo eso. Aquí es- 
tamos discutiendo cosas más sustanciales en ese dise- 
ño del Estado. El artículo 150.2 de la Constitución jclaro 
que está en la Constitución!, jclaro que está en los Es- 
tatutos de Autonomía! Lo que no compartimos es la pre- 
cisión del Grupo Socialista de que cualquiera de los dos 
-ahí está el matiz, matiz muy importante- están en- 
la Constitución, pero no son igualmente adecuados en 
este momento, y también he señalado esta precisión. Si 
la ley de delegaciones hubiese venido a las comunida- 
des del artículo 143 en 1983, 1984 y 1985, estoy seguro 
que todas las comunidades autónomas hubiesen dicho 
que sí, porque entonces suponía romper el límite de los 
cinco años para poder acceder a niveles superiores de 
autonomía. Pero en estos momentos, en que las comu- 
nidades autónomas han accedido al autogobierno, ellas 
son las que tienen la llave. Entonces, ambos instrumen- 
tos están legitimados en la Constitución, pero nosotros 
entendemos que políticamente no es lo mismo uno que 
el otro. 

Efectivamente, no se pospone a las comunidades 
autónomas en el sentido de que no van a participar en 
el proceso. Tendrán que votar, si se les deja, la Ley de 
Reforma de los Estatutos de Autonomía y tendrán que 
participar en las comisiones de transferencias. i Falta- 
ría más! Pero es un problema de por dónde se comienza 

No estamos discutiendo la legitimidad de estas Cor- 
tes para tener iniciativas legales. ¡Cómo vamos a dis- 
cutir nosotros la legitimidad de las Cortes! Discutimos 
que lo oportuno, lo conveniente, lo lógico en nuestro Es- 
tado de autonomías sea que la iniciativa de «café para 
todos)) parta de estas Cortes y no de las comunidades 
autónomas. Ha dicho el portavoz del Grupo Socialista: 
Allí veremos, en el debate de las comunidades autóno- 
mas. Hago yo la pregunta: Y si una comunidad autóno- 
ma, en el debate de esa reforma de los Estatutos para 
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incorporar estas competencias, pide a estas Cortes más 
competencias y reformas constitucionales, 2 se acepta- 
rá? Ahí lo veremos. 

Que las comunidades quedan ahora en igualdad sus- 
tancial, permítame que lo niegue, es evidente. No sólo 
quiero enumerar algunas competencias, sino situacio- 
nes fácticas en las que van a quedar unas y otras co- 
munidades, en las que unos y otros ciudadanos podrán 
ver diferencias sensibles no sólo en la asistencia sani- 
taria, sino en quién mantiene el orden público, en mu- 
cha serie de cosas, entre unas comunidades de este 
Estado y otras, después de este paquete de competen- 
cias. En todo caso, ya veremos en el debate de las en- 
miendas parciales las 15 competencias que nosotros 
proponemos. 

Me ha gustado una expresión del portavoz socialis- 
ta: Hacemos los planteamientos políticos en términos 
de demanda de los ciudadanos. Yo no sé si es que no 
les comunicaron los órganos directivos del Partido So- 
cialista de Aragón lo que ocurrió el día 23, y si no fue 
así, le voy a decir otra cosa: ¿por qué no aceptan que 
se haga una consulta a los ciudadanos para que opinen 
sobre el grado de autonomía que quieren en cada co- 
munidad autónoma? Si efectivamente ustedes hacen los 
planteamientos políticos en función de las demandas 
de los ciudadanos, déjennos a algunas comunidades 
autónomas, o a todas, que nos expresemos indivi- 
dualmente. 

En cuanto a que esta ley suma a los Estatutos y no 
los rebaja, he querido decir lo siguiente: que determi- 
nadas competencias que estaban en los Estatutos co- 
mo competencias diferidas, pero ya en los Estatutos 
diciendo que son competencias exclusivas o de ejecu- 
ción de la Comunidad Autónoma, aunque su gestión se 
difiere a un determinado procedimieto específico, aho- 
ra, a través de esta ley de delegación, vuelven a incor- 
porarse al núcleo competencial de la Comunidad como 
si no estuvieran en el Estatuto, y esa diferencia entre 
las que no estaban en el Estatuto y las que sí estaban, 
aunque tenían determinadas peculiaridades, me ha pa- 
recido que era rebajar los Estatutos, como si fuera pre- 
ciso este procedimiento como única forma para acce- 
der a esas competencias. No, señores, no es la única 
forma para acceder a las competencias, porque ya 
estaban incorporadas en el Estatuto, aunque fuera co- 
mo diferidas. 

En todo caso, señorías, es evidente que se ha desta- 
cado en este debate la diferencia entre dos modelos de 
Estado: un modelo centralista que sólo va a restringir, 
que cuando las Comunidades Autónomas piden com- 
petencias de lo único que se preocupa es de que se re- 
dacten todas por igual para que no haya disfuncio- 
nalidades, para que haya una homogeneidad -eso es 
lo único que les preocupa, ver cómo sostenemos estos 
caballos desbocados de las Comunidades Autónomas, 
cómo retenemos, y eso lo hicieron ya en 1981 y lo ha- 
cen en 1992-, y el modelo de los que pensamos que se 
debe profundizar en una meta federal de ese Estado. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Señor Caballero, tiene la palabra. 
cias, señor Martínez. 

El señor CABALLERO ALVAREZ: Señor Presidente, 
el señor Rebollo decía en su contestación que respon- 
der a la letra sin tener en cuenta el espítiru de las en- 
miendas no requiere réplica. Yo creo que precisamente 
lo que hice fue lo contrario: entrar en el debate de fon- 
do, en el debate del contenido, sin atender tanto a la for- 
mulación concreta que se hacía. Por tanto, lamento no 
haberle convencido; tampoco lo esperaba. En todo ca- 
so, sí quedan el argumento político que dio el CDS y 
el argumento político que damos los socialistas. 

Señor Mur, esta ley hasta ahora no ha tenido plazos 
de urgencia; ha sido tramitada por los plazos norma- 
les. A partir de ahora, es posible que los tenga si hay 
que acabar en una determinada fecha, pero es una ley 
tramitada hasta ahora con los plazos normales de cual- 
quier ley. 

El señor Mur se sorprende de la transferencia del ser- 
vicio meteorológico regional. Este es un servicio que 
presta una función importante y que, por otra parte, re- 
quiere también de transferencias si no está asumido en 
los Estatutos, y cada vez más es una demanda que los 
ciudadanos hacen. Al lado de esto se podría poner el 
servicio estadístico regional, y desde luego es razona- 
ble que haya un servicio meteorológico nacional, igual 
que hay uno internacional, etcétera. 

Cuando el señor Mur habla del proyecto de Estatuto 
que se está elaborando en este momento en el Parla- 
mento de Aragón, en una comisión -y aquí nos hizo 
una enumeración rápida de las diferencias entre ese 
proyecto y lo que en este proyecto de ley existe-, uno 
saca rápidamente la conclusión, sin conocer a fondo 
aquel debate, de que en el ámbito competencial no hay 
grandes diferencias, porque no oí hablar al señor Mur 
de ningua cuestión que tuviera que ver con el ámbito 
competencial. Por tanto, quedo con la sensación de que 
avala el planteamiento que hacemos de que este pro- 
yecto de ley, esta ley cuando sea aprobada, equiparará 
sustancialmente las competencias de ambos tipos de 
Comunidades. 

El señor Martínez Blasco vuelve a hacer el plantea- 
miento jurídico-político del artículo 150.2 dela Consti- 
tución y la reforma de los Estatutos. Lo que yo pretendía 
decir es que los dos son constitucionales, los dos son 
procedimientos posibles. El procedimieto de iniciarlo 
por el 152 tiene toda la legitimidad política, que no la 
jurídica, que da el tramitarlo a través del Parlamento 
de la nación, en primer lugar, pero, en segundo lugar, 
es que este debate se tendrá también en los parlamen- 
tos autonómicos. Por tanto, no entiendo la disquisición 
política, no entiendo por qué la dificultad surge en las 
Comunidades Autónomas si éstas van a realizar este de- 
bate. Además, tengo la sensación de que el señor Mar- 
tínez Blasco prejuzga lo que las Comunidades Autóno- 
mas querrían decir. ¿Por qué lo prejuzga usted? iCó- 
mo está usted en situación de asumir lo que los parla- 
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mentos autonómicos van a decir sobre este proyecto de 
ley? Yo no cometo tal osadía -permítame que lo diga 
en tono amable-, en absoluto. Los Parlamentos auto- 
nómicos dirán lo que digan. Yo sé que dentro de mi par- 
tido tuvimos un debate (supongo que otros partidos 
tuvieron ese debate, desde luego en el nuestro lo hubo) 
con participación de los parlamentarios de los gobier- 
nos autonómicos conformando, por tanto, nuestra vo- 
luntad como partido, que es la que ahora yo defiendo, 
de forma conjunta y colectiva. En consecuencia, no asu- 
mo, en absoluto, que algún miembro de cualquier Par- 
lamento autonómico, cualquier parlamentario socia- 
lista esté en desacuerdo con este proyecto, porque par- 
ticipó en su elaboración. 

Si alguna Comunidad Autónoma hiciera el plantea- 
miento de solicitar alguna transferencia adicional, aquí 
lo debatiremos, y aquí nos manifestaremos todos en un 
debate político, que no es éste; aquí no estamos hacien- 
do el debate político sobre el posicionamiento de las 
comunidades autónomas; estamos haciendo el debate 
político sobre un proyecto de ley elaborado por el Go- 
bierno, pactado entre dos fuerzas políticas y, por tan- 
to, definiéndonos sobre ello. Yo no estoy haciendo 
ninguna definición sobre las posiciones de los grupos 
socialistas en los Parlamentos autonómicos. 

Creo que gobernar y hacer planteamientos políticos 
en función de las demandas de los ciudadanos es la 
esencia de la democracia y eso no significa que cada 
vez que uno tome una decisión política tenga que con- 
vocar un referéndum. Yo asumo que lo hago en función 
de las demandas de los ciudadanos y, por tanto, no ten- 
go que estar continuamente sometiendo a referéndum 
todas las decisiones políticas. Ese argumento nos po- 
dría llevar al extremo, de someter a ese proceso todas 
las decisiones políticas que se van estableciendo. 

No sé cuál es el modelo de Estado que ustedes tie- 
nen. Desde luego el que nosotros tenemos es un Esta- 
do de las autonomías con unos niveles de descentra- 
lización equiparables a los Estados más descentraliza- 
dos del mundo; por ese modelo vamos a seguir pelean- 
do y, desde luego, vamos a hacerlo votando este proyecto 
de ley con la conciencia de que estamos dando un paso 
muy importante en la construcción del Estado de las 
autonomías. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Vasco tiene la palabra el señor Ola- 

cias, señor Caballero. 

barría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, una breve intervención desde el escaño. A 
mi grupo le gustaría hacer una advertencia cautelar pa- 
ra evitar equívocos en una Ley de esta naturaleza. 

Nuestro grupo parlamentario, nuestro partido, siem- 
pre apoyará el incremento de lo que se denomina techo 

competencial de todas las comunidades autónomas, sin 
ninguna excepción, tanto las que han accedido a la auto- 
nomía por la vía del artículo 143 como las que lo han 
hecho por la vía del artículo 151 de la Constitución. Qui- 
zá fuese pertinente decir en este momento, (Cobiter dic- 
ta», que el proceso de culminación de las transferencias 
a las comunidades del 151 también es un proceso pen- 
diente. En este momento el Gobierno Vasco prepara un 
informe donde se indican 55 competencias pendientes 
de transferir a la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

No obstante, y en relación a este proyecto de Ley Or- 
gánica, señor Presidente, nuestro grupo, hecha la pri- 
mera advertencia, entiende, en segundo lugar, que el 
procedimiento utilizado, la delegación de competencias 
previstas en el artículo 150.2 de la Constitución, es un 
procedimiento muy pertinente. Sin embargo, no le pa- 
rece tan pertinente, todo lo contrario, manifestamos una 
crítica muy enfática, muy enérgica, al sistema, a la me- 
todología de transferencia de estas competencias, por- 
que, señor Caballero, estas competencias no se trans- 
fieren, como se ha hecho tradicionalmente, transfirien- 
do -valga la redundancia- los títulos competenciales 
«in genere», en sí mismos considerados, sino que se 
transfieren -así se va a consagrar en la Ley Orgánica- 
los títulos competenciales ya depurados, ya depurados 
de forma restrictiva por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, y nos parece una técnica, una metodo- 
logía de, transferencias de competencias absolutamen- 
te inadecuada. Lo decimos en defensa de los que 
previsiblemente han de ser intereses de las comunida- 
des autónomas del artículo 143 de la Constitución. Se 
debe transferir el título competencial, señor Caballe- 
ro, no el título competencial en su depuración restrin- 
gida por jurisprudencia del Tribunal Constitucio- 
nal. ¿Por qué? Por una razón muy sencilla. La jurispru- 
dencia nunca es un concepto inmutable, no atribuye o 
no provee de conceptos inmutables. La jurisprudencia 
por definición, por esencia, es variable. Ya manifesta- 
mos una intención, un deseo: ojalá varíe el Tribunal 
Constitucional y varíe radicalmente la jurisprudencia 
que está diseñando en materia de atribuciones de títu- 
los competenciales, que es una jurisprudencia lesiva y 
restrictiva para los derechos legítimos de las comuni- 
dades autónomas. 

En tercer lugar, otro reparo de carácter conceptual 
que mi grupo parlamentario tiene respecto a este pro- 
yecto de ley es el siguiente. Si no se modifica el artículo 
1." de este proyecto de ley orgánica, además del déficit 
ya contenido en las afirmaciones anteriormente reali- 
zadas, es decir, la minoración de los títulos competen- 
ciales en virtud de criterios jurisprudenciales, 
añadiremos otro déficit también lesivo y preocupante 
que es el siguiente: El propio artículo 150.2 de la Cons- 
titución prevé y exige que en paralelo a la ley de trans- 
ferencias o de delegación de competencias, en su caso, 
se deben también prever en la propia ley la distribu- 
ción o atribución a las comunidades, a las que se trans- 
fiere o delega, de los medios materiales o personales 
para el ejercicio de estas competencias. Pues bien, es- 
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to no se consagra por el artículo 1.0 de este proyecto 
de ley orgánica y podemos incurrir en algo verdadera- 
mente perverso, que es atribuir competencias -en de- 
finitiva obligaciones- a los gobiernos autónomos que 
han accedido a la autonomía por la vía del artículo 143, 
pero sin transferirles paralela y congruentemente los 
medios materiales y personales para el ejercicio de es- 
tas competencias. 

Por último, señor Presidente, quiero indicar que el 
pacto de 28 de febrero de 1992 en el que este proyecto 
de ley encuentra su fundamento es un pacto suscrito 
sólo por dos partidos políticos de esta Cámara. La con- 
clusión es evidente, hay una especie de déficit de legi- 
timidad política en el pacto subyacente en este proyecto 
de ley política. No decimos, ni diremos nunca, que sea 
insuficiente (es más que suficiente una perspectiva de 
mayorías parlamentarias); pero no posee este pacto, ni 
lo posee, por tanto, el proyecto de ley que encuentra su 
fundamento en dicho pacto, la legitimidad política, y 
por ello social, que resultaría pertinente en. una ley de 
esta naturaleza. 

En todo caso, señor Presidente, como hemos anun- 
ciado al principio de esta breve intervención, sí mani- 
festamos de nuevo nuestro deseo de apoyar el 
incremento del techo competencial de todas las comu- 
nidades autónomas, sin nignuna excepción para con- 
seguir por ello proveer a la consecución de los niveles 
de autogobierno que tanto el ordenamiento jurídico -el 
denominado bloque de constitucionalidad- como lo 
que, en su caso, provea el Tribunal Constitucional en 
su jurisprudencia que esperemos menos lesiva en el fu- 
turo para los intereses de las comunidades autónomas 
y, sobre todo, en virtud de lo que las circunstancias his- 
tóricas vayan permitiendo y admitiendo, nosotros ma- 
nifestamos nuestro talante abierto al incremento del 
techo competencial y de autogobierno de todas las co- 
munidades autónomas del Estado español. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
cias, señor Olabarría. 

palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALER0 Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, después del debate mantenido en esta Cá- 
mara -que ya está finalizando- mi Grupo parlamen- 
tario cree -y así lo ha creído desde el principio, pero 
todavía más después del debate- que no es en absolu- 
to banal la elección del procedimiento utilizado para 
ampliar las competencias de las comunidades autóno- 
mas que accedieron a la autonomía por la vía del ar- 
tículo 143 de la Constitución Española. 

Señor Caballero, mi grupo opina -y también algún 
otro grupo que me ha precedido en el uso de la 
palabra- que no tienen la misma legitimidad política 
los dos procedimientos. Es cierto que ambos procedi- 
mientos son legales «a priori)) y en términos generales. 

El señor Caballero nos ha ilustrado -o desilustrado, 
no lo sé- con un dictamen jurídico para demostrar la 
bondad política del procedimiento utilizado y, en algu- 
nos aspectos, señor Caballero, usted no ha hecho más 
que leer unos artículos aislados de la Constitución y 
otros aislados de los diferentes estatutos de autonomía. 
Después me referiré a ello. 

(Qué bondad tenía la utilización del procedimiento 
del artículo 148.2 de la Constitución Española? Segu- 
ro que se habría producido en esta Cámara -y no ha 
sido así- un debate de consenso e incluso de compla- 
cencia de todos los grupos parlamentarios por cuanto 
recogería el consenso previo de las comunidades autó- 
nomas y esta Cámara -sería en definitiva una ratifi- 
cación simplemente aprobaría- el contenido. ¿Qué ha 
pasado? El procedimiento utilizado ha sido el del ar- 
tículo 150.2 que, de entrada, ha generado la presenta- 
ción de tres enmiendas a la totalidad, formuladas por 
grupos parlamentarios que también tienen represen- 
tación en las comunidades autónomas a las que, me- 
diante esta ley, si se aprueba, se amplían las 
competencias. Ese proyecto -repito- tendría que ha- 
ber merecido el mayor consenso posible puesto que su- 
pone el desarrollo del Título VI11 de la Constitución y 
este consenso -el más amplio posible- mereció la 
Constitución en su conjunto y, concretamente, el Títu- 
lo VI11 de la Constitución Española. 

Hasta ahora se ha procedido así en el desarrollo auto- 
nómico de la Constitución, y así también, como bien 
exponía el señor Ministro, se generalizó el proceso auto- 
nómico. 

Me refería a que la técnica utilizada no es del todo 
correcta. En algunos aspectos, sí, aunque yo creo que 
no tiene la misma legitimidad, pero en otros, no, pues- 
to que todos los estatutos de autonomía tienen unas 
competencias asumidas en los estatutos, y otras que ya 
son de asunción o de ejercicio diferido, y sobre estas 
competencias diferidas el Estado no puede utilizar la 
técnica del 150.2, puesto que la titularidad de esta com- 
petencia no le corresponde, y en todo caso lo que sí tie- 
ne que hacer el Estado es la transferencia de los medios 
económicos, servicios y, si utilizamos la teoría de dife- 
rencia entre competencias y funciones, la transferen- 
cia de las funciones correspondientes. 

Los acuerdos que están plasmados en este proyecto, 
y a los que hace referencia el preámbulo y también el 
señor Ministro, no fueron objeto de consenso entre el 
conjunto de las fuerzas políticas, que creo expresarían 
mejor el pluralismo político, sino entre dos partidos. 
Dichos acuerdos fueron ofrecidos para su negociación 
a otras fuerzas políticas que, a pesar de quererlo, no 
pudieron prosperar en el acuerdo, que quedó limitado 
a estas dos fuerzas políticas. Cierto es que en estos 
acuerdos había otros aspectos que se ofrecían a nego- 
ciación a las comunidades autónomas y a las fuerzas 
representativas, que preveían unos mecanismos de coo- 
peración entre todas las comunidades autónomas. Es- 
tos mecanimos propuestos -me refiero a las 
conferencias sectoriales- no pudieron recibir la con- 
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formidad del resto de las fuerzas políticas, y además 
tampoco se aceptaron unas propuestas más razonables 
y, sobre todo, más de acuerdo con el espíritu de la Cons- 
titución. 

El sistema propuesto de cooperación creemos que 
responde a un modelo de comunidades autónomas, de 
Estado autonómico que no ha sido debatido y creemos 
que no es el que se deriva del texto constitucional. Por 
cierto, entonces no se aceptaron las propuestas de mo- 
dificación de estos mecanimos de coordinación y dichos 
acuerdos no pudieron ser firmados y ampliados a otras 
fuerzas políticas, que reflejarían más el acuerdo fun- 
damental y plural a que hace referencia el preámbulo 
y ha hecho el señor Ministro. 

Explicado esto, quiero decir, señorías, que mi grupo 
parlamentario valora positivamente que se inicie hoy, 
finalmente, el proceso para la transferencia de compe- 
tencias a las comunidades autónomas; es decir, la am- 
pliación de competencias a las comunidades autónomas 
que accedieron a la vía autonómica a través del artícu- 
lo 143 de la Constitución. Hubiera sido mucho mas de- 
seable, repito, que la ampliación constitucional, 
primero, se hubiera producido bastantes años antes, 
puesto que los últimos estatutos se aprobaron en 1983, 
y por la vía, repito, del artículo 148.2. 

Señor Ministro -veo que está muy atento-, entien- 
do que con su exposición no ha contribuido a lo que 
mi Grupo Parlamentario quería conseguir y esperaba 
que pudiera ser posible -yo creo que de todas formas 
puede serlo-, y era que con su exposición y el apoyo 
de otros grupos parlamentarios se pudiera contribuir 
a alcanzar el mayor consenso posible para la aproba- 
ción de este proyecto de ley. Por tanto, no le puedo feli- 
citar igual que ha hecho su compañero, el represen- 
tante del Grupo Parlamentario Socialista, ya que, co- 
mo digo, los argumentos jurídicos han servido para de- 
mostrar, quizá, la bondad política, pero no así la 
jurídica, y sobre la bondad política del procedimiento 
mi Grupo Parlamentario estima que hubiera sido pre- 
ferible, en aras del mayor consenso, la vía del artículo 
148.2. 

Señor Ministro, usted en líneas generales, y recogien- 
do incluso alguna expresión textual de su exposición, 
ha justificado el proyecto diciendo que con él se conse- 
guía una homogeneidad básica, pero en otros momen- 
tos ha hablado de que si no se hacía este proyecto, si 
la ampliación de competencias no garantizaba un plan- 
teamiento uniforme ... Usted ha hablado de mecanimos 
estables de cooperación. 

Creo, señor Ministro, que usted conoce perfectamente 
la posición de mi grupo parlamentario: pensamos que 
racionalizar no quiere decir, en ningún caso, uniformi- 
zar el ámbito competencial; que el diseño del modelo 
de Estado autonómico no implica, ni mucho menos, la 
uniformidad competencial entre todas las comunida- 
des autónomas y que el principio de singularidad y di- 
ferencias, aparte de otros principios, debe seguir 
presidiendo el día a día de la construcción del Estado 
autonómico, construcción que por cierto, señor Minis- 

tro, creemos que no se cierra con la aprobación de este 
proyecto de ley, sino que es un proceso, como también 
usted bien ha dicho en otro momento de su exposición, 
del día a día. 

Respecto el aspecto de las conferencias sectoriales 
que ha mencionado y que todo se interpretaría de 
acuerdo con el bloque de lealtad constitucional, como 
no sabemos qué incluye usted en el bloque de lealtad 
constitucional, prefiero no manifestarme sobre este as- 
pecto, pero creemos que el bloque de lealtad constitu- 
cional, cuando no está muy claro, tiene que ser aquel 
que se consiga con el mayor consenso posible entre to- 
das las fuerzas políticas. 

Finalmente, señorías, mi grupo parlamentario anun- 
cia la abstención a las enmiendas a la totalidad del pro- 
yecto, a la vez que si SS. SS. quieren escucharlo, me 
permito formalizar un ruego a los grupos que represen- 
tan a los firmantes de este acuerdo que se ha plasma- 
do en el proyecto de ley. Señorías, creo que deben 
ustedes atender, si no la letra, difícil, sí el espíritu de 
las enmiendas de totalidad debatidas, pensando que así 
se puede ampliar el consenso, que creemos fundamen- 
talmente necesario, para la construcción serena, como 
ha sido hasta ahora, del Estado de las autonomías. La 
voluntad de mi grupo, y creo que ha sido el hilo con- 
ductor de tqda mi exposición, es conseguir este consen- 
so y de ahí este voto de abstención a las enmiendas a 
la totalidad, porque creemos que con él podemos faci- 
litar el debate posterior y la ampliación del consenso. 

Creemos, señor Ministro, señorías, que ésta no debe- 
ría ser una aprobación, ni deberíamos sentirnos satis- 
fechos, con una aprobación por mayoría, sino una 
aprobación del mayor consenso posible. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Rajoy. 
cias, señora Cuenca. 

El señor RAJOY BREY: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, mi grupo parlamentario va a apo- 
yar el proyecto de ley presentado por el Gobierno y, en 
consecuencia, votará en contra de las enmiendas de to- 
talidad defendidas en el día de hoy. Voy a intentar ex- 
plicar en este turno las razones de nuestra posición. 

Creo que no exagero si afirmo que pocos problemas 
más serios y graves ha tenido España como el que sus- 
cita el tema regional, que por suficientemente conoci- 
do de todos los señores Diputados, voy a abstenerme 
de cualquier referencia histórica sobre la cuestión, pe- 
ro me parece conveniente recordar que en el tratamien- 
to de este tema nunca han faltado, más bien han 
proliferado -y estoy en la referencia histórica- los de- 
magogos de uno y otro signo, desde quienes se han da- 
do abiertamente a la irresponsabilidad cantonalista 
más elemental, hasta aquellos otros que han pretendi- 
do hacer su agosto político por el camino fácil, y no me- 
nos irresponsable, del alarmismo y de la exaltación del 
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patriotismo por la invocación enfática de la unidad de 
España y el anatema contra sm puestos enemigos. 

El año 1978, fecha de aprobación de nuestro texto 
constitucional, marca, con las inevitables excepciones 
-cierto es- unas más preocupantes que otras, un cam- 
bio de rumbo a la hora de abordar esta difícil proble- 
mática. Quizá la mayor polémica habida en los debates 
previos a la aprobación de la Constitución, la provocó, 
como en tantas ocasiones a lo largo de nuestra histo- 
ria, la denominada cuestión regional. Nuestros consti- 
tuyentes supieron estar a la altura de las circunstancias, 
y aunque se les pueda reprochar una redacción poco 
atenta del Título VI11 de la Constitución Española, así 
como de no haber establecido en la práctica un mode- 
lo de Estado, ya que el texto, como es sabido, se limita 
a consagrar la unidad nacional y a reconocer o garan- 
tizar el derecho a la autonomía de las nacionalidades 
y regiones sin establecer un modelo, lo cierto es que 
ello no fue independiente de una actitud sustancialmen- 
te pacificadora que ha jugado un papel decisivo en 
nuestra transición política, manteniendo activos los 
consensos básicos en esta materia. 

Estos planteamientos conciliadores, asumidos por la 
inmensa mayoría de los Diputados de aquellas Cortes 
constituyentes, fueron refrendados por la práctica to- 
talidad del pueblo español que, además los aceptó de 
buen grado y tuvieron su continuación en los debates 
previos a la aprobación de los estatutos vascos y cata- 
lán y, más delante, en los acuerdos del año 1981 que, 
independientemente de la conocida sentencia del Tri- 
bunal Constitucional sobre la LOAPA, supusieron un 
nuevo paso en el proceso de descentralización política 
esbozado en 1978; un paso fundamental por cuanto sir- 
vió para generalizar el sistema autonómico a todo el te- 
rritorio nacional, formulándose el mapa autonómico 
definitivo y conviniéndose el contenido tipo de todos 
los estatutos pendientes de aprobación definitiva, eso 
sí, con las únicas excepciones de las ciudades de Ceu- 
ta y Melilla, asunto este en el que todavía no ha sido 
posible llegar a un acuerdo y en el que la postura de 
mi partido es sobradamente conocida por los miembros 
de esta Cámara. Es urgente, señor Ministro de Admi- 
nistraciones Públicas, dar pronta solución a este impor- 
tante problema. 

Así pues, por primera vez en la moderna historia de 
España, las grandes decisiones sobre el tema regional 
(Constitución de 1978, Estatutos vasco y catalán, después 
gallego y andaluz, y pactos de 1981) se adoptaron con 
acuerdos mayoritarios, o si se quiere muy mayoritarios, 
más o menos acertados -opiniones sin duda las hay, mu- 
chas y muy diferentes-, pero, desde luego, con mucha 
mayor racionalidad y menor visceralidad que a lo largo 
de nuestra historia, aunque, naturalmente, no hayan fal- 
tado las excepciones desagradables de siempre. 

Pues bien, en este mismo contexto surge el Pacto 
Autonómico del que es consecuencia el proyecto de ley 
que hoy debatimos y unos compromisos de actuación 
institucional (los llamados acuerdos de cooperación), 
que contribuirán, sin duda, a un mejor y más eficaz fun- 

cionamiento del Estado. Este acuerdo y por tanto este 
proyecto de ley, pretende -otra cosa es que lo consiga- 
mantener la tónica de consenso que desde 1978 se ha 
seguido por las principales fuerzas políticas a la hora 
de abordar las soluciones territoriales. Es un acuerdo 
que, como los anteriores, busca el máximo respaldo y 
apoyo de esta Cámara -y a buen seguro lo tendrá- 
que, como no lo fueron el del texto constitucional o los 
posteriores a él, no es partidista, pues quienes lo apo- 
yamos hemos hecho un gran esfuerzo para anuar posi- 
ciones, es un proyecto acordado que rompe el bloqueo 
normativo existente desde 1981 -tema este en el que 
no ha incidido ninguno de los enmendantes de tota- 
lidad- y que evita situaciones como la de los proyec- 
tos de ley de reforma de los Estatutos balear, asturia- 
no o de Castilla y León que durante muchos años 
estuvieron durmiendo en esta Cámara. Sobre todo, es 
un acuerdo que no está ni ha estado cerrado nunca a 
ninguna fuerza política ni Diputado individual de esta 
Cámara. Es, sin duda, lo más importante que, desde el 
punto de vista normativo, se ha hecho en España en ma- 
teria regional desde 1981 y su contenido supone, sin du- 
da, un paso más, un paso muy importante y un paso 
trascendental para la consolidación del proceso de or- 
ganización territorial del Estado. 

Es posible que en el acuerdo y, por tanto, en el texto 
del proyecto, puedan existir aspectos discutibles. Es evi- 
dente que el Gobierno, como aquí se ha dicho, debió ha- 
ber propiciado el pacto hace ya varios años, en 1987, 
una vez transcurridos los cinco años que la Constitu- 
ción Española prevé para que las comunidades autó- 
nomas de la vía del artículo 143 asumieran nuevas 
competencias. Estas consideraciones y cualesquiera 
otras que puedan hacerse no deben primar, como no 
lo hicieron en 1978 o en 1981, sobre el interés general 
que exige que las decisiones sobre asuntos de esta tras- 
cendencia tenga el mayor apoyo parlamentario y social 
posible por mucho que todos tengamos que ceder -es 
evidente que el Partido Popular lo ha hecho- para lle- 
gar al mismo. 

Hay que recordar que este proyecto aúna las volun- 
tades de la mayoría de los Diputados de esta Cámara 
y de. la mayoría de los Diputados de los parlamentos 
autonómicos. Si alguna objeción reciben, éstas no ha- 
cen por lo general referencia a su contenido, sino a la 
no inclusión en el mismo de otros aspectos, lo que sin 
duda puede producirse en un momento ulterior, como 
en un momento ulterior a 1978, en el día de hoy, se 
transfieren nuevas competencias a las comunidades 
autónomas. 

El modelo de Estado que esboza el texto constitucio- 
nal es suficientemente flexible para poder adaptarlo a 
los cambios que constantemente se producen y a las ne- 
cesidades del momento. Un Tratado como el de Maas- 
tricht, donde se establecen políticas en materia de 
educación, cultura, protección del medio ambiente y de 
los consumidores, va a afectar sin duda -y así habrá 
que reconocerlo- a la distribución competencia1 que 
hoy día existe. 
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En suma, este proyecto merece nuestro apoyo no só- 
lo por su contenido sino por mantener la línea y la pre- 
tensión de búsqueda de apoyo mayoritario, que es lo 
que debemos seguir haciendo en el futuro. La inmensa 
mayoría de los españoles hemos coincidido en los últi- 
mos años en los aspectos básicos de la organización del 
Estado, en la unidad nacional, en la descentralización 
política que recoge la Constitución y en las normas ul- 
teriores a ella, como los estatutos vasco, catalán, galle- 
go y los pactos de 1981. Es necesario que en el futuro 
lo sigamos haciendo. A pesar de que desde 1981 hasta 
hoy no ha habido ningún acuerdo normativo importan- 
te, lo cierto es que desde el año 1978 las cosas han cam- 
biado sustancialmente y los últimos acuerdos 
autonómicos contribuyen, sin duda, a este cambio en 
materia competencial, situando a diez comunidades 
prácticamente al nivel de los demás, y en materia de 
técnicas de colaboración. Ahora resta ponerlos en prác- 
tica, y en el futuro actuar con voluntad de llegar a 
acuerdos, porque el acuerdo, y cuanto más amplio me- 
jor, es la única manera de conseguir que un Estado fuer- 
temente descentralizado funcione racionalmente. 

Las disputas en asuntos territoriales no son una ex- 
clusiva española. Países con una larga tradición fede- 
ral como Alemania aún tienen un Tribunal Constitu- 
cional resolviendo litigios entre los «Lander» y el Es- 
tado federal, pero siempre prima en ellos el diálogo y 
la negociación al enfrentamiento. 

El consenso y el acuerdo obliga a todos, obliga a las 
comunidades autónomas, al menos a algunas de ellas, 
a respetar las reglas del juego, a hacerlo sin ambigüe- 
dades y a hacerlo con claridad. También obliga a estas 
Cortes Generales, y de forma especial al grupo mayo- 
ritario y al Gobierno al que apoya, a dar los pasos ne- 
cesarios para llegar, si no al modelo final, sí al menos 
a generar una mayor estabilidad en el sistema, de suerte 
que se provoquen menos tensiones y un apoyo mayor 
del que hoy aquí, en esta Cámara, se va a conseguir. 

En mi opinión y en la de mi grupo, eso pasa funda- 
mentalmente por considerar que las comunidades autó- 
nomas no son sistemas opuestos al Estado sino que lo 
configuran y, en consecuencia, deben acceder a los pro- 
cesos de decisión unitaria. En este sentido, habrá que 
dar los pasos necesarios para que el Senado sea la 
auténtica Cámara de las comunidades autónomas y 
ejemplos los hay en el Derecho comparado. 

También deben mejorarse las actuales normas sobre 
financiación autonómica, yendo a una mayor descen- 
tralización del reparto y también de la gestión de los 
asuntos públicos sin olvidarse de la solidaridad con las 
zonas más desfavorecidas. Debe plantearse seriamen- 
te la aplicación del principio de subsidiariedad, punto 
clave, por otra parte, de los Acuerdos de Maastricht, tan 
ponderados por el Gobierno, con lo que ello conlleva 
en materia competencial y de reducción de la Adminis- 
tración central del Estado, particularmente de la Ad- 
ministración periférica. Todo ello contribuirá, a buen 
seguro, a terminar con la actual tendencia de las co- 
munidades autónomas a atrincherarse en sí mismas, 

pues las hará más partícipes de los asuntos generales, 
lo que supondrá, sin duda, una mejora sustancial del 
funcionamiento del Estado. 

Todos esos temas son harina de otro costal. Hoy me 
limito a apuntarlo, aunque, señor Ministro de Adminis- 
traciones Públicas, pronto tendremos que abordarlo y 
el Partido Popular va a ofrecer su apoyo a este nuevo 
acuerdo que hoy aquí propone, como siempre lo hará 
en los temas de interés general. Buena prueba de ello 
la damos en el día de hoy al apoyar este proyecto de ley. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
cias, señor Rajoy. 

te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas de totalidad que 
postulan la devolución al Gobierno del proyecto de ley 
orgánica de transferencia de competencias a comuni- 
dades autónomas que accedieron a la autonomía por 
la vía del artículo 143 de la Constitución. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 274; a favor, 34; en contra, 230; absten- 
ciones, 10. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de totalidad. 

- PROYECTO DE LEY DE INCENTIVOS FISCALES 
A LA PARTICIPACION PRIVADA EN ACTIVIDA- 
DES DE INTERES GENERAL (Número de expe- 
diente 121/000089) 

El señor PRESIDENTE: Debate de totalidad corres- 
pondiente a las enmiendas de estas características pre- 
sentadas al proyecto de ley de incentivos fiscales a la 
participación privada en actividades de interés general. 

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 
González de Txábarri. 

El señor GONZALEZ DE TXABARRI MIRANDA: 
Gracias, señor Presidente. 

Intervengo ante la Cámara para defender la enmien- 
da a la totalidad que el Grupo Vasco presenta a ese pro- 
yecto de ley de incentivos fiscales a la participación 
privada en actividades de interés general, popularmente 
conocida como ley sobre el mecenazgo. Centremos el 
tema. Este proyecto de ley tiene por objeto la regulari- 
zación del régimen fiscal de las entidades sin fines lu- 
crativos que en la misma se definen, así como de la 
aplicable a las aportaciones efectuadas por éstas, por 
personas físicas o jurídicas, y el correspondiente a otras 
actividades culturales, de utilidad social y de mecenaz- 
go. El ámbito de aplicación de la ley se circunscribe al 
régimen fiscal que regulará las entidades sin fines lu- 
crativos, entendiendo por tales, con carácter general, 
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las fundaciones clasificadas e inscritas en el registro 
correspondiente y las asociaciones de utilidad pública 
que cumplan los requisitos establecidos en el propio 
proyecto de ley. Y es aquí, señor Presidente, donde ubi- 
camos un primer foco para motivar la enmienda a la 
totalidad que estamos defendiendo. El derecho de fun- 
dación para fines de interés general está reconocido en 
el artículo 34 de la Constitución. No obstante, hoy es 
el día en que todavía no ha sido aprobada ninguna nor- 
ma posterior con rango de ley que regule este derecho 
de fundación ni, por tanto, su régimen jurídico. Es pa- 
ra ello necesario recurrir a legislación preconstitucio- 
nal. Es evidente, pues, que se ha producido un abando- 
no y una dejación manifiesta en torno a la regulación 
de esta figura jurídica. Cuando el concepto de funda- 
ción va evolucionando de forma sustantiva en el mun- 
do occidental, nos encontramos en el Estado español 
con una sintomática carencia de regulación legal que 
responda a la concepción actual de estas entidades de 
acuerdo con las necesidades del momento. Por ello es 
necesario, en nuestra opinión, poner al día la actual le- 
gislación sustantiva, muy desfasada y fragmentaria. Es- 
ta necesidad de legislación sustantiva en relación a las 
fundaciones queda meridianamente clara en este de- 
bate en torno a las actividades de carácter general que 
las mismas desarrollen. Desde esta perspectiva, antes 
el sustantivo que el adjetivo o antes el sujeto que el ob- 
jeto, entendemos que el proyecto de ley de fundaciones 
debe ser debatido y aprobado en esta Cámara previa- 
mente al proyecto de ley que nos ocupa, que regula las 
exenciones fiscales de las que pueden beneficiarse di- 
chas fundaciones. Hay que contar también aquí el mo- 
tivo por el que el Grupo Vasco no presenta texto 
alternativo con esta enmienda a la totalidad: por enten- 
der que esta ley de fundaciones debe ser anterior al de- 
bate sobre el proyecto de ley sobre el mecenazgo; por 
considerar, en definitiva, que no se pueden poner los 
carros antes que los bueyes, o viceversa. 

Así, el Grupo Vasco insta al Gobierno a que envíe a 
esta Cámara el proyecto de ley sobre fundaciones pri- 
vadas e invita a los demás Grupos parlamentariios a 
debatir esta ley sobre mecenazgo con posterioridad a 
la aprobación de la ley de fundaciones y no al revés. 
Y es que, además, señor Presidente, existe en el sector 
de las fundaciones privadas un sentimiento general de 
que estas entidades han sido progresivamente maltra- 
tadas y sometidas a un cerco fiscal en los últimos años 
en el plano tributario. No se está fomentando el dere- 
cho a fundar que tiene su base en la Constitución. 

El Grupo Vasco entiende que el hecho de que la pro- 
pia sociedad civil se preocupe por la resolución de los 
problemas educativos, culturales, científicos o de bie- 
nestar social no sólo ha de ser contemplado como algo 
encomiable, sino que ha de ser apoyado por los pode- 
res públicos. 

El impulso a la participación privada para la finan- 
ciación de proyectos de investigación educativos o cul- 
turales es un objetivo político de primer orden. La Co- 
munidad Europea ha recomendado sistemáticamente 

un régimen fiscal que favorezca las fundaciones cultu- 
rales y el mecenazgo. La Quinta Conferencia de Minis- 
tros Europeos de Cultura ya aprobó hace unos años una 
declaración en la que se afirma textualmente que el 
aumento del número de variedad de las fuentes de fi- 
nanciación incrementará la inversión en cultura y fo- 
mentará un arco más amplio de actividades culturales, 
ampliando y estimulando así la escena cultural. 

En la misma línea la recomendación 1.018 de la Asam- 
blea Parlamentaria del Consejo de Europa sobre me- 
cenazgo privado y cultura y la respuesta del Comité de 
Ministros indica que en el financiamiento de la cultu- 
ra deben conjugarse los esfuerzos del sector público y 
del sector privado para este fin. Esta recomendación 
hace referencia expresa a la utilización de estímulos fis- 
cales. De ahí que sea adecuado ofrecer una protección 
legal que suponga un estímulo para la dedicación de 
capitales privados a la realización de actividades de ca- 
rácter general que coadyuve con los poderes públicos 
a la satisfacción de las necesidades generales de la co- 
munidad. Y el estímulo debe ser cuando menos, seño- 
rías, suficiente. 

En relación a los aspectos técnicos tributarios del 
proyecto de ley, hay que reconocer que suponen una me- 
jora parcial en el regresivo régimen fiscal que se está 
aplicando a las actividades privadas no lucrativas, par- 
ticularmente en el impuesto sobre sociedades, pero no 
llega a ser en opinión del Grupo Vascol señorías, sufi- 
ciente. Nos encontramos ante una mejora limitada yl 
evidentemente, poco generosa y llama particularmen- 
te la atención esta cicatería cuando al mismo tiempo 
se ha estado dotando de generosos beneficios y exen- 
ciones fiscales a las actividades culturales oficiales. Por 
citar algunos ejemplos, la Ley 1211988 de la Sociedad 
Estatal para la Expo o las correspondientes al V Cen- 
tenario, Barcelona-92 y la última en relación a Madrid, 
capital cultural europea de 1992. 

El Grupo Vasco entiende, señorías, que ya es hora de 
dejar actuar y apoyar positivamente a una sociedad ci- 
vil madura para que se autoorganice y persiga los fi- 
nes culturales a los que ella misma dé prioridad. Porque 
tampoco se trata de que todas y cada una de las nece- 
sidades públicas o de interés general sean satisfechas 
por parte de la Administración. Vivimos en una socie- 
dad civil rica en iniciativas, que en ocasiones persigue 
fines con los mismos objetivos a través de institucio- 
nes surgidas espontáneamente y cuyos fines están en 
concurrencia con los servicios públicos financiados por 
la colectividad. 
Los fines de interés general realizados por estas en- 

tidades de ser acometidos por el Estado comportarían 
su financiación por vía del gasto público. La actividad 
financiera pública -ingresos y gastos públicos- no de- 
be ser indiferente a la posición jurídica de estos entes 
que persiguen fines de interés general. Aquí encontra- 
mos precisamente el origen y la causa de las exencio- 
nes tributarias subjetivas y a la hora de acceder a 
dichas exenciones tributarias llama poderosamente la 
atención, señorías, la de requisitos, suspicacias y reser- 
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vas que se observan en este proyecto de Ley. Se puede 
ser razonablemente intervencionista, pero no parecen 
razonables las propuestas que recoge este proyecto de 
Ley. Son excesivas las reservas, las formalizaciones y 
controles superpuestos para reconocer unas insignifi- 
cantes e insuficientes exenciones fiscales a esta socie- 
dad civil que organiza actividades de reconocido interés 
general. 

De la lectura de los artículos 3 y 4 puede deducirse 
con claridad que, entre los requisitos que deben cum- 
plir los beneficiarios de la ley y las características de 
los órganos rectores, el ejercicio del derecho de funda- 
ción y asociación se ve relativamente limitado por el 
hecho de la posible negación de beneficios fiscales. Esta 
situación se comprueba de la lectura del artículo 3.1, 
que enumera una lista cerrada de los fines a perseguir 
por las fundaciones y asociaciones, y del artículo 3.3, 
que constriñe el campo de actuación de las entidades 
que se acojan a la ley a un elevado porcentaje de rein- 
versión de rentas. 

Este proyecto de ley, señor Presidente, está redacta- 
do desde el miedo, desde la sospecha, desde la descon- 
fianza. La lectura y estudio del mismo descubre la 
desconfianza cuasi absoluta con la que el Gobierno ob- 
serva a las fundaciones, tratando incluso a algunas de 
ellas, que tienen marcada fundación social, peor que 
a las sociedades mercantiles. En el fondo de la cues- 
tión radica la sospecha del Ministerio de Hacienda de 
que las empresas puedan utilizar a las fundaciones para 
zafarse del fisco y, aun reconociendo la existencia de 
este riesgo, entendemos que merece la pena correrlo, 
dando prioridad suficientemente a la acción cultural 
y fortaleciendo la sociedad civil a través de estas acti- 
vidades de carácter general. Por tanto, es necesario, se- 
ñorías, recuperar el clima de confianza entre la socie- 
dad civil y el Estado, recuperar el clima de confianza 
mutua para que la Ley de Propiedad Intelectual, esta 
ley de mecenazgo y la ley sobre las fundaciones consti- 
tuyan una tripleta legislativa básica para una política 
cultural en libertad, con recursos económicos propios, 
autónomos y plurales, sin dependencias excesivas de 
la arbitrariedad de la Administración del momento. Los 
propios agentes culturales encontrarían así un marco 
legal, económico y fiscal adecuado para desarrollar su 
labor con plena autonomía al ver amparados sus dere- 
chos y al encontrar en la legislación mecanismos eco- 
nómicos y fiscales suficientes para encarar su labor con 
dignidad. 

La Ley de Propiedad Intelectual, aprobada en esta Cá- 
mara en el año 1987 y modificada recientemente, asen- 
tó un primer pilar en esta dirección. Al abordar ahora 
el segundo capítulo de este proyecto global, nos encon- 
tramos con un proyecto de ley poco generoso y muy en- 
corsetado. Por su intervencionismo, por su cicatería, 
este proyecto de ley no es un instrumento suficiente pa- 
ra el desarrollo de la política cultural que, con autono- 
mía, libertad y pluralidad, se debe fomentar en una 
sociedad moderna. 

A estas alturas del debate es necesario advertir a 

S S .  SS. que la conclusión obvia que se puede deducir 
de este análisis se puede formular de la siguiente ma- 
nera: este Gobierno no cuenta con el Ministerio de Cul- 
tura -hoy ni con el de Cultura ni con el de Hacienda-. 
¿Dónde están si no las propuestas del Ministerio de Cul- 
tura tendentes a dar a este proyecto de ley el conteni- 
do básico que procure realmente al objetivo de 
favorecer el mecenazgo? 

Este proyecto de ley, mientras desoye la mayor parte 
de las reivindicaciones de las fundaciones, asociacio- 
nes y entidades sin fines de lucro, favorece las grandes 
fundaciones culturales, favorece los proyectos de la cul- 
tura oficial, imposibilitando, a la contra, el normal de- 
senvolvimiento del tejido social y asociativo de los 
agentes culturales, sociales y plurales que trabajan en 
estas actividades de carácter general. 

Estas son, señor Presidente, en resumen y para fina- 
lizar, las razones que justifican la enmienda a la totali- 
dad que el Grupo Vasco presenta a este proyecto de ley: 
excesivo intervencionismo, escasas exenciones fiscales, 
carencia de la ley sobre las fundaciones, priorización 
de las grandes fundaciones culturales sobre las asocia- 
ciones culturales, que constituyen el tejido cultural de 
la sociedad civil. 

El Grupo Vasco entiende que la redacción del pro- 
yecto de Ley posibilita la reconducción de los aspectos 
aquí señalados en los trámites parlamentarios y mani- 
fiesta su mejor disponibilidad para la colaboración en 
este sentido con los demás grupos parlamentarios de 
la Cámara para la redacción de una ley más ajustada 
a la realidad del panorama cultural del Estado. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor González de 

Enmienda del Grupo Mixto, de la señora Larrañaga. 
Txábarri. 

La señora Larrañaga tiene la palabra. 

La señora LARRAÑAGA CALDOS: Señorías, ante la 
insistencia de que sea breve, voy a agotar el turno de 
veinticinco minutos y, con la venia del Presidente, se- 
guro que hasta treinta. 

El señor PRESIDENTE: Señora Larrañaga, el turno 
es de quince minutos, S. S. dispone de este tiempo y le 
ruego que se ajuste a las previsiones reglamentarias. 

La señora LARRAÑACA CALDOS: No podía ser de 
otra manera. 

Si hubiéramos de atribuir un calificativo al proyec- 
to de ley objeto de debate que se nos ha presentado és- 
te sería el de decepcionante. Decepcionante porque, 
después de esperar tantísimo tiempo y después de tan- 
tas iniciativas parlamentarias, esperando a que el Go- 
bierno nos presentara y afrontara el tema de la 
incentivación de la iniciativa privada en actividades de 
interés general, nos hemos encontrado con un proyec- 
to equívoco y escasamente válido para hacer real y efec- 
tivo este impulso. 



- 10479 - 
CONGRESO 24 DE SEPTIEMBRE DE 1992.-Nú~. 213 

En primer lugar, nos ha resultado extrañísimo el ca- 
mino que se ha seguido, porque si existía algún consen- 
so y alguna idea comúnmente aceptada entre todos los 
agentes sociales interesados especialmente en la incen- 
tivación de la iniciativa privada era el hecho de que, pri- 
mero, era precisa la existencia de una regulación del 
marco jurídico del derecho de fundaciones; por tanto, 
era preciso desarrollar el artículo 34 del texto consti- 
tucional, para, en un segundo paso, fijar el régimen fis- 
cal que, vía incentivos, reconociera y fomentara esa 
participación. 

Pues bien, el Gobierno, sin lógica alguna, empezan- 
do como siempre la casa por el tejado, nos presenta pa- 
ra su debate un proyecto de ley de incentivos fiscales, 
a la par que, por la vía de determinar los requisitos a 
exigir a las asociaciones y fundaciones para obtener los 
beneficios y exenciones fiscales, se está configurando 
un modelo concreto de fundaciones que se nos antoja 
un tanto desfasado y que en poco va a responder a las 
necesidades de futuro. 

A Eusko Alkartasuna le preocupa especialmente que 
el proyecto consolide un modelo sobre el que todavía 
estas Cámaras ni se han pronunciado y que, además, 
sancione una falta absoluta de matices en la configu- 
ración de las fundaciones; no diversifica situaciones 
y, en consecuencia, no se posibilita una respuesta di- 
ferenciada y adecuada a cada una de ellas. Eusko Al- 
kartasuna entiende que es previamente necesaria es- 
ta reflexión y valoración, porque es la valoración de 
la función de la iniciativa privada en el interés gene- 
ral. 

Creo que existe cierto consenso sobre el sentido de 
que la vitalidad de una sociedad se mide también por 
la capacidad que los agentes sociales tienen de inter- 
venir y participar en los asuntos de interés general, no 
quedando estos en manos, única y exclusivamente, de 
la protección pública. 

Precisamente en los momentos de crisis, en los mo- 
mentos en que muchos ciudadanos han abandonado ese 
compromiso civil con lo cotidiano, se hace especialmen- 
te necesario impulsar la participación de la iniciativa 
privada en lo público y devolver a la sociedad civil el 
territorio y el terreno que nunca debió abandonar. Es- 
ta es la función del mecenazgo. Mecenazgo que no pue- 
de ser traducido en un cúmulo de promesas, en un 
cúmulo de buenas intenciones, que no se traduzca en 
la creación de instrumentos fiscales, pertinentes y apro- 
piados para impulsar la iniciativa privada y, en conse- 
cuencia, obtener el objetivo deseado. 

El mecenazgo debe constituir para la economía una 
especie de obligación voluntaria, asumida en atención 
a la colectividad y al bien común. Y ello, para Eusko 
Alkartasuna, lo que exige es fijar un marco jurídico, ba- 
sado en la confianza y en la firme convicción de la ne- 
cesidad de esa participación, sin elevar barreras 
gratuitas y sin que ello, a su vez, exima al legislador y 
al administrador de la obligación de fijar los controles 
pertinentes para evitar disfunciones en el cumplimiento 
de los fines y de los objetivos. Esto es lo que, a nuestro 

entender, no se percibe en el proyecto y de ahí las dife- 
rencias que manifestamos al mismo. 

Haciendo una lectura práctica de las diferencias, ce- 
ñiré ésta a seis o siete puntos del proyecto. En primer 
lugar, el referido a los requisitos. Eusko Alkartasuna 
entiende que los requisitos exigidos a fundaciones y 
asociaciones declaradas de utilidad pública para acce- 
der a las exenciones fiscales, son excesivos. En primer 
lugar, se delimita excesivamente la tipología de funda- 
ciones, en función de unos fines. Y yo no digo que no 
estén todas las que son, pero quizá falten determina- 
das fundaciones, determinados intereses comunes, que 
no están reflejados en los mismos. Por tanto, entende- 
mos que una cláusula general de salvaguardia sería mu- 
chísimo más correcta. 

En segundo lugar, exigir destinar el 80 por ciento de 
la renta nos resulta también elevado, al mismo tiempo 
que no nos parece correcto imposibilitar la participa- 
ción de las fundaciones en sociedades mercantiles, en 
la medida en que ello supone casi condenarlas a una 
supervivencia miserable o de caridad. 

Tampoco el ámbito de exención nos parece el correc- 
to, porque, en función de los artículos 10 y 11, en con- 
creto, se ve claramente que esta idea está inspirada en 
el criterio de que los rendimientos derivados del ejer- 
cicio de actividades deben quedar gravados y que, por 
tanto, la exención no está condicionada por el fin que 
se dé a los fondos sino por el origen de los mismos y 
nosotros entendemos que la valoración prioritaria de- 
be estar en los fines, sin perjuicio de que ello exima que 
se realice un control sobre el origen de los mismos. 

Otro de los puntos sobre el cual manifestamos nues- 
tra disconformidad es el relativo a las partidas no de- 
ducibles, en la medida en que el proyecto no incentiva 
la reinversión de excedentes, aunque sí hace la relativa 
a incrementos del patrimonio, y nos parece que debía 
incluirse la exención de este tipo de incrementos. Ade- 
más de ello, las deducciones de la cuota y de las exen- 
ciones nos parecen excesivamente pequeñas. 

Por último, vaya nuestra disconformidad más abso- 
luta con lo preceptuado en el artículo 29 del proyecto 
de ley, mediante el cual se posibilita incrementar los 
porcentajes de deducción hasta un 20 por ciento en pro- 
gramas prioritarios de la Ley de Presupuestos. 

No voy a entrar en el debate del dirigismo cultural, 
porque a estas alturas parece un poco increíble que ten- 
ganiios que estar hablando de ello, aunque, desde lue- 
go, a la vista del precepto parece que haberlo, haylo. 
Además, creo que pierde valor una de las característi- 
cas principales de la participación de la iniciativa pri- 
vada en fines de interés común, como puede ser el 
hecho de impedir que las fundaciones puedan partici- 
par en actividades vanguardistas, variopintas, de for- 
ma mucho más ágil que lo público y que, además, lo 
público casi nunca afrontará. 

Para terminar, solicitamos, señorías, la devolución de 
un proyecto de ley que, por desconfianza en la perver- 
sión del sistema, en el temor al fraude, pone demasia- 
das barreras a la participación de la iniciativa privada 
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en actividades de interés general. En definitiva, la de- 
volución de un proyecto que parece hecho sin ganas y 
sin confianza en la función social del mecenazgo. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Larrañaga. 
El Pleno se reanudará a las cuatro de la tarde. 
Se suspende la sesión. 

Eran las dos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cinco minutos de 
la tarde. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Se 
reanuda la sesión. 

Continuando el debate que habíamos iniciado en la 
sesión de la mañana, procede defender ahora la enmien- 
da de texto alternativo del Grupo Parlamentario Popu- 
lar, y en su nombre tiene la palabra el señor Cortés. 

El señor CORTES MARTIN: Señor Presidente, llevá- 
bamos mucho tiempo reclamando una ley de mecenaz- 
go y quejándonos de la situación existente; pero había- 
mos olvidado que no hay situación, por mala que sea, 
que el Partido Socialista no sea capaz de empeorar. (Ru- 
mores.) Como en la historia del lisiado que se precipi- 
ta en su silla de ruedas cuesta abajo en el santuario, 
las fundaciones, que reclamaban una legislación que 
les permitiera desarrollarse, están diciendo, unas en al- 
to y otras al oído, porque aquí también existe el miedo 
a la represalia: ivirgencita, que me quede como estoy! 
(Rumores.-La señora De Palacio Valle-Lersundi: ¡Muy 
bien! ¡Muy bien!-El señor De Torres Gómez: Si quie- 
ren guerra, la tienen.-Fuertes rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Si- 
lencio, señorías. 

El señor CORTES MARTIN: Haber esperado diez 
años para encontrarnos con este proyecto resulta fran- 
camente frustrante y refleja muy a las claras cuál es 
la idea socialista del Estado y de la sociedad. (Rumo- 
res.) El proyecto que el Gobierno ni siquiera se ha dig- 
nado presentar ha tenido un rechazo generalizado 
dentro y fuera de la Cámara, a nadie ha satisfecho. Por 
no satisfacer, señor Presidente, ni al propio Ministrd de 
Cultura -otra de las ausencias de esta tarde-, que di- 
jo que era un proyecto manifiestamente mejorable. Y 
no vale decir que el rechazo viene por diferentes moti- 
vos que se neutralizan y que ustedes están en el centro 
con la virtud y la verdad. (Rumores.) Todos los que quie- 
ren que en España avancen las libertades, que se ver- 
tebre y fortalezca la sociedad, que también en este 
terreno nuestro país se ponga en la cabeza de los 
europeos, han criticado seriamente el proyecto y se han 
lamentado de la ocasión perdida; de la ocasión y del 
tiempo perdido porque, si es bueno incentivar la parti- 
cipación privada en cuestiones de interés general, co- 

mo nosotros hemos creído siempre y el Partido Socia- 
lista dice haberse enterado ahora, España ha perdido 
diez años (Rumores.) y ha perdido además los años de 
bonanza económica. Su proyecto llega en la peor situa- 
ción económica de la década, cuando empresas y par- 
ticulares tienen dificultades para llegar a fin de mes. 
Luego dirán que el mecenazgo no sirve para tanto y que 
estaba justificada su desconfianza de la sociedad. Y el 
proyecto llega, además de tarde, poniendo el carro de- 
lante de los bueyes (Rumores.) - y esto se ha dicho tam- 
bién esta mañana-, entrando a regular los aspectos 
fiscales sin que exista una legislación sustantiva regu- 
ladora del derecho de fundar y en muchos casos inva- 
diendo, a través de la legislación fiscal, aspectos propios 
del derecho sustantivo. Y no hay una legislación sus- 
tantiva, a pesar de que la Constitución exige, en el artí- 
culo 34, una ley que desarrolle el derecho de fundación. 
El Grupo Popular se lo ha propuesto en todas las legis- 
laturas y siempre lo han rechazado, porque en todo lo 
que signifique ensanchar la libertad el socialismo se 
ha resistido hasta que no ha tenido más remedio, y en- 
tonces lo hace con el mayor control y la mayor de las 
limitaciones. (Rumores.) 

El proyecto que ha remitido el Gobierno, señor Pre- 
sidente, merece nuestro rechazo por limitador, contro- 
lador y cicatero. Establece limitaciones que la Consti- 
tución no señala -la Constitución que fija el derecho 
de fundación como un derecho de libertad-, crea con- 
troles y burocracias que, lejos de favorecer, entorpece- 
rán la actividad de las fundaciones y asociaciones 
potencialmente beneficiarias, y es tan cicatero que, de 
ser aprobado en sus actuales términos, empeorará la 
situación respecto de la actual. Pero nadie puede en- 
gañarse, se trata de un proyecto netamente socialista, 
porque el socialismo lo que pretende es controlar la so- 
ciedad haciéndola dependiente del Estado (Rumores.), 
y no otra cosa es lo que se busca al poner trabas, limi- 
taciones y requistos a las entidades sin ánimo de lucro 
o con la mentalidad recaudatoria que anima todo el tex- 
to, que, de prosperar, dificultará que haya fundaciones 
capitalizadas y pujantes, ya que a quien perjudica real- 
mente es a aquellas que puedan contar con sus rentas 
para sus actuaciones o con las donaciones que obtie- 
nen, y las perjudica mucho más que a las que viven de 
subvenciones, es decir, a aquellas que no tienen que 
preocuparse de captar el interés de la sociedad, sino 
el favor de los poderes públicos. (Rumores.) 

Hace tiempo, un destacado dirigente del Partido So- 
cialista habló de la necesidad de una ley de hierro pa- 
ra los beneficios. Se decía entonces que esas palabras 
iban contra el Ministro de Hacienda. El proyecto de ley 
que hoy debatimos, que es un proyecto del Ministerio 
de Economía y Hacienda -cuyo Ministro no ha tenido 
el valor de venir a presentarlo a la Cámara-, es tam- 
bién una auténtica ley de hierro; es una ley de hierro 
de las fundaciones. Aquí lo que ocurre es que los so- 
cialistas, por muchas divisiones y enfrentamiento que 
tengan, siempre se ponen se acuerdo cuando se trata 
de restringir la libertad. (Fuertes protestas.-Un señor 
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Diputado del Grupo Popular: ¡Muy bien, muy bien!) Por- 
que el proyecto, señor Presidente, decía antes que em- 
peora la situación actual. Y quiero demostrárselo, 
incluso a la montaña. (Señalando a los bancos del Gru- 
po Parlamentario Socialista.) 

Hasta ahora, bastaba con que las fundaciones sean 
clasificadas o inscritas por el protectorado correspon- 
diente, y era suficiente para las asociaciones haber si- 
do declaradas de utilidad pública por la Administración 
correspondiente. Pues bien, si el proyecto prospera en 
sus justos términos, las entidades que quieran disfru- 
tar de los beneficios concedidos, deberán solicitar ade- 
más un nuevo reconocimiento de la Agencia Estatal de 
la Administración Tributaria. Lo que acabo de señalar, 
señoras y señores Diputados, es muy significativo a la 
hora de ver cuál es la mentalidad del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda. No sólo desconfía de la sociedad, 
sino también de los demás ministerios. Es decir, una 
fundación inscrita, por ejemplo, en el Ministerio de 
Cultura, sobre la que el protectorado del Ministerio 
de Cultura ha dicho que cumple los requisitos de ser- 
vir al interés general y que sus estatutos son correctos, 
tiene que acudir después a la Agencia Tributaria y so- 
licitar su reconocimiento como entidad sin fin lucrati- 
vo. (Rumores.) Y la verdad es que resulta comprensible 
que haya motivos para desconfiar de la capacidad de 
gestión y de visión del Ministerio de Cultura. Sin em- 
bargo, parece que una ley como ésta debe hacerse para 
que permanezca en el tiempo y no para el tiempo en 
que el Ministerio de Cultura esté en manos del señor 
Solé Tura. (Rumores.) El Ministerio de Economía y Ha- 
cienda, para complicar aún más las cosas y generar más 
burocracia, crea un nuevo órgano, llamado consultivo, 
para hacer lo que tendrían que hacer -en algunos ca- 
sos, además, lo hacen de manera satisfactoria- los dis- 
tintos protectorados de los ministerios o la propia 
Agencia Tributaria. 

Pero hay más aspectos en los que la nueva situación 
empeoraría seriamente la actual si prosperase el pro- 
yecto del Gobierno. La exigencia de destinar, al menos, 
un 80 por ciento de las rentas y otros ingresos que ob- 
tengan las entidades por cualquier concepto llevará a 
su descapitalización, o impedir a las fundaciones ser 
titulares de participaciones mayoritarias en empresas 
mercantiles, limitación que no existía hasta ahora, no 
existe en el derecho sustantivo y no tiene razón ni fun- 
damento alguno en la idea que recoge nuestra Consti- 
tución del derecho de fundar como un derecho de 
libertad. 

Con el proyecto, por otra parte, se empeora esto, pe- 
ro además se mantienen todos los aspectos de la legis- 
lación fiscal más lesivos para las entidades sin ánimo 
de lucro: se mantiene la doble imposición de dividen- 
dos y las retenciones como tributación mínima, cuya 
supresión es una de las más justas y sostenidas reivin- 
dicaciones de las fundaciones, porque lleva a la aberra- 
ción de que éstas estén peor tratadas que las sociedades 
anónimas; se mantiene la valoración a precio de coste 
de las donaciones, que es la peor de las posibles si de 

verdad se quiere favorecer estas donaciones, y se man- 
tiene el gravamen en los incrementos de patrimonio del 
incremento patrimonial nominal sin actualizar el del 
coste de adquisición. 

En cuanto a los beneficios fiscales que se conceden, 
el proyecto de ley que debatimos no es sino una pura 
operación cosmética consistente en recopilar los pre- 
ceptos dispersos en las leyes de los distintos tributos 
sin apenas añadir algo a una situación tan insatisfac- 
toria que hay fundaciones que han preferido tributar 
como si fueran sociedades anónimas, opción ésta, por 
cierto, que, si se aprobase el texto del Gobierno, ya no 
tendrían la: fundaciones, produciéndose la paradoja de 
que los supuestos beneficios que concede el socialis- 
mo son obligatorios. 

Pues bien, señor Presidente, para el Partido Popular 
la posición que se adopte respecto a una ley como ésta 
marca la diferencia entre dos concepciones o dos mo- 
dos de entender el papel del Estado y de la sociedad. 
Para nosotros, para el Grupo Parlamentario Popular, 
hay cosas que el Estado tiene que hacer en exclusiva; 
hay otros terrenos en los que el Estado no debe entrar, 
y hay multitud de campos en los que el Estado o los 
poderes públicos en general tienen que garantizar que 
unos mínimos se cubren, pero no necesariamente ha- 
cerlo directamente. Aquí es donde entra en juego el 
principio de subsidiariedad, principio básico en una so- 
ciedad en libertad. 

Cuando el Estado está demostrando su incapacidad 
para abarcar tantos campos como pretende y hacerlo 
de manera eficaz, el Gobierno socialista se comporta 
como el perro del hortelano, que ni hace ni deja hacer. 
Estamos convencidos, señor Presidente, de que fomen- 
tar la participación de la sociedad es mejor para la li- 
bertad y para la eficacia, aunque sea peor para el 
socialismo. Aquí también ha llegado un momento en 
que los intereses del Partido Socialista no es que va- 
yan por otro lado que los de la sociedad, es que llegan 
a ser contrarios, y por eso el Grupo Popular, al enmen- 
dar a la totalidad el proyecto de ley del Gobierno, pre- 
senta un texto alternativo, porque creemos que la 
sociedad española debe disponer de un marco realmen- 
te incentivador de la participación privada en activi- 
dades de interés general, y al tratarse de actividades 
de interés general las incentivadas, los beneficios fis- 
cales, ciertamente generosos, que el texto del Grupo Po- 
pular plantea no suponen un privilegio para quien los 
recibe ni suponen que la colectividad se prive de recur- 
sos, pues es la colectividad quien se ve beneficiada por 
esas actividades. 

Nuestro texto, señor Presidente, prescinde de las li- 
mitaciones y trabas burocráticas del proyecto del Go- 
bierno, porque no se trata sólo de incentivar 
fiscalmente, sino también de no agobiar con requisitos 
y papeles que dificultan la actuación de cualquier en- 
tidad. Las fundaciones y asociaciones tienen que estar 
sometidas a control, y máxime si disfrutan de benefi- 
cios fiscales, pero para eso están los protectorados de 
los ministerios, cuyas misiones hay que regular en la 
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ley sustantiva que la Cámara sigue esperando desde que 
se aprobó la Constitución, y está también la Inspección 
tributaria, por lo que no hace falta crear nuevos órga- 
nos. Tiempo habrá en el debate en Comisión de entrar 
en cuestiones de detalle, pero en este trámite de totali- 
dad sí quiero decir que nuestro texto hace un plantea- 
miento diferente en cuanto al tratamiento fiscal de las 
entidades sin ánimo de lucro y de las donaciones que 
puedan recibir. 

A diferencia del proyecto del Gobierno, planteamos 
la tributación de estas etidades al 1 % en el Impuesto 
sobre Sociedades, es decir, un tipo testimonial pero que 
permite el control por la inspección tributa;ia. En cuan- 
to a las deducciones, nuestro planteamiento, que ya he 
dicho que es generoso, es mucho más coherente si se 
quiere incentivar de verdad y no de forma meramente 
retórica. 

Hay otra innovación que merece ser destacada en este 
trámite. Donde el proyecto del Gobierno dice que las 
fundaciones y asociaciones tienen que destinar un 80% 
de las rentas anuales a sus fines, lo que puede descapi- 
talizarse o llevarlas a que busquen poca rentabilidad 
a su patrimonio, hemos buscado un equilibrio entre tres 
objetivos que nos parecen deseables simultáneamente: 
por un lado, la necesidad de que las entidades de inte- 
rés general realicen actividades, es decir, que cumplan 
con su objetivo en favor de la colectividad por otro, pro- 
curar una rentabilidad a los patrimonios de las funda- 
ciones en un país en que las manos muertas fue uno 
de los argumentos utilizados para desamortizar las fun- 
daciones en el siglo pasado; y finalmente, favorecer la 
capitalización de las fundaciones, tanto más teniendo 
en cuenta la debilidad del tercer sector en España. Por 
ello, nuestro texto dice que las fundaciones y asocia- 
ciones tendrán que dedicar al cumplimiento de sus fi- 
nes una cantidad no inferior al 2% anual de su 
patrimonio, y lo podrán hacer en un plazo de cinco años 
y no de tres, como dice el texto del Gobierno, a fin de 
darles libertad para afrontar proyectos de mayor en- 
vergadura. 

El texto del Grupo Popular, señor Presidente, supri- 
me, como parece evidente con la crítica que he hecho 
antes del proyecto del Gobierno, la doble imposición de 
dividendos y las retenciones como tributación mínima, 
que discriminan a las fundaciones, a las asociaciones 
de utilidad pública, respecto de las sociedades mer- 
cantiles. 

Finalmente, quiero destacar que en el texto alterna- 
tivo que presentamos se presta una especial atención 
a la conservación y fomento del patrimonio histórico 
español, hacia el que el proyecto del Gobierno demues- 
tra una total insensibilidad. En España, señor Presiden- 
te, hay un Estado demasiado grande, devorador de 
recursos y muy poco eficaz, junto con una sociedad que 
sigue invertebrada. En momentos de dificultad -y su 
política durante estos diez años ha llevado a España a 
uno de los más graves- se hace necesario contar con 
una sociedad bien articulada y cohesionada. Ustedes 
apelan a esa sociedad, le piden esfuerzos y sacrificios; 

pero es un acto de hipocresía pedir el concurso de la 
sociedad al tiempo que se le niegan los instrumentos 
para favorecer su actuación. Nadie que sepa lo que es 
socialismo podía esperar una cosa muy distinta de lo 
que ustedes han enviado a la Cámara (Rumores.), por- 
que no se pueden pedir peras al guindo, ni al socialis- 
mo que dinamite y estimule la sociedad, porque lo suyo 
es controlarla y anestesiarla. Ustedes no saben hacer 
otra cosa. Por eso presentamos un texto alternativo que 
garantiza la libertad y estimula la participación de la 
sociedad. Se lo ofrecemos a la Cámara, y si la mayoría 
lo rechaza, por su dogmatismo o sus intereses puramen- 
te partidistas, se lo ofreceremos a la sociedad española. 

La sociedad española necesita confianza en sí mis- 
ma, fortalecer sus más nobles sentimientos. Necesita 
liberarse de rigideces y de ortopedias y para todo ello 
es requisito previo liberarse del socialismo, lo que ca- 
da día está más próximo. (Aplausos en los bancos de 
la derecha.-Varios señores Diputados: ¡Muy bien! 
¡Muy bien!-Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor Cortés. 

Enmienda del Grupo Parlamentario Catalán (Conver- 
gencia i Unió). Para su defensa, tiene la palabra el se- 
ñor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Quisiera, en primer lugar, en nombre de mi Grupo 
y antes de argumentar los elementos que han llevado 
a nuestro Grupo a presentar una enmienda de totali- 
dad con texto alternativo, lamentar la forma en que es- 
te debate se está realizando en estos momentos. Creo 
que es un tema de gran interés para la sociedad. Esta- 
mos en el trasfondo de la instrumentación de los me- 
canismos que deben facilitar la participación de la 
sociedad en los temas y en las actividades de interés 
general, y creo que este proyecto debería haber sido pre- 
sentado por el Gobierno y éste debería estar en estos 
momentos participando o, al menos, presente en este 
debate, el Ministro de Economía o el Ministro de Cul- 
tura o algún otro miembro del Gobierno. Me parece que 
este tema requiere una atención y creo que esta Cáma- 
ra no debería tener la constancia de ese desprecio por 
parte del Gobierno al debate que estamos realizando. 
(La señora De Palacio Valle-Lersundi: ¡Muy bien!) 

Nuestro Grupo no ha formulado una enmienda de to- 
talidad de devolución de este proyecto que el Gobierno 
ha presentado por cuanto hubiera sido un acto de in- 
congruencia que, tras haber estado más de diez años 
recabando y exigiendo al Gobierno que presentase un 
texto legislativo que favoreciera y potenciara la parti- 
cipación de la sociedad civil en todas las actividades 
de interés general, ahora que lo presenta, le planteára- 
mos su devolución. Lo que a nuestro Grupo le parece 
pertinente en estos momentos es proponer una alter- 
nativa, pero en ningún momento sustraer de la función 
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legislativa de esta Cámara la posibilidad de legislar so- 
bre esta materia. 

En consecuencia, señor Presidente, ya anticipo que la 
posición de nuestro Grupo, en relación con las dos en- 
miendas de totalidad de devolución, va a ser la de abs- 
tención, no por discrepancia en sus argumentos ni en las 
explicaciones que han vertido aquí los portavoces, sino 
porque consideramos que sería una incongruencia que 
no guardaría ningún tipo de correlación con lo que ha 
sido la actitud que nuestro Grupo ha tenido a lo largo 
de muchísimos años en esta Cámara, planteando muchas 
iniciativas en relación con este tema. 

En segundo lugar, nuestro Grupo cree que este pro- 
yecto de ley es oportuno y necesario. Es oportuno y ne- 
cesario porque llevamos muchísimo tiempo recabando 
y exigiendo al Gobierno la necesidad de operar y de le- 
gislar en ese campo de la acción del mecenazgo y de 
la promoción de las actividades de interés general que 
puede llevar a cabo la socieda civil. Creemos, no obs- 
tante, que el contenido de este proyecto es inadecuado. 
Por ello, rechazamos plenamete su contenido porque es- 
tos instrumentos que contiene ese proyecto de ley no 
sirven para poder conseguir los fines que persigue es- 
te proyecto ni los propósitos que el mismo Gobierno 
presenta en la exposición de motivos de este proyecto 
de ley. Este no es para nosotros el proyecto de ley que 
esperaba la sociedad. Podemos afirmar que ha produ- 
cido un sentimiento general de decepción y muy parti- 
cularmente en el sector de las entidades y fundaciones 
un sentimiento incluso de frustración. 

El Gobierno, tras reconocer en el propio proyecto de 
ley su propósito de alcanzar unos objetivos, que podría- 
mos incluso compartir plenamente, establece unos ins- 
trumentos insuficientes e inadecuados para lograrlos. 
Instrumentos que responden más al interés de acallar 
una demanda largamente reivindicada por la sociedad 
que al deseo de incentivar y promover realmente la par- 
ticipación de la sociedad civil en la financiación de 
aquellas actividades de interés general que ésta quiere 
realizar libremente. 

Este proyecto de ley, señorías, no satisface las expec- 
tativas generales, es tímido y no va a incentivar ni pro- 
mover prácticamente nada. Es más, en determinados 
supuestos va a ser más negativo que el marco fiscal hoy 
existente. El Gobierno no persigue incrementar ni fa- 
vorecer las fundaciones ni las entidades sin ánimo de 
lucro, para que sea mayor el compromiso y la partici- 
pación de la sociedad civil en la realización de activi- 
dades de interés público. El Gobierno, entiende nuestro 
Grupo, desea exclusivamente mantener el G statu quon 
hoy existente y justificarse ante la sociedad al haber to- 
mado ya la iniciativa de legislar tímidamente sobre es- 
ta materia. 

Es un proyecto de ley, señorías, que nace más arras- 
trado por los acontecimientos que como concreción de 
un objetivo político claro de crear las condiciones ob- 
jetivas para potenciar y desarrollar la participación de 
la sociedad civil en las distintas actividades de interés 
general. 

En tercer lugar, éste es un proyecto de ley en el cual 
subyace una concepción de modelo de sociedad que no 
podemos compartir. El Gobierno, a través de su proyec- 
to de ley, opta por un modelo de sociedad donde se re- 
serva para el sector público el protagonismo principal 
de las actividades de interés colectivo y obliga a que 
todo lo que haga la sociedad civil sea mucho más caro, 
por la vía de detraer recursos para el Estado de aque- 
llas actividades de interés general. Por ello, los benefi- 
cios fiscales que se deriven del proyecto de ley son 
mínimos y, en cambio, se sustraen muchísimas posibi- 
lidades de estímulo a que se desarrolle la iniciativa de 
la sociedad para realizar directamente actividades de 
interés colectivo. Por esto discrepamos de este modelo 
y del carácter restrictivo del proyecto de ley, que refle- 
ja una desconfianza respecto de las buenas intenciones 
de la sociedad civil, que quiere coadyuvar, directa o in- 
directamente, a satisfacer necesidades colectivas. 

En cuarto lugar, éste es un proyecto de ley que refle- 
ja la concepción de un Estado intervencionista, tutelar, 
desconfiado y con un cierto carácter centralista, que 
ignora, a nuestro juicio, la existencia de unas comuni- 
dades autónomas con competencias propias en estas 
materias y de unos poderes locales que deberían po- 
der participar también en su función de promoción de 
la sociedad civil en actividades de interés general. 

Por esas razones, nuestro Grupo ha presentado un 
proyecto de ley alternativo, para no sustraer la inicia- 
tiva legislativa y aportar la alternativa al proyecto del 
Gobierno. El texto alternativo contiene un marco fis- 
cal distinto del proyecto del Gobierno y refleja la con- 
cepción de un modelo diferente de sociedad, en donde 
se reconoce y se favorece el protagonismo principal de 
sus ciudadanos en la aplicación de actividades de inte- 
rés público y de mecenazgo. Proyecto de ley alternati- 
vo que estimula realmente la canalización de recursos 
y bienes materiales de la sociedad hacia las entidades 
sin ánimo de lucro y hacia aquellas actividades de in- 
terés general que la Administración pública defina co- 
mo preferentes. Proyecto de ley alternativo que favorece 
más intensamente toda la dimensión del mecenazgo y 
que se ajusta adecuadamente a la estructura del Esta- 
do de las Autonomías y de la función de las correspon- 
dientes administraciones públicas. N o  estamos plan- 
teando con ese texto alternativo ningún mecanismo de 
favorecer ningún contrapoder; estamos simplemente fa- 
voreciendo y estimulando la participación de la socie- 
dad en un ámbito de libertad, para poder dar una res- 
puesta más plural y más diversa a las necesidades y a 
las actividades de esta sociedad. 

¿Cuáles son las principales características de nues- 
tra propuesta alternativa? En primer lugar, estamos por 
un solo marco tributario. El proyecto de ley del Gobier- 
no parte de la desconfianza fiscal y establece con esta 
ley dos regímenes fiscales para las entidades sin áni- 
mo de lucro: el primero, que regula el Impuesto sobre 
Sociedades, con carácter general, que se aplicará a unas 
determinadas entidades y fundaciones, y el segundo, 
que se establece en este proyecto de ley para aquellas 
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que cumplan determinados requisitos que en él se se- 
ñalan. En la propuesta alternativa de nuestro Grupo se 
establece un solo marco tributario, el régimen fiscal de 
las entidades sin ánimo de lucro queda plenamente in- 
tegrado en el Impuesto sobre Sociedades como único 
marco que debe aplicarse sobre todas las entidades sin 
ánimo de lucro y las fundaciones existentes, y en este 
marco único se le incorporan las exenciones, las deduc- 
ciones y aquellos, digamos, mecanismos tributarios pa- 
ra poder favorecer y estimular las fundaciones y las 
entidades sin ánimo de lucro y la captación de recur- 
sos de la sociedad civil. 

Una segunda característica es el tipo impositivo. El 
proyecto de ley del Gobierno establece un tipo imposi- 
tivo del 20 por ciento, unas exenciones, unos tibios be- 
neficios fiscales. No obstante, el conjunto de requisitos 
para delimitar las entidades autorizadas a acogerse a 
este régimen es tan restrictivo que se hace difícil aco- 
gerse al mismo. En el texto alternativo se suprimen de- 
terminadas restricciones y se establecen dos tipos 
impositivos: uno, del 1 por ciento, que grava todos aque- 
llos ingresos obtenidos como consecuencia del desarro- 
llo de la actividad propia de la fundación o entidad que 
ha sido autorizada por la Administración competente, 
y un segundo tipo impositivo, el del 20 por ciento, igual 
que el del Gobierno, que grava los ingresos derivados 
de todas aquellas actividades o explotaciones económi- 
cas que se puedan realizar para que estas entidades 
puedan autofinanciarse. En el caso del texto del Gobier- 
no, si una fundación es titular de participaciones en so- 
ciedades mercantiles, o bien realiza actividades 
comerciales o se autosostiene con ingresos propios de 
a c t i v i -  
dades diversas, ya no puede beneficiarse en modo al- 
guno de ningún incentivo contemplado en este proyec- 
to de ley. Rechazamos este planteamiento y optamos por 
un mecanismo dual, de dos tipos impositivos, el del 1 
por ciento sobre los ingresos propios obtenidos, de 
acuerdo con los fines que tiene definidos la entidad, y 
el tipo del 20 por ciento, igual que el Gobierno, para los 
demás ingresos que puedan obtener las instituciones 
o entidades sin ánimo de lucro. 

El tercer elemento o la tercera característica funda- 
mental de nuestro texto alternativo es mejorar los in- 
centivos fiscales que propone el texto del Gobierno. En 
el proyecto del Gobierno se incrementa del 10 al 15 por 
ciento la deducción del IRPF por cantidades donadas 
a entidades que cumplan los requisitos de esta ley y, 
por tanto, con las restricciones que en él se contemplan, 
si bien se rebajan del actual 10 por ciento al 5 las de- 
ducciones que se aplicarán a las entidades de utilidad 
pública que no cumplan los requisitos de la misma. Por 
un lado, se favorece un poco más y se incentivan y, por 
otro, se reduce para aquellas que no cumplan las exi- 
gencias. No optamos por unos criterios de este orden 
y planteamos un incremento no sustancioso pero sí sig- 
nificativo de los mecanimos de límites y porcentajes de 
deducción a aplicar sobre las donaciones tanto en el 
IRPF como en el de Sociedades e introducimos diver- 

sas deducciones, que no se contemplan en el texto del 
Gobierno, para los supuestos delegados en el Impues- 
to de Sucesiones y Donaciones. 

Una cuarta característica que tiene nuestro texto al- 
ternativo es que deben respetarse, señorías, las compe- 
tencias que tienen las comunidades autónomas en 
materia de fundaciones y de asociaciones. El proyecto 
de ley del Gobierno contiene injerencias claras en las 
competencias cedidas a las comunidades autónomas y 
que éstas vienen ejerciendo actualmente en cuanto a 
control y a la tutela financiera. El texto del Gobierno 
crea nuevos registros e introduce excesivos requisitos 
administrativos para el reconocimiento de las exencio- 
nes. Nuestra propuesta alternativa se basa en el reco- 
nocimiento de las actuales competencias de las 
comunidades autónomas, simplificando la actuación 
administrativa sin que ello pueda favorecer ningún as- 
pecto de elusión fiscal, ya que todas las entidades se 
encontrarán siempre sometidas al Impuesto de Socie- 
dades porque hemos establecido un único marco gene- 
ral tributario y, por ello, podrán ser controladas 
fiscalmente siempre por el Ministerio de Hacienda. 

En quinto lugar, otra característica del proyecto al- 
ternativo que proponemos es favorecer claramente la 
actividad de mecenazgo; actividad de mecenazgo que 
deben desarrollar las sociedades y las personas físicas 
que deseen aceptar recursos privados para que se des- 
tinen a financiar actividades que las administraciones 
públicas declaren de interés general. 

En sexto lugar, otra sexta característica que introdu- 
cimos en nuestro texto alternativo es favorecer toda la 
relación entre la universidad y el sector privado. Se 
plantean en nuestro texto incentivos fiscales específi- 
cos a la colaboración entre la universidad y centros pú- 
blicos de investigación y el sector privado en aquellas 
actividades de investigación y desarrollo. Todo contra- 
to que suscriba una sociedad con una universidad o un 
centro público de investigación debe tener por parte de 
los poderes públicos un trato fiscal preferente. De esta 
forma potenciamos la utilización de las infraestructu- 
ras y del capital humano que hoy existe en las univer- 
sidades españolas y favorecemos el proceso de 
investigación propia de nuestra sociedad y ello rever- 
tirá en una mejora de la competitividad de nuestra eco- 
nomía. 

Por último, señorías, introducimos unas novedades 
puntuales en el sentido de trasladar a determinadas ac- 
tividades culturales la aplicación del IVA superreduci- 
do cuando se ponga en funcionamiento, y esperamos 
que sea próximamente; introducimos desgravaciones 
fiscales en el IAE, es decir, corresponsabilizamos a las 
administraciones locales a que ellas también, por sus 
propios tributos, puedan favorecer, estimular a las en- 
tidades e instituciones sin ánimo de lucro. Finalmente, 
eliminamos la imposibilidad de deducción por doble 
imposición, que contempla el texto del proyecto del Go- 
bierno, porque no se sostiene de ninguna forma. 

Con todo, el texto alternativo que propone nuestro 
Grupo Parlamentario, señorías, permite un trato fiscal 
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que realmente estimula y favorece más eficazmente a las 
asociaciones sin ánimo de lucro y fundaciones como un 
hecho positivo de construcción social y con un coste o 
beneficio fiscal que es perfectamente asumible para 
nuestro presupuesto público. Es más, en un período de 
recesión económica como el actual y de restricciones 
presupuestarias es, a nuestro juicio, cuando el impacto 
social del gasto de una peseta vía beneficio fiscal es mu- 
cho mayor que gastada directamente por el Estado. 

En el supuesto más favorable que contempla el texto 
del proyecto del Gobierno podríamos hacer el siguien- 
te símil, atendiendo a la mejora, digamos, de los meca- 
nimos fiscales que contempla el texto del Gobierno. 
Estamos ante el supuesto de que el Estado no le recla- 
ma a la sociedad civil una peseta de sus obligaciones 
tributarias si esta sociedad civil destina siete pesetas 
a actividades de interés general. El Estado renuncia a 
una peseta de las obligaciones tributarias que tiene la 
sociedad si esta sociedad, a la vez y simultáneamente, 
se compromete a destinar siete pesetas a actividades 
de interés general. 

En un momento de recesión, en un momento de res- 
tricciones presupuestarias, cuánto más efectivo y po- 
sitivo es para la sociedad utilizar caminos de incentivar 
acciones de ese tipo que no optar por el gasto directo, 
por la acción directa de los poderes públicos. Es preci- 
samente en este período en el que estamos, en estos mo- 
mentos de recesión o de incertidumbre, digamos, 
económica, cuando los poderes públicos tienen mayor 
dificultad de actuar directamente en la prestación de 
servicios que demanda la sociedad y, en cambio, el es- 
tímulo fiscal a la iniciativa de la sociedad le permite 
promover más ampliamente la cobertura de las deman- 
das y necesidades que la sociedad manifiesta. 

Ustedes, señorías del Grupo Socialista, cuando la so- 
ciedad civil, vía entidades sin finalidad de lucro o fun- 
daciones, paga menos impuestos, he oído muchas veces 
que dicen que estamos ante una evasión de impuestos. 
Los Diputados del Grupo Parlamentario Catalán opina- 
mos de forma distinta, estamos ante una manera distin- 
ta y diferente de pagar impuestos. Precisamente el 
progreso, la calidad y el nivel de desarrollo de una socie- 
dad moderna se mide, entre otras cosas, por la forma en 
que los poderes públicos reconocen y fomentan la inicia- 
tiva de la sociedad en actuaciones de interés general. 

Señorías, no existe en el mundo occidental ningún 
país fuerte que no tenga una sociedad civil fuerte y no 
existe una sociedad civil fuerte que no esté protegida 
e impulsada por los poderes públicos. Que nuestra so- 
ciedad en esta ocasión no pierda la oportunidad que 
tenemos de instrumentar unos mecanismos que pue- 
dan favorecer, que puedan reforzar la sociedad civil pa- 
ra que en el futuro pueda desarrollar una mayor 
participación en las actividades de interés general. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

¿Turno en contra de las enmiendas? (Pausa.) 
cias, señor Homs. 

En nombre del Grupo Socialista, el señor García Ron- 
da tiene la palabra. 

El señor GARCIA RONDA Señor Presidente, seño- 
rías, me toca subir a esta tribuna, en nombre del Gru- 
po Socialista, para oponerme a las enmiendas al 
proyecto de ley de incentivos fiscales a la participación 
privada en actividades de interés general, este nombre 
tan largo y que todos ya popularmente conocen como 
ley de mecenazgo. 

Creo que ha habido intervenciones, entre las cuatro, 
de muy distinto signo. Quiero hacer un brevísimo re- 
paso a las motivaciones y a la elaboración de la propia 
ley, para luego tratar de contestar -ya veremos con qué 
fruto- a las intervenciones de sus señorías. 

En primer lugar, podemos preguntarnos, ¿para qué 
esta ley? Esta ley viene dictada fundamentalmente por 
el hecho de que socialmente hay un desarrollo de las 
actividades que la propia ley protege de un calibre muy 
alto durante estos últimos años. En segundo lugar, por- 
que el incremento de la participación privada en esas 
actividades también se ha desarrollado considerable- 
mente. En tercer lugar, porque hay una conveniencia 
de incitación al encauzamiento de financiación hacia 
estas mismas actividades; y no voy a definirlas porque 
cualquiera de SS. SS. que se haya interesado un poco 
por la ley las tiene perfectamente definidas en el pro- 
pio proyecto. 

¿Por qué esa conveniencia de incitar el encauzamien- 
to de financiación para estas actividades? En primer 
lugar, y digámoslo muy claramente, porque creo que 
los Estados modernos tampoco pueden cargar sobre sí 
todo este tipo de actividades, con el coste onerosísimo 
que ellas llevan, y es precio no cargar excesivamente 
esos presupuestos con el consiguiente déficit que ello 
conlleva. Pero, en segundo lugar, y ligado con ello -y 
estoy de acuerdo con casi todas sus señorías, si no con 
todas las que han intervenido-, es necesario que no ha- 
ya un intervencionismo excesivo. Por eso es preciso dar 
paso a la iniciativa privada, para que pueda entrar a 
colaborar seriamente en este tipo de actividades. 

¿Sobre qué se elabora la Ley? Indudablemente, so- 
bre una dialéctica que es la que se establece entre la 
lógica fiscal y la lógica cultural, la lógica fiscal con sus 
necesidades indudables. Creo, lo he dicho siempe aquí, 
que ningún Ministerio de Economía y Hacienda tiene 
que avergonzarse por el hecho de que quiera recaudar 
lo que debe recaudar según las leyes aprobadas en es- 
ta Cámara. Además, hay que decir que debe procurar 
que los gasto públicos también sean los menores, y ahí 
entramos en conexión con lo que acabo de decir ante- 
riormente. Pero es evidente que esta ley origina. unos 
gastos fiscales que alguna de SS. SS. parece que ha que- 
rido ignorar diciendo que es una ley que pretende re- 
caudar. Eso no se sostiene en pie en absoluto, señor 
Cortés, y creo que lo ha dicho usted. Esta ley, por su 
propia naturaleza, disminuye los ingresos que en prin- 
cipio están legislados tanto para sociedades como en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en 
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algunos otros impuestos adyacentes en los que hay 
exenciones. 

Pero en esa elaboración, como he dicho, entra la 1ó- 
gica cultural, la necesidad que tenemos no ya de prote- 
ger solamente ese tipo de actividades, protegerlas desde 
el Estado, como marco de ellas, sino de encauzarlas, co- 
mo también he dicho antes, y, además impulsarlas. Yo 
me alegro de que SS. SS. estén por esta incitación a las 
actividades de tipo social y cultural -no voy a definir 
más- y espero que ninguna de SS. SS. lo haga con in- 
tenciones espúreas y extrañas a esas propias activida- 
des, si bien he tenido que ver algunos aspectos que 
enseguida pasaré a comentar y que me hacen sospechar 
que las intenciones tienen otro cariz que el de incitar 
precisamente a llevar a cabo estas actividades. 

Haré gracias a SS.  SS. de cualquier descripción de 
ley, que creo que está perfectamente definida en el pro- 
pio proyecto, y voy a aprovechar la ocasión para decir 
-y creo que ninguna de SS. SS.  ha podido decir nada 
en contra- que es una ley que está muy bien trabada 
en su articulación, que está desde un punto de vista téc- 
nico, muy bien hecha; yo diría que es una de las leyes 
de tipo fiscal mejor hechas de las que han venido a es- 
ta Cámara. Y, desde luego, está perfectamente entron- 
cada con el conjunto del sistema tributario y con el 
conjunto de toda la fiscalidad española, cosa que es im- 
portantísima en cuanto que se trata de una ley fiscal, 
como tendré ocasión de recordar también enseguida. 

Su finalidad es esa participación privada. Y sus vías, 
¿cuáles? Incitar, ayudar a la constitución de entidades, 
a las aportaciones a esas entidades y a que empresas 
que no ejercen actividades no lucrativas puedan hacer 
sus aportaciones, con el consiguiente tratamiento fis- 
cal especial. Contiene este pfoyecto de ley normas que 
son incentivadoras directamente, neutralizando deter- 
minados impuestos, reduciendo, y otras normas que son 
de ajuste e, inevitablemente, también de control, por su- 
puesto, porque no se puede hacer ninguna ley que su- 
ponga una disminución, una reducción en el impuesto, 
sin un control. Si no hubiera ese control adecuado, se- 
ría no solamente perjudicial, sino que desde el punto 
de vista del Ministerio que ha elaborado la ley, podría- 
mos decir que no está c\umpliendo realmente con su 
función. 

¿Qué finalidades secundarias podemos decir que tie- 
ne la ley? Desde luego, la ley no busca favorecer ni con- 
seguir beneficios fiscales para el que aporta dinero, 
bienes, etcétera, para estas actividades. En realidad, lo 
que se busca es que se incentive la actividad, no tanto 
de que se incentive la menor fiscalidad de quien hace 
esas aportaciones. En realidad, es lo que buscamos y 
creo que todas SS.  SS.  estarán de acuerdo en que debe 
ser así. Ese es el principal objetivo. 

Tampoco entra la ley a considerar el patrocinio pu- 
blicitario, que tiene otras vías y otras líneas, como 
SS. S S .  saben. 

Y paso inmediatamente a contestar en la medida de 
mis posibilidades y sin extenderme demasiado, porque 
SS. SS. han sido reiterativas en algunos de los puntos. 

Los trataré de una manera global y me detendré en al- 
gunas cosas que han sido chocantes y otras casi ina- 
ceptables. 

La señora Larrañaga, del Grupo Mixto, nos ha dicho 
que el proyecto es inapropiado, que está hecho sin ga- 
nas, que está sobrepasado. Yo creo que son adjetivos 
que se emplean en el debate porque la oposición que 
no está de acuerdo tiene que minimizar la importan- 
cia de cualquier proyecto de ley que traiga el Gobierno. 

Que existe dirigismo cultural. Lo ha dicho ella y lo 
han dicho las otras señorías que han intervenido. Des- 
de luego, de ninguna manera se puede decir que esta 
ley propicia el dirigismo cultural, en absoluto. Preci- 
samente es una ley que hace, por primera vez, una con- 
sideración especial de las actividades de toda índole no 
lucrativa. Creo que esa insistencia machacona en que 
es dirigista también, en realidad, proviene de una ne- 
cesidad por parte de SS. SS. de atacar por ese lado a 
un Gobierno que considera -¿y por qué no?, yo lo di- 
go sin ambages- que el Estado es importante y que no 
puede hacerse dejación desde el Gobierno del papel que 
tiene que jugar el Estado en algo de tal importancia 
social. 

La señora Larrañaga también se ha referido a que no 
hay una ley de fundaciones previamente y que el Go- 
bierno, como siempre, lo hace tarde, etcétera. También 
son ataques a los que no voy a dar demasiada impor- 
tancia, porque no la tienen y porque yo creo que lo ha 
hecho sin acritud. 

En cuanto a lo de la ley de fundaciones, tengo que 
decir dos cosas a sus señorías. Primero. Si hay un pro- 
yecto de ley de fundaciones que se está elaborando con 
todo cuidado, es porque, indudablemente, esa ley con- 
tiene aspectos que necesitan una gran delicadeza en su 
tratamiento, puesto que también están involucradas las 
soberanías legislativas de las comunidades autónomas. 
Es decir, ruego a S. S. que no ataque el proyecto del Go- 
bierno por algo que, en realidad, no ha hecho el Gobier- 
no precisamente por tratarlo de hacer con la máxima 
perfección posible. 

En segundo lugar, hay que decir que ésta es una ley 
de carácter fiscal y contiene todos los elementos de una 
ley fiscal, y no tenemos por qué referirnos a la ley de 
fundaciones sino como algo que ha de venir, induda- 
blemente, y que se entroncará perfectamente con ésta 
en su momento. 

En cuanto al señor Diputado que ha intervenido en 
nombre del PNV, ya está contestado respecto a esta 
cuestión de la Ley de fundaciones, a la que también ha 
hecho referencia. De nuevo ha hablado de intervencio- 
nismo. Habla en su enmienda a la totalidad de que hay 
una lista cerrada de fines en este proyecto de ley. Quie- 
ro decirle que sí, y no lo digo como algo negativo. Na- 
turalmente que hay que definir exactamente qué tipo 
de actividades deben ser protegidas. Por lo tanto, fue- 
ra de ellas, las demás no tienen por qué estar protegi- 
das fiscalmente. Creo que eso debe decirse con gran 
claridad, como lo hace el proyecto de ley, porque si no 
estaríamos en una situación de «totum revolutum» don- 
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de cualquiera pudiera acogerse con otras finalidades 
que las que el proyecto de ley persigue. 

También ha dicho que no es un instrumento válido. 
Sin embargo, creo que ha reconocido, por otro lado, que 
si no había una intención de devolución por parte de 
su Grupo -y desde luego no había un texto alterna- 
tivo-, era porque, en principio, era válido el proyecto 
de ley como tal, pero necesitaría unos retoques, por lo 
que el PNV ha presentado aproximadamente quince en- 
miendas al articulado. 

El señor Cortés, interviniente por parte del Grupo Po- 
pular, me ha sorprendido. No sé si él no habrá comido, 
pero después del mediodía, las intervenciones suelen 
estar atemperadas por una cierta bonhomía, proceden- 
te, seguramente, de que hemos descansado todos un po- 
quito, hemos podido charlar con nuestros amigos o 
nuestros compañeros y venimos con un mejor talante. 
Pero ha subido a la tribuna y, rápidamente, ha empe- 
zado a decir exabruptos. Yo tengo que decir alguna co- 
sa respecto a ellos, aparte de que no voy a contestar a 
otras cosas como a lo de la ley de fundaciones, inter- 
vencionismo, etcétera -a las que también se han refe- 
rido otras señorías-, porque están contestadas. 

Desde el comienzo y con reiteración se ha referido 
a que el Grupo Popular quiere ensanchar las liberta- 
des y nosotros queremos restringirlas. No solamente 
se ha referido a este proyecto de ley, sino que lo ha he- 
cho de modo general. Nosotros, los socialistas, quere- 
mos restringir las libertades, queremos aherrojar a los 
ciudadanos. Ustedes, sin embargo, van a ser los salva- 
dores, los libertadores de esa población totalmente en- 
cadenada. Veo que alguno de SS. SS. asiente. A mí me 
parece muy bien que conserve su optimismo en ese sen- 
tido, pero, desde luego, creo que esto no es de recibo 
por nuestra parte. Pienso que para los socialistas (y no 
tengo más remedio que meter aquí una cuña puramen- 
te política, en un proyecto de ley que creo que se desa- 
rrollaba en terrenos políticos, sí, pero no con referencia 
a grandes principios) no es de recibo porque nos esta- 
mos refiriendo a la actualidad, en efecto, pero quienes 
proceden de un grupo cuya génesis -o la génesis de 
parte de sus líderes- en ese sentido tiene sus lagunas, 
sus sombras, es preferible que no se diga nada de eso. 
Me parece que no debemos meternos en este terreno; 
no vamos a entrar porque, en efecto, tendríamos mu- 
cho que decir y es preferible que lo hagamos fuera de 
este hemiciclo. Tengamos la fiesta en paz en ese terre- 
no y no me obliguen SS. SS. a que tenga que aludir a 
cosas que serían un tanto sonrojantes. (Protestas.) 

Creo que en estos momentos todos somos demócra- 
tas, todos defendemos la libertad desde allí y creo que 
es preferible que no hagamos ninguna alusión a eso por- 
que ni los de un lado ni los de otro, en ningún escaño 
-pienso yo-, puede haber alguien que no defienda la 
libertad hasta sus últimas consecuencias (Varios seiio- 
res Diputados: ¡Muy bien!) y, desde luego, ni este Go- 
bierno ni el Partido Socialista dejan de defenderlo como 
lo han hecho a lo largo de toda su historia. (Varios se- 
ñores Diputados: ¡Muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Señor García Ronda, le rue- 
go que vaya concluyendo. 

El señor GARCIA RONDA: Gracias, señor Presiden- 
te, y lo haré en el menor tiempo posible para satisfa- 
cer su demanda. 

Sigue diciendo el señor Cortés que el socialismo quie- 
re controlar, etcétera, y que además hay que pasar por 
la Agencia Tributaria. Vuelvo a decir lo de los necesa- 
rios controles. 

Creo que, en efecto, tenemos diferencias y también 
en la visión del Estado. Lo que me extraña es que S. S.  
haya hecho un discurso casi, casi anarquista en este te- 
rreno, es decir, como si el Estado no tuviese nada que 
ver y hubiese que dejar a un «laissez faire» absoluto 
el asunto de las entidades no lucrativas. Creo que es ne- 
cesario alcanzar un equilibrio, que tanto el papel del 
Estado como de cualquier entidad privada esté bien tra- 
bado entre ellos y, además, como digo, dé lugar a un 
buen equilibrio. 

Por otra parte he de señalar a S. S. que hay algo en 
su texto alternativo que no favorece en absoluto las ac- 
tividades no lucrativas, porque, primero, no hay ningún 
límite a que haya actividades económicas del tipo que 
sea para esas entidades: segundo, como destino finan- 
ciero para los fines que pretenden solamente está, co- 
mo límite mínimo, el dos por ciento del patrimonio, 
excluyendo todo el patrimonio cultural. Si tuviéramos 
una pizarra, podríamos hacer unos cálculos, pero me 
parece absurdo que el límite sea ése porque entonces 
podríamos tener unas entidades que se dedicasen ab- 
solutamente a actividades de tipo lucrativo -absolu- 
tamente a ello- y dejasen un rinconcillo de poca mon- 
ta para actividades de tipo no lucrativo viéndose, sin 
embargo, favorecidas con una fiscalidad especial. No 
sé si SS. SS. lo han pensado bien, quizá demasiado bien, 
pero aquí es donde entro a decir que no creo que haya 
intenciones espúreas en la presentación de un texto al- 
ternativo. Creo que tienen buena intención pero que han 
fallado desde el punto de vista técnico, creo que sí. 

Creo que también he contestado a alguno de los as- 
pectos que ha planteado el Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió), representado por el señor Homs. Hay una 
cosa política que quiero comentarle y es que se ha re- 
ferido indebidamente a que no había ninguna presen- 
cia del Gobierno e, inmediatamente, ha venido el señor 
Ministro de Cultura, pero además he de decirles algo 
que sirve para ahora, para cualquier momento y para 
cualquier interviniente, y es que el Grupo Socialista de- 
fiende y representa el pensamiento socialista lo mismo 
que lo representa y defiende el Gobierno, y en la mis- 
ma línea, de manera que no teman sus SS. SS. cuando 
alguien interviene aquí por parte del Partido Socialis- 
ta. No es necesario que tengan un apoyo presencial de 
todo el Gobierno, porque sin duda está en conexión per- 
fecta con él. 

El señor PRESIDENTE: Señor García Ronda, le rue- 
go que concluya. 
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El señor GARCIA RONDA: Perdone, señor Presiden- 
te, y termino inmediatamente. 

El señor PRESIDENTE: Conviene que termine. 

El señor GARCIA RONDA Termino inmediatamente. 
Ha dicho que es una legislación tímida, con lo cual 

no estoy de acuerdo. Su señoría sabe que es la primera 
vez que se legisla para este tipo de cuestiones, que es 
un escalón importantísimo en estas actividades no lu- 
crativas. Se ha acusado en algún momento de dirigis- 
mo al proyecto de ley y si se refieren al artículo 29, 
desde luego he de decir a SS. SS. que es conveniente 
que en los Presupuestos Generales del Estado pueda 
hacerse mención a actividades especialmente conside- 
radas para el ejercicio para el que se aprueban los Pre- 
supuestos, porque será beneficioso para todos. No 
encuentro que haya nada negativo. 

Por fin, señorías, quiero decirles, para terminar, se- 
ñor Presidente (Rumores.) que la ley, como toda ley, pue- 
de tener detalles susceptibles de perfeccionamiento y 
si en nuestras reflexiones posteriores consideramos 
-naturalmente que con la ayuda de SS. SS. de mejor 
voluntad- que hay posibilidades de ese perfecciona- 
miento, a ello iremos para que sea una ley que realmen- 
te dé satisfacción en el mayor nivel posible a aquellos 
que quieren llevar a cabo este tipo de actividades. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor García 

En turno de réplica, el señor Cortés tiene la palabra. 
Ronda. 

El señor CORTES MARTIN: Señor Presidente, seño- 
rías, quiero agradecer al señor García Ramos (Rumo- 
res.) dos cosas... (Continúan los rumores.) Alguna más, 
pero, de momento, dos: una, el que haya hecho una de- 
fensa del proyecto y no simplemente un turno en con- 
tra de las enmiendas a la totalidad, ya que no la ha 
hecho el Gobierno, cuando era su obligación, si tuvie- 
ra el más elemental respeto a la Cámara, porque, señor 
García Ramos ... (Los señores García Ronda y Martín To- 
val: García Ronda.) Ronda, perdón, lo siento. Decía que 
la presencia del Gobierno no es una cuestión de que el 
mismo esté respaldado o no, es una cuestión de educa- 
ción y de consideración hacia la Cámara. Es verdad que 
el señor Ministro de Cultura ha llegado, pero ha llega- 
do como la ley: tarde; la ley diez años tarde y el señor 
Ministro un par de horas. 

i~ segundo que quiero agradecer al señor García Ron- 
da es que haya dicho -cosa que agradará mucho a mi 
buen compañero el señor García Margallo- que el pro- 
yecto de ley que hoy viene a la Cámara es de los mejor 
hechos de todas las leyes fiscales que se han enviado 
a la Cámara. Como mi buen compañero venía critican- 
do sus leyes, me parece que su afirmación debe ser te- 
nida en cuenta por todo lo que vale. 

Lo que no se entiende muy bien, señor García Ron- 
da, es que si en la primera parte de su intervención, en 

lo que era la defensa del proyecto que no ha hecho el 
Gobierno, han descubierto todas esas ventajas que tie- 
ne el mecenazgo y la necesidad de que la sociedad par- 
ticipe, por qué han esperado diez años para traer este 
proyecto de ley y por qué siguen esperando todavía 
al proyecto de ley de fundaciones. Yo no voy a decir lo 
que dijo alguien de sus bancos: que la perfección era 
fascista; pero sí recuerdo algo que decimos por mi tie- 
rra, y es que muchas veces lo mejor es enemigo de lo 
bueno. Debían haberla traído de una vez y, en la Cáma- 
ra, entre todos, podíamos mejorarla, porque ya sabe- 
mos que lo que ustedes traen es mejorable. 

Lo cierto es que el Gobierno socialista no será el que 
haya traído a España una ley de mecenazgo, sino el que 
durante diez años la ha impedido. Ha sido la presión 
interior -en la sociedad y en el Parlamento- y la ex- 
terior, con la inmediata libertad de circulación, que 
afecta también a las fundaciones -y que si no se regu- 
la aquí bien podrían buscar climas más favorables-, 
las que han logrado que traigan un proyecto, aunque, 
como el presente, como decíamos antes, lejos de mejo- 
rar la situación la empeora. 

Como decía en mi anterior intervención, hay una di- 
ferencia de concepción tan radical que hace muy difí- 
cil no sólo el acuerdo, sino la mera aproximación. 
¡Ojalá! en la Comisión su talante sea distinto -algo ha 
anunciado el señor García Ronda- y con las enmien- 
das al articulado, que ya anuncio que por nuestra par- 
te serán muy numerosas, se pueda mejorar algo el 
proyecto. 

En este turno pues, señor Presidente, me limitaré a 
replicar simplemente con algunas precisiones. 

Dirán lo que quieran, pero una vez aprobada la Cons- 
titución, desde que ustedes gobiernan toda la legisla- 
ción que ha desarrollado en materia de libertades la 
Constitución va dirigida a limitar el margen de liberad 
tan amplio que la misma concedió (Rumores.) ya sea 
en libertad de información, de enseñanza, en la protec- 
ción del domicilio o en las fundaciones, por sólo citar 
algún ejemplo, pero ahí están los textos. 

Segunda precisión. Desde el régimen fiscal, señor 
García Ronda, no se puede condicionar el régimen sus- 
tantivo, por mucho que el Ministerio de Hacienda se 
empeñe en controlarlo todo. Hay que distinguir los cam- 
pos y por eso nuestro texto alternativo lo hace con 
nitidez. 

Finalmente, cuando se piden sacrificios a los espa- 
ñoles para que España se pueda situar entre los países 
punteros de Europa, si el Gobierno fuese sincero y co- 
herente no traería proyectos como éste o no rechaza- 
ría las alternativas que hemos presentado, porque con 
su proyecto España seguirá teniendo el peor régimen 
fiscal para fundaciones de Europa. 

Dicen una cosa y hacen otra. La interpretación bené- 
vola pueda ser que es que no saben hacerlo, pero tam- 
bién cabe pensar que haciendo cuentas han llegado a 
la conclusión de que lo que interesa a España -una so- 
ciedad fuerte y con confianza en sí misma, un Estado 
reducido, que no un Estado ocioso que se ocupe con efi- 
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cacia de aquello que le es propio- no compensa a sus 
intereses personales, electorales o partidistas. 

En las sociedades a las que su retórica dice que quie- 
ren asemejarnos hay otras reglas del juego y se usan 
otros instrumentos para conseguir esos objetivos. 

Ustedes hacen como la perversa reina de corazones 
de «Alicia en el país de las maravillas,, (Rumores.) cuan- 
do se empeñaba en jugar al croquet y usaba un flamen- 
co como astick)) y no acertaba a la bola, porque el 
instrumento no era el adecuado y se enfurecía con los 
demás responsabilizándoles de algo de lo que sólo ella 
tenía la culpa por su tozuda incompetencia. (Rumores.) 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cortés. 

Silencio, señorías. 
Tiene la palabra el señor Homs. 

(Rumores.) 

El señor HOMS 1 FERREE Gracias, señor Presidente. 
Muy brevemente. Al igual que al inicio de mi inter- 

vención, he lamentado la ausencia del Gobierno aho- 
ra, puesto que hay dos Ministros, quiero darles la 
bienvenida a los Ministros de Cultura y de Economía 
por sumarse a este debate tan apasionante sobre un te- 
ma de gran interés para la sociedad. 

Estamos en el tema de los incentivos fiscales, señor 
Ministro de Economía, que deben favorecer y potenciar 
a la sociedad que tiene que participar en las activida- 
des de interés general y colectivo. 

Como principal argumento del señor García Ronda, 
en su turno en contra a nuestra enmienda de totalidad, 
he apreciado que el Gobierno con su texto lo que bus- 
ca es el objetivo de incentivar la actividad. Ha destaca- 
do usted esa frase con ese principal objetivo de 
incentivar la actividad y nuestro Grupo le dice que con 
el texto que el Gobierno ha presentado no se incentiva 
nada. El sector al cual va destinado ese texto hoy tiene 
una opinión, ya manifestada y conocida, y dice que no 
incentiva nada, ni a las entidades sin ánimo de lucro, 
ni a las fundaciones. 

Es un texto que yo he calificado de tímido en lo refe- 
rente a los incentivos, y me reitero en ello. Prácticamen- 
te no se va a potenciar nada con ese texto que el 
Gobierno ha presentado a la Cámara. 

Me dice usted también, como segundo gran argumen- 
to, que esta es la primera ocasión en que se legisla so- 
bre esta materia y, por lo tanto, ello debe ser bueno. No 
porque sea la primera ocasión en que se legisla tiene 
que ser necesariamente bueno. 

Ese texto no es bueno, ese texto no es el que la sacie- 
dad esperaba, no es el que las entidades y las funda- 
ciones de nuestra sociedad esperaban; es un texto que 
dista mucho de los marcos fiscales que hoy existen en 
los demás países de Europa, como se ha dicho en algu- 
na otra ocasión en este debate. 

El señor García Ronda, al final de su intervención, 
nos ha brindado su colaboración para que en el trámi- 
te de enmiendas intentemos reconducir aspectos con- 

cretos de todo ese marco tributario. Quiero invitarle a 
usted a que admita nuestro texto alternativo, puesto que 
es mejor, y, en el trámite de enmiendas, nuestro Grupo 
le aceptará gustosamente todas las que ustedes quie- 
ran proponernos para ponernos de acuerdo en ese tema. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Homs. 
Tiene la palabra el señor García Ronda. 

El señor GARCIA RONDA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señor Homs, me reitero en afirmar que esta ley in- 
centiva realmente -otra cosa es que ustedes, con su tex- 
to, quieran incentivar de otra manera- esas activida- 
des. Vuelvo a reiterarme también en lo del perfeccio- 
namiento, que puede haberlo allí donde sea necesario 
y se demuestre, y también quiero decirle que en Euro- 
pa hay de todo. 

Usted ha hecho referencia al proyecto de ley presen- 
tado por el Gobierno y yo, en referencia recíproca a su 
propio texto, le digo que puede haber en el mismo algo 
que pueda ser aprovechable y que, de alguna manera, 
quizá podamos conjuntar ciertas ideas en los próximos 
trámites. 

En cuanto al señor Cortés, he de aclararle algo que 
es puramente gramatical. Cuando yo he dicho que ésta 
es una de las leyes mejor hechas he querido decir, pre- 
cisamente, que otras son buenas y que ésta es mejor, 
no que las otras no sean buenas; mejor, como usted sa- 
be, es superlativo de bueno. 

¿Por qué el Gobierno ha traído ahora este proyecto 
de ley? Probablemente porque -y eso es muy claro- 
las proposiciones que ustedes habían hecho anterior- 
mente -repase usted el «Diario de Sesiones» y lo po- 
drá comprobar- desde luego no eran las adecuadas, 
y por eso nosotros las rechazamos; si no, hubiera habi- 
do una aceptación para que hubieran servido de base, 
pero por eso las rechazamos. (Por qué lo presentamos 
hoy? Creo que lo he explicado al principio de mi inter- 
vención. Hoy hay una madurez, tanto en la sociedad co- 
mo en los aportantes, o en quienes quieren estar en ese 
tercer sector del que habla el informe Carter. 

En cuanto a que Hacienda quiere controlar todo, he 
de decirle que esto no es así. Hacienda no quiere con- 
trolar todo; lo que sí quiere es controlar el dinero que 
es tributable o es susceptible de tributación. ¡Faltaría 
más! Naturalmente que tiene que controlarlo. Y he de 
decirle también que, cuando habla del acercamiento de 
nosotros a ustedes en los trámites próximos, yo le invi- 
to a que el acercamiento sea fundamentalmente de us- 
tedes a nosotros. Repasen de nuevo su texto alternativo 
y verán que hay más razones para que se acerquen us- 
tedes a nosotros que nosotros a ustedes. 

Creo que S. S. ha hecho una réplica escrita en gran 
parte, no sé si porque ya averiguaba lo que yo le iba a 
decir. Le felicito, señor Cortés, porque parece que us- 
ted ha averiguado lo que yo le iba a decir, aunque no 
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hemos hablado ni un minuto acerca de este tema; le fe- 
licito por esa telepatía. 

Por último, quiero hacer referencia a esa alusión li- 
teraria acerca de la reina de corazones de Alicia. Lo que 
parece es que a usted sí le interesa atarse a aquella frase 
repetida por ella de ¡que le corten la cabeza!, ¡que le 
corten la cabeza! Usted quisiera cortar la cabeza a Ha- 
cienda, aunque sea por la vía de una ley de mecenazgo. 
No. Creo que aquí el Ministerio de Economía y Hacien- 
da ha estado cumpliendo y cumple perfectamente con 
esta ley las finalidades que se pretenden. 

Nada más. Muchas gracias. (Varios señores Diputa- 
dos del Grupo Socialista: ¡Muy bien!) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor García Ronda. 
(La señora De Palacio Valle-Lersundi pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora 
De Palacio. 

La señora DE PALACIO VALLE-LERSUNDI: Gracias, 
señor Presidente. 

Conforme al Reglamento de la Cámara, solicitaría a 
esa Presidencia que leyera al señor García Ronda, bajo 
el vocablo «mejor», qué es lo que opina la Academia de 
la Lengua, porque como nos ha dado una lección de gra- 
mática ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora De Palacio. 

La señora DE PALACIO VALLE-LERSUNDI: ... para 
que comprenda que no es un superlativo de bueno, si- 
no sencillamente ... 

El señor PRESIDENTE: Señora De Palacio, muchas 

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 

gracias. , 

Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Pre- 
sidente, señorías, si les parece, dejemos a Alicia en paz 
y vamos a centrarnos en el debate que nos ocupa esta 
tarde. 

Hay algo, señorías, que nuestro Grupo Parlamenta- 
rio, analizando el proyecto de ley, entiende como la cues- 
tión principal para poder interpretar lo mismo ese 
proyecto de ley que los textos alternativos que sean pre- 
sentados, y es si existe una voluntad de ampliar la par- 
ticipación de la sociedad a todos los campos de la vida 
social o bien sólo a determinados campos y hasta de- 
terminados niveles, porque creo, señorías, que ésta no 
es una cuestión de límites, es mucho más profunda y 
se circunscribe a definir el tipo de sociedad que que- 
remos, y tanto la sociedad como el Estado tiene su ra- 
zón de ser; por tanto, están fuera de esta cuestión los 
que quieren excluir al Estado, y también los que quie- 
ren excluir a la sociedad civil. 

En estos momentos, señorías, yo creo que se produ- 

cen unos movimientos de flujo y reflujo entre Estado 
y sociedad civil como consecuencia de circunstancias 
económicas, políticas, sociales y culturales, y quizá por 
imperativo de lo que Dahrendorf llama principios bá- 
sicos intocables, es decir, la libertad, la democracia, el 
pluralismo, la tolerancia, y, en definitiva, la participa- 
ción. Es decir, en una sociedad más democrática se pro- 
duce siempre una mayor participación y, por 
consiguiente, yo diría que cuando hay tantas voces que 
afirman que el Estado del bienestar se ha roto, lo di- 
cen con acierto, porque quizá vivimos en un momento 
en el que al Estado del bienestar hay que sustituirle por 
la sociedad del bienestar, y esto no significa disminuir 
el contenido del Estado; no es que el Estado pierda su 
papel, sino simplemente que pase, de ser ejecutor prác- 
ticamente de todo, a ser impulsor, a ser receptor y ca- 
nalizador de los impulsos de la sociedad civil. 

Esa sociedad del bienestar requiere necesariamente 
el estímulo de la solidaridad voluntaria de los ciuda- 
danos y de las instituciones por parte del Estado, pero 
no mediante arrumbar sistemáticamente al Estado; no 
se arregla ninguna economía doméstica vendiendo los 
muebles, señorías, sino, repito, tratando de inyectar en 
esa sociedad civil el dinamismo y la fuerza suficiente 
para que sea mucho más operativa, y para eso se nece- 
sita un enorme grado de confianza entre el Estado y 
la sociedad civil, y en temas como la educación, la cul- 
tura, la asistencia social, el medio ambiente, el desa- 
rrollo científico y tecnológico, se abren campos 
inmensos a esa colaboración. Descendiendo al análisis 
a la luz de estos principios del proyecto de ley, sincera- 
mente diré que mi Grupo Parlamentario estima que no 
refleja suficientemente un clima de confianza cuando 
se refiere a las actividades mercantiles, en el artículo 
3.0 cuando se refiere a la participación, ser partícipes 
mayoritarios en las sociedades mercantiles, que tam- 
bién figura en el artículo 3.0; al establecimiento de un 
órgano cuyas funciones duplican y solapan las del Con- 
sejo Superior de Fundaciones, que figura en el artícu- 
lo 7; al intervencionismo que recoge el artícu- 
lo 29; que no contempla el silencio positivo en la res- 
puesta de la Administración a la solicitud, que figura 
en el artículo 8; al no aligerar los trámites para la ins- 
cripción, también en el artículo 8, y porque no exige 
un acto motivado para la denegación de los beneficios, 
que figura en el artículo 9. 

Asimismo, no estimula realmente la participación de 
la sociedad, porque el tratamiento fiscal de los gastos 
es injusto y restrictivo, en el artículo 13, por el tipo im- 
positivo con el que se grava la base imponible, en el ar- 
tículo 15, por la no deducción de la doble imposición 
de dividendos, en el artículo 16, y por la regulación del 
Impuesto sobre los Bienes Inmuebles en relación con 
estas entidades, en el artículo 20. 

Pero el esfuerzo de mi Grupo parlamentario, del CDS, 
se ha centrado en perfeccionar el proyecto de ley más 
que en la presentación de una enmienda de totalidad 
y, a tal efecto, presentaremos muchas enmiendas que 
tratan de perfeccionar, en una tesis posibilista, el pro- 



- 10491 - 
CONGRESO 24 DE SEPTIEMBRE DE 1992.-N6~. 213 

yecto de ley presentado por el Gobierno. Acojo con es- 
peranza y satisfacción el ofrecimiento hecho por el se- 
ñor García Ronda, y en un afán constructivo, por tanto, 
seguiremos colaborando para que la sociedad tenga la 
mejor de las leyes posibles en el ámbito al que nos re- 
ferimos; porque, si bien tengo que decir que mi Grupo 
puede afirmar respecto de esta ley que no es su ley, tam- 
bién puede decir lo mismo de los textos alternativos que 
han sido presentados esta tarde. 

Por tanto, comprenderán, señorías, que mi Grupo se 
abstenga en la votación y centre su esfuerzo en el trá- 
mite en Comisión, si saliera aprobada la ley, en perfec- 
cionar todos y cada uno de sus artículos, cosa en la que 
estoy seguro que contaremos con la ayuda del resto de 
los Grupos parlamentarios. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rebollo. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

La posición de nuestro Grupo en estas cuatro enmien- 
das a la totalidad es la siguiente respecto a las de devo- 
lución, no las podemos apoyar por cuanto creemos que, 
efectivamente, el tema del tratamiento fiscal desde ha- 
ce bastante tiempo ha sido demandado por esta Cáma- 
ra y, por tanto, creemos que aquí hay un texto al que 
nosotros tenemos objeciones parciales, pero no obje- 
ciones globales. 

Respecto a las enmiendas de texto alternativo, hemos 
de confesar que nos encontramos más cerca del texto 
presentado por el Gobierno que del presentado por la 
derecha. 

Señorías, efectivamente, aquí se trata de compaginar 
intereses contrapuestos: por un lado, los de la promo- 
ción de actividades incentivando la iniciativa privada, 
y, por otro, el interés contrapuesto de la Hacienda Pú- 
blica. Y quiero, entre paréntesis, señalar que los gas- 
tos fiscales también son intervencionismo. Aquí 
solamente se habla de intervencionismo en un sentido, 
pero nadie recuerdo que un gasto fiscal es un interven- 
cionismo de la Administración. 

Compatibilizar ambos intereses creemos que es difí- 
cil, pero quiero traer también a colación un estudio que 
acaba de repartir el Ministerio de Cultura a algunos se- 
ñores Diputados, en el que se dicen las motivaciones 
que tienen las empresas para el patrocinio cultural. Si 
SS. SS. se fijan en las motivaciones que tienen las em- 
presas, el altruismo figura en la 9.", y en el puesto nú- 
mero 11 las ventajas fiscales. Las primeras son funda- 
mentalmente la mejora de la imagen de la empresa, la 
publicidad, etcétera. Las empresas, en estas motivacio- 
nes, gastan evidentemente en funciones culturales, pe- 
ro lo hacen en beneficio también de la propia empresa, 
como reconocen ellas mismas. 

Por tanto, aquí hay intereses colectivos que salvar, pe- 
ro éste es un gasto de publicidad que tienen las empre- 

sas (como ellas mismas reconocen, insisto): el altruismo 
está en el puesto número 9.0 y las ventajas fiscales en 
el número 11. 

En todo caso, en ese intento de compaginar los inte- 
reses públicos de ambos bandos, los de la Hacienda Pú- 
blica y los intereses de las actividades con incentivo de 
la iniciativa privada, nos encontramos más cerca del 
texto del Gobierno, al que presentaremos enmiendas 
parciales, que de los dos textos presentados por la de- 
recha, por lo que no vamos a apoyar las enmiendas de 
texto alternativo. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 
Vamos a proceder a la votación. (Pausa.) 
Señorías, para evitar tener que proceder a la votación 

por el sistema de levantados y sentados, vamos a ha- 
cer una votación de prueba, para verificar si el meca- 
nismo electrónico de votación funciona correctamente. 
Insisto, si se detecta que no funciona, repetiremos des- 
pués la votación por el procedimiento de levantados y 
sentados. 

Enmiendas de devolución al Gobierno del proyecto 
de ley de incentivos fiscales a la participación privada 
en actividades de interés general. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 225; a favor, siete; en contra, 151; absten- 
ciones, 67. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de devolución. 

Enmiendas de texto alternativo al mismo proyecto de 
ley. En primer lugar, enmienda del Grupo Parlamenta- 
rio Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitido, 225; a favor, 67; en contra, 150; abstencio- 
nes, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da de texto alternativo del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Enmienda de texto alternativo del Grupo Parlamen- 
tario Catalán (Convergencia i Unió). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 225; a favor, 67; en contra, 151; abstencio- 
nes, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da de texto alternativo del Grupo Parlamentario Cata- 
lán (Convergencia i Unió). 

Se levanta la sesión. 

Eran las cinco y treinta y cinco minutos de la tarde. 
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